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RESUMEN 

 

El objetivo del presente estudio es analizar cómo afecta el archivo de denuncias a 

la buena reputación de los presuntos agresores en casos de violencia psicológica; 

para lograr este objetivo, la presente investigación se ha diseñado como una 

investigación básica o pura, con un enfoque cualitativo. Se ha utilizado el diseño de 

estudio de caso para la interpretación, complementado por un análisis crítico del 

discurso. 

 

Para esta investigación, se utilizaron guías de revisión documental (doctrina, 

legislación y jurisprudencia), guías de comparación de denuncias y disposiciones 

de archivo en sede fiscal, y entrevistas semiestructuradas a expertos en Derecho 

Constitucional. Estos expertos proporcionaron información clave sobre el derecho 

a la reputación de presuntos agresores y el delito de violencia psicológica en 

relación con las víctimas. Los datos recopilados se detallan minuciosamente en los 

hallazgos y se analizan en la fase de discusión. 

 

La conclusión principal destaca incorporar mecanismos que protejan la reputación 

de los presuntos agresores en casos de violencia psicológica, como la 

responsabilidad por daños punitivos y regulación de registros. Se busca un sistema 

judicial robusto que proteja contra denuncias falsas y garantice evaluaciones 

técnicas adecuadas es crucial para un proceso justo. La innovación de este enfoque 

radica en reparar integral ante el archivo de denuncias falsas, para restaurar la 

dignidad y confianza de los absueltos, promoviendo un sistema legal más humano 

y justo. 

 

Palabras claves: Archivo de denuncias, Delitos de violencia psicológica, Derecho 

a la buena reputación. 
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ABSTRACT 

 

The objective of this study is to analyze how the filing of complaints affects the 

good reputation of alleged aggressors in cases of psychological violence. To 

achieve this goal, the present research has been designed as a basic or pure study, 

with a qualitative approach, utilizing a case study design for interpretation, 

complemented by a critical discourse analysis.  

 

For this research, documentary review guides (doctrine, legislation, and 

jurisprudence), comparison guides for complaints and filing provisions in the public 

prosecutor's office, and semi-structured interviews with experts in Constitutional 

Law were used. These experts will provide key information about the right to 

reputation of alleged aggressors and the crime of psychological violence in relation 

to victims. The data collected is meticulously detailed in the findings and analyzed 

in the discussion phase.  

 

The main conclusion highlights mechanisms that protect the reputation of alleged 

aggressors in cases of psychological violence, such as liability for punitive damages 

and regulation of records. A robust judicial system that protects against false 

complaints and guarantees adequate technical assessments is crucial for a fair 

process. The innovation of this approach lies in comprehensive reparation in the 

face of false complaints to restore the dignity and trust of the acquitted, promoting 

a more humane and just legal system.  

 

Keywords: Filing of complaints, Crimes of psychological violence, Right to good 

reputation. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente estudio de investigación tiene como título “El Archivo de Denuncias 

por Violencia Psicológica: Análisis de sus Efectos en el Derecho a la Buena 

Reputación de los Presuntos Agresores”. Para optar el grado académico de Maestro 

en Derecho con mención en Derecho constitucional presentado por el graduando 

Marlan Jonas Landio Apaza. 

 

La violencia psicológica en contra de las mujeres es un problema crítico en la 

sociedad actual, esta modalidad de violencia causa menoscabo en la integridad 

psicológica y moral de las víctimas. En determinadas situaciones, ante las denuncias 

de violencia psicológica, se procede a su archivamiento en sede fiscal, pudiendo ser 

por denuncias falsas o insuficiencia probatoria. Sin embargo, pese a encontrarse 

archivadas las denuncias, persisten las medidas de protección y otras restricciones 

que vulneran el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores, sin 

contemplar alguna medida para su reparación.  

 

En esa línea, este estudio tiene como objetivo analizar como afecta el archivo de 

denuncias a la buena reputación de los presuntos agresores en casos de violencia 

psicológica -delitos de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o 

conductual-. 

 

Los delitos de violencia psicológica en nuestra legislación peruana se materializan 

por el delito de daño psicológico y el delito de afectaciones psicológicas, cognitivas 

o conductual (agresiones psicológicas), estas modalidades delictivas son cada vez 

denunciadas por las mujeres en un contexto de violencia de género. En cuanto al 

derecho a la buena reputación de los presuntos agresores, no se ha estudiado 

suficientemente su impacto ante el archivo de denuncias por violencia psicológica.  
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Es por eso, que se debe analizar los efectos del archivo de denuncias por violencia 

psicológica en relación al derecho a la buena reputación, así como las consecuencias 

legales y sociales que esto conlleva para los presuntos agresores, respetando los 

enfoques de género que se practica en nuestra sociedad. 

 

El concepto de violencia psicológica se refiere a la intimidación, el acoso, la 

humillación y otros comportamientos que causan daño emocional y psicológico en 

la mujer. Mientras que el derecho a la buena reputación es un derecho fundamental 

que busca preservar la imagen y dignidad de las personas, frente a ataques 

injustificados que puedan menoscabar su personalidad. Por lo que, se debe 

implementar mecanismos que garanticen la protección del derecho a la buena 

reputación.  

 

La investigación se realizó utilizando una metodología cualitativa que incluirá la 

revisión de literatura, la entrevista semiestructurada y el análisis de datos. Los datos 

se recopilaron de fuentes primarias y secundarias y se analizaron para responder a 

nuestros objetivos de la investigación, los cuales han sido abordados en nuestros 

hallazgos. 

 

Este estudio contribuirá a implementar medidas de reparación del derecho a la 

buena reputación de los presuntos agresores, en casos archivados de violencia 

psicológica cuando estas denuncias revistan de una negligencia extrema. Las 

expectativas son que los resultados de la investigación proporcionen una 

comprensión más profunda de la efectividad de medidas reparatorias ante 

vulneración de derechos y sus implicaciones éticas y legales. 

 

En cuanto a la estructura que hemos seguido en esta investigación se encuentra 

compuesta de cuatro capítulos, en el primer capítulo se hace referencia al 

planteamiento de la investigación, el segundo capítulo al marco teórico, el tercer 

capítulo al marco metodológico y el cuarto capítulo a los hallazgos encontrados en 
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la presente investigación, de igual forma, se señala las conclusiones y 

recomendaciones, concluyendo con las referencias y los apéndices.   

 

Esperamos que la elaboración del informe final de investigación se encuentre bajo 

los lineamientos que señala el Reglamento de Grados y Títulos de la Escuela de 

Posgrado de la Universidad Privada de Tacna y las exigencias de los miembros del 

jurado evaluador. 

 

El Autor. 
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CAPÍTULO I: PLANTEAMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.1. APROXIMACIÓN TEMÁTICA 

 

En los últimos años, a nivel mundial la protección de los derechos de las 

mujeres, ha tenido un marco y enfoque legal multidisciplinario, buscando prevenir, 

sancionar y erradicar aquellas conductas que vulneren la integridad física, psíquica, 

sexual y moral de la mujer; contando con mecanismos internacionales como es la 

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

la mujer -Convención de Belem Do Para-, Convenio de Estambul, Comité para la 

Eliminación de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), entre otros. 

 

Es por ello, que diversos estados han optado distintas medidas, un caso de 

ellos es el país de España con la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004 de medidas 

de protección integral contra la violencia de género, en torno a la educación, 

prevención y sanción; sin embargo, citando a Francisco Pérez y Beatriz Bernabé1 

dichas medidas en algunos casos han sido utilizados de forma oportunista por algún 

grupo de personas para buscar una Resolución favorable, en la que los hechos 

materia de denuncias en algunos casos es cuestionable sobre su veracidad o 

falsedad. 

 

Los referidos autores indican, que de los 480,663 procedimientos abiertos 

contra varones desde la entrada en vigencia de la Ley 1/2004 hasta el 2008, se tiene 

95,328 procedimientos sobreseídos provisionalmente, 12,455 procedimientos 

absueltos por faltas, 24,267 absueltos por juzgados penales y 87 absueltos en 

audiencia; sin embargo, no se establece los motivos por los cuales no se obtiene una 

Sentencia que establezca responsabilidad penal; se podría presumir que en algunos 

 
1   Francisco Pérez Fernández y Beatriz Bernabé Cárdaba, “Las Denuncias Falsas en Casos de 

Violencia de Género: ¿Mito o realidad?”, en su Anuario de Psicología Jurídica (Universidad 

Camilo José Cela, 2012), 37-46. http://dx.doi.org/10.5093/aj2012a4. 
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casos se atribuye hechos que no pueden ser demostrados, ya que en estos 

procedimientos no opera el retiro de denuncia. 

 

Ante estos procedimientos iniciados por delitos que no se puedan demostrar 

o que se atribuya de forma temeraria o falsa, se vulnera el derecho a la buena 

reputación de los presuntos denunciados, investigados, acusados o procesados. 

 

Asimismo, en Latinoamérica el país de Argentina mediante el Observatorio 

de Falsas Denuncias2, que forma parte de la Fundación Ayudar y Crecer, señala que 

desde el 27 de julio al 18 de agosto del 2022 se registraron 507 casos de personas 

que aseguran haber sido denunciadas falsamente, siendo las principales acusaciones 

por violencia de género (44%), abuso sexual infantil (38%), impedimento de 

contacto (25%) y violencia intrafamiliar (20%). Se precisa que las personas que se 

registraron refieren que las denuncias son falsas, pero estas no fueron probadas por 

la Justicia.   

 

Por otro lado, en el caso peruano según la Adjuntía para los Derechos de la 

Mujer en el Informe de Adjuntía 016-2020-DP/ADM3, señala que el delito de daño 

psíquico y afectación psicológica cognitiva conductual (artículo 124-B del Código 

Penal) representa el 25% de casos archivados en los 108 despachos fiscales 

especializados de violencia contra la mujer materia de supervisión, siendo las 

razones de su archivo, las siguientes: (i) 83 despachos que representan el 77% 

refirieron que no existía afectación psicológica, (ii) 77 despachos que representan 

el 71% indican como motivo de archivo la inasistencia de la víctima al Instituto de 

 
2    Lucia Martínez, “No hay pruebas de que las ‘denuncias falsas’ por violencia de género sean un 

problema extendido”, Chequeado, 18 de octubre de 2022, https://chequeado.com/el-

explicador/no-hay-pruebas-de-que-las-denuncias-falsas-por-violencia-de-genero-sean-un-

problema-extendido/. 
3     Defensoría del Pueblo, Informe de Adjuntía 016-2020-DP/ADM, Supervisión del Registro Único 

de Victimas y Personas Agresoras (RUVA) y de las Fiscalías Provinciales Especializadas en 

violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar en el contexto del Covid-19, 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/11/Informe-Ministerio-

P%C3%BAblico.pdf. 
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Medicina Legal; y, (iii) 75 despachos que representan el 69% señalaron que otra de 

las razones más frecuentes era la falta de elementos de convicción. 

 

Sin embargo, ante el archivo de una denuncia cuando no exista afectación 

psicológica o la víctima no asista al Instituto de Medicina Legal, estaríamos ante 

una lesión al derecho a la buena reputación, al atribuir al supuesto agresor vías de 

hecho que no se puedan comprobar, como son los delitos tipificado en el artículo 

122-B y 124-B del Código Penal, ya que generará que el agresor absuelto, tenga 

antecedentes policiales y fiscales por el delito de violencia contra la mujer, medidas 

de protección en su contra, vulnerando el derecho a la buena reputación de los 

denunciados, quienes se les considera “agresores” sin contar en la legislación actual 

con una medida de reparación ante estos archivos. 

 

En tal sentido, el delito de daño psíquico y la afectación psicológica, 

cognitiva o conductual, protegen el derecho constitucional de la integridad psíquica 

de las mujeres, derecho a la vida sin violencia, derechos que cuenta con el mismo 

rango constitucional del derecho a la buena reputación; por lo que, ante aquellas 

denuncias por violencia psicológica que tienen un propósito distinto a su finalidad, 

valiéndose de hechos falsos o inexactos, se genera la afectación del derecho a la 

buena reputación el mismo que consideramos debe contar con una medida de 

reparación por los daños punitivos generados por conductas graves o maliciosas y 

disuadir de realizar denuncias falsas.    

 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

Es necesario analizar la convivencia y posible conflicto entre el derecho a 

la buena reputación y el derecho a la integridad psíquica de las mujeres víctimas de 

violencia en el marco del derecho penal peruano. 
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Este estudio tiene como objetivo explorar cómo aplicar disposiciones 

legales relacionadas con la protección de la reputación y la integridad psíquica en 

casos de violencia contra las mujeres, teniendo en cuenta las cuestiones y dilemas 

éticos que pueden surgir para el personal judicial. 

 

Una vez más, su objetivo es explorar posibles soluciones jurídicas y 

prácticas que conciliarían la protección de la reputación del presunto autor con la 

protección de la integridad psicológica de la víctima femenina, donde ambos 

derechos están relacionados y deben garantizarse al máximo. cumplir con las 

normas internacionales de derechos humanos. 

 

1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.3.1. Teórica  

 

La justificación teórica de la presente investigación está basada en 

comprender la finalidad de las políticas de prevención, erradicación y sanción de 

violencia contra la mujer y la protección de la buena reputación como derecho 

fundamental. Asimismo, se pretende garantizar el derecho a la buena reputación de 

los presuntos agresores por daños punitivos (denuncias maliciosas), ante los casos 

archivados de los delitos de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o 

conductual. 

 

1.3.2. Metodológica 

 

La justificación metodológica está orientada a realizar el análisis de 

denuncias que se hayan archivado por delitos de violencia psicológica, por falta de 

pruebas o fundamentos sólidos. Esto permitirá identificar patrones, argumentos 

legales y falencias en la aplicación de la ley. De igual modo, recurriremos al análisis 

documental y aplicación de informantes claves para comprender las medidas que 
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se debe adoptar para garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos 

agresores. 

 

1.3.3. Práctica  

 

La justificación práctica de la investigación busca identificar las 

consecuencias de aquellas denuncias por violencia psicológica que no pueden ser 

probadas por hechos falsos, siendo una de estas consecuencias la vulneración del 

derecho con rango constitucional de la buena reputación, debiendo garantizar este 

derecho con mecanismos de protección.  

 

1.3.4. Relevancia 

 

La investigación es relevante; puesto que, radica en buscar la protección 

de derechos de las mujeres ante la violencia psicológica, como la protección del 

derecho de los presuntos agresores, mediante la equidad de género en la aplicación 

de la ley y el acceso de la justicia, ante las denuncias falsas por los delitos que 

contempla la violencia psicológica 

 

Asimismo, aborda la problemática del abuso del sistema legal ante 

denuncias archivadas, lo que afecta negativamente a los presuntos agresores y a la 

administración de justicia. Es por lo que, se proponen medidas reparatorias de las 

ya existentes ante daños punitivos para prevenir este abuso y garantizar una 

aplicación justa y equitativa de la ley.  

 

1.3.5. Contribución social (ODS) 

 

La investigación propuesta contribuye significativamente al logro de varios 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), en particular los siguientes:  
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ODS 3: Salud y bienestar. Este estudio aborda el tema de la violencia 

psicológica y sus consecuencias, promoviendo la salud y el bienestar de las 

personas afectadas al denunciar delitos psicológicamente violentos. 

 

ODS 10: Reducir las desigualdades: Trabajar para garantizar que todas las 

personas, incluidos los presuntos perpetradores, reciban un trato justo e igualitario 

ante la ley, y las investigaciones ayuden a reducir las desigualdades y promover la 

igualdad de acceso a las oportunidades de justicia.  

 

ODS 16: Paz, justicia e instituciones sólidas: la investigación ayuda a 

fortalecer el poder judicial y promover un sistema legal más justo y transparente al 

proporcionar medidas para prevenir el abuso del sistema legal y mejorar la equidad 

y honestidad en la aplicación de la ley, que 

 

En este sentido, resolver cuestiones importantes como la desigualdad de 

género, la justicia, la paz social y el bienestar tiene un aporte social significativo.  

 

1.4. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

 

1.4.1. Pregunta General 

 

P.G.: ¿Cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los presuntos 

agresores en casos de violencia psicológica? 

 

1.4.2. Preguntas Específicas 

 

P.E.1. ¿Cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico 

en la garantía a la buena reputación de los presuntos agresores? 
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P.E.2. ¿De qué manera se protege la buena reputación de los presuntos agresores 

frente a la denuncia falsas por los delitos de afectación psicológica, 

cognitiva o conductual? 

 

1.5. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.5.1. Objetivo General 

 

O.G.: Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

 

1.5.2. Objetivos Específicos 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de 

daño psíquico en la garantía a la buena reputación de los presuntos 

agresores.  

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege la buena reputación de los presuntos 

agresores frente a denuncias por los delitos de afectación psicológica, 

cognitiva o conductual. 
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 

 

2.1. ANTECEDENTES DEL ESTUDIO SIMILARES 

 

2.1.1. A nivel Internacional 

 

La investigadora Nancy Jeanette Villacis Villacis4 en su investigación 

titulada “La falsa denuncia sobre violencia intrafamiliar, presentada ante la 

Comisaria de la Mujer y la Familia y el daño moral ocasionado en la familia” (tesis 

de licenciatura), se enfocó en evaluar la prevalencia de denuncias falsas de violencia 

intrafamiliar y su repercusión en las familias de Ambato. Se utilizó un enfoque 

metodológico crítico y propositivo que abarcó tanto análisis cualitativos como 

cuantitativos.  

 

En su investigación concluye que reconocer la intolerancia a la violencia es 

evidente, particularmente cuando ocurre en entornos domésticos, señala las 

deficiencias en las leyes que protegen a las mujeres y las familias de la violencia 

que han llevado a un aumento en el número de denuncias falsas. También señaló 

que la legislación actual carece de medidas para detectar acusaciones maliciosas, lo 

que lleva a que se tomen medidas de protección inmediatas sin una verificación 

adecuada, lo que genera abuso del sistema de justicia. Estas denuncias falsas 

violaron los derechos y la reputación de los acusados e insinuaron la posibilidad de 

buscar compensación por angustia emocional a través de un litigio por angustia 

emocional, aunque reconocieron la dificultad de revertir las percepciones sociales 

negativas. También destacó el impacto desestabilizador en las familias de Ambato, 

enfatizando la necesidad de abordar el problema protegiendo los derechos 

fundamentales de todas las partes afectadas. 

 
4    Nancy Jeanette Villacis Villacis, “La Falsa Denuncia sobre violencia intrafamiliar, presentada 

ante la Comisaria de la Mujer y la Familia y el daño moral ocasionado en la familia” (tesis de 

licenciatura, Universidad Técnica de Ambato de Ecuador, 2013), 

http://repositorio.uta.edu.ec/handle/123456789/6286. 

http://repositorio.uta.edu.ec/handle/123456789/6286
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El estudio realizado por Villacis Villacis permitirá aportar los efectos 

colaterales respecto a la aplicación desmedida de medidas de protección ante la 

denuncia de violencia psicológica contra la mujer que se suscita en Ecuador, lo cual 

estereotipa al varón como una persona agresiva, por el solo hecho de ser varón. La 

investigación que realizamos se enfocará en la realidad peruana y los cánones 

establecidos por el derecho comparado ante los hechos de violencia contra la mujer 

y el derecho a la reputación, y las posibles medidas de reparación ante la 

vulneración de derechos constitucionales.  

 

La investigación de Mónica Alexandra Salame Ortiz y Silvia Del Pilar 

Santamaría Proaño5 titulada "La violencia psicológica y el derecho a la honra" (tesis 

de licenciatura) tiene como objetivo analizar cómo el incumplimiento de la presunta 

víctima en casos de violencia psicológica conduce al archivo de los casos, 

brindando una salvaguarda a la solución de derechos del presunto agresor. La 

investigación concluyó que se utilizó la violencia para controlar a las víctimas, que 

a veces iniciaban procedimientos judiciales, pero luego se negaban a hacerlo, lo que 

en algunos casos dañaba la reputación de los perpetradores. Propone reformas 

legales basadas en el derecho a la reputación y a la reputación, con sanciones y 

compensaciones civiles para quienes se ausentan injustificadamente de las 

audiencias judiciales por denuncias de maltrato psicológico. 

 

Las investigadoras en su tesis realizada en Ecuador permiten establecer que 

ante la inacción por la parte agraviada muchos casos por violencia psicológica son 

archivados, lo cual genera duda respecto a la responsabilidad del presunto agresor, 

en algunos casos ocasiona la impunidad y en otros la afectación al derecho a la 

buena reputación. En cuanto a nuestro tema de estudio, nos enfocaremos en analizar 

cómo se afecta el derecho a la buena honra ante la generación de antecedentes 

 
5    Mónica Alexandra Salame Ortiz y Silvia Del Pilar Santamaría Proaño, “La violencia psicológica 

y el derecho a la honra” (tesis de licenciatura, Universidad Regional Autónoma De Los Andes 

de Ecuador, 2019), http://dspace.uniandes.edu.ec/handle/123456789/10793. 
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policiales, fiscales y la emisión de medidas de protección cuando una de las partes 

ha recurrido a las instituciones públicas, para buscar un beneficio particular. 

 

La investigación de Eva Díez López6, titulada "Víctimas de Violencia de 

Género: Resistencias a la Aplicación Efectiva de sus Derechos Jurídico-Penales" 

(tesis doctoral) se propone exponer las carencias y discrepancias entre la práctica 

judicial y el espíritu legislativo en casos de violencia de género. A través de datos 

estadísticos, resoluciones judiciales y opiniones de operadores jurídicos, la tesis 

busca demostrar que la regulación actual, aunque representa un avance, requiere 

cambios significativos, tanto legislativos como procesales.  

 

Se destaca la falta de asistencia letrada al formular denuncias, la 

minimización de la violencia psicológica y sexual, la carga incriminatoria sobre las 

víctimas en la instrucción, y la revictimización en casos de contradenuncias. 

Además, se señala la existencia de prejuicios y estereotipos en la aplicación de la 

ley, así como la falta de formación especializada en violencia de género entre los 

aplicadores del derecho. La tesis concluye que, a pesar de avances legislativos, 

persisten desafíos significativos debido a la resistencia cultural arraigada en la 

discriminación de género. 

 

Dicho estudio realizado por Díez López aporta las debilidades de la 

aplicación práctica sobre la legislación en Barcelona, en el caso de nuestra 

investigación contribuirá a las propuestas que realiza la autora respecto a garantizar 

el derecho a una vida sin violencia a las mujeres y que estas recomendaciones no 

lesionen el derecho de los presuntos agresores ante hechos que no son considerados 

como violencia psicológica en nuestra realidad. 

 

 
6    Eva Díez López, “Víctimas de violencia de género. Resistencias a la aplicación efectiva de sus 

derechos jurídicos penales” (tesis doctoral, Universidad Autónoma de Barcelona, 2016). 
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En la tesis del investigador Cristian Rolando Troya Ayo7 titulada “La no 

revictimización y reparación integral de las víctimas en los procesos de violencia 

psicológica” (tesis de maestría) se examina las violaciones a los derechos de no 

revictimización y reparación integral de las víctimas en casos de Violencia 

Psicológica contra la mujer o miembros del núcleo familiar, proponiendo una 

reforma a los artículos 157 y 570 del Código Orgánico Integral Penal de Ecuador 

para garantizar estos derechos. Se destaca la importancia de esta reforma en 

respuesta a presiones internacionales y necesidades locales, ya que la violencia 

psicológica, aunque sutil, tiene efectos devastadores. Sin embargo, se identifican 

contradicciones entre la legislación y la protección constitucional, evidenciando 

vacíos en la investigación, juzgamiento y sanción de estos casos, así como un 

tratamiento inadecuado de las víctimas durante el proceso penal. 

 

Para el autor en Ecuador, es crucial implementar medidas efectivas para 

prevenir y reducir la violencia psicológica contra mujeres y miembros del núcleo 

familiar, evitando su normalización en la sociedad. En nuestro caso, compartimos 

su posición, sin embargo, desde un enfoque integral y un sistema de reparación 

específico en igualdad de género en los casos de violencia psicológica, donde se 

respete el principio de proporcional, evitando vulnerar derechos tanto de víctimas 

como de los posibles agresores. 

 

El investigador Andrey Sobchenko8, en su estudio titulado “La Protección 

del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen en 

España y en Rusia: Comparación de Dos Sistemas” (tesis doctoral). En su estudio 

se concluye que la implementación y protección efectiva de estos derechos 

fundamentales enfrenta desafíos importantes. La legislación actual tanto en España 

 
7    Cristian Rolando Troya Ayo, “La no revictimización y reparación integral de las víctimas en 

los procesos de violencia psicológica” (tesis de maestría, Universidad Regional Autónoma De 

Los Andes UNIANDES, 2017), http://dspace.uniandes.edu.ec/handle/123456789/7620. 
8    Andrey Sobchencko, “La Protección del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar 

y a la Propia Imagen en España y en Rusia: Comparación de Dos Sistemas” (tesis de doctorado, 

Universidad de Salamanca, 2020). 



31 

 
 

 

 

 
 

como en Rusia se considera obsoleta e incapaz de adaptarse a los avances 

tecnológicos y a los retos modernos como Internet. La falta de definiciones claras 

en la legislación genera problemas para determinar los propietarios y los límites de 

estos derechos. Además, la jurisprudencia española ha avanzado en la definición de 

estos derechos, pero aún hacen falta definiciones conceptuales claras. Señalar la 

necesidad de abordar temas actuales como el uso de cámaras ocultas y el ingreso de 

datos en registros de morosos. 

 

El sector de Internet destaca el impacto de la tecnología en estos derechos, 

particularmente en lo que respecta al uso de drones, cookies y redes sociales, y 

aboga por una regulación efectiva. Los investigadores recomendaron cambios en la 

legislación para mejorar la protección, establecer definiciones conceptuales, aclarar 

el consentimiento y abordar cuestiones técnicas. Finalmente, enfatiza la 

importancia de encontrar un equilibrio entre la protección de estos derechos y la 

libertad de información y expresión, particularmente en el contexto digital en 

evolución. 

 

La investigación mencionada líneas arriba permite abordar la realidad actual 

y límites del derecho a la buena reputación en la legislación comparada, en el caso 

de estudio nos enfocaremos en los límites que tiene el derecho a la buena reputación 

respecto a las investigaciones y denuncias que se realizan por hechos de violencia 

psicológica y que mecanismos de solución son recomendables para evitar su 

vulneración y que se garantice el derecho a las mujeres de vivir en un mundo sin 

violencia, ya que los derechos constitucionales son limitados. 
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2.1.2. A Nivel Nacional 

 

Se tiene la investigación de July Esther Peña Contreras9 la cual titula “El 

resarcimiento por vulneración al derecho de la buena reputación de la persona 

jurídica en el Código Civil del Perú” (tesis de maestría) tiene como objetivo 

principal examinar el derecho de las personas jurídicas a recibir resarcimiento por 

la afectación de su derecho fundamental a la buena reputación. Utilizando un 

enfoque cualitativo y un método hipotético deductivo, se concluye que el 

resarcimiento, ya sea económico o extrapatrimonial, es fundamental para promover 

el respeto a los derechos de las personas jurídicas. Se encontró que la mayoría de 

los encuestados respaldan esta idea, considerando que el daño a la buena reputación 

se califica como daño moral y que las personas jurídicas tienen derecho a reclamar 

indemnización por este daño. Esto respalda la percepción de que los derechos 

fundamentales de las personas jurídicas están protegidos por el sistema legal 

peruano. 

 

El autor considera importante reconocer medidas reparadoras cuando se 

vulnera el derecho a la buena reputación de las personas jurídicas, en el caso de 

nuestra investigación consideramos que el derecho a la buena reputación de los 

presuntos agresores es un aspecto clave que debe ser considerado ante daños 

punitivos que se den el contexto de la violencia psicológica. Si bien es fundamental 

proteger a las víctimas y garantizar su derecho a la reparación integral en casos de 

violencia, también es importante asegurar que los presuntos agresores no sean 

injustamente estigmatizados o perjudicados. En este sentido, es necesario que los 

procedimientos legales sean justos y equitativos, evitando la estigmatización injusta 

de los presuntos agresores mientras se garantiza la protección de las víctimas. 

 

 
9     July Esther Peña Contreras, “El resarcimiento por vulneración al derecho de la buena 

reputación de la persona jurídica en el Código Civil del Perú” (tesis de maestría, Universidad 

Nacional Hermilio Valdizan, 2017). https://hdl.handle.net/20.500.13080/3194. 
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El investigador Walter Hermoza Castillo10, en su tesis titulada "Violencia 

de la mujer hacia el hombre y la equidad de género en la erradicación de la violencia 

familiar, distrito de Santiago, Cusco" (tesis de maestría), tiene como objetivo 

general identificar las limitaciones de las normativas legales en la erradicación de 

la violencia familiar desde la perspectiva de varones en el distrito de Santiago de la 

ciudad de Cusco. Se utilizó un diseño de investigación cuantitativo. Se concluye 

que la Ley 30364 tiene importantes limitaciones en materia de protección y 

prevención de la igualdad de género, entonces el 93% de la ley muestra una falta de 

actuación equitativa entre hombres y mujeres. Además, el informe afirma que el 

61% de la violencia perpetrada por mujeres contra hombres fue física o psicológica, 

con el 26% una combinación de violencia psicológica y física y el 13% 

involucrando violencia sexual o relacionada. También se observó que el 46% de los 

hombres carece de confianza en las instituciones estatales y el 54% enfrenta 

dificultades por falta de leyes, regulaciones y recursos económicos. 

 

La referida tesis aborda la equidad de género que debe de existir en la 

prevención, erradicación y sanción de la violencia familiar en la ciudad de Cusco, 

en el caso de nuestro estudio se abordará esta equidad en donde se prevalezca el 

respeto de derechos con rango constitucional como es el derecho a la buena 

reputación en el caso de presuntos agresores y el derecho a la integridad psicológica 

en el caso de las presuntas víctimas de violencia de género. Asimismo, se evaluará 

si la legislación actual cumple con los estándares internacionales de protección de 

derechos humanos. 

 

 
10   Walter Hermoza Castillo, “Violencia de la mujer hacia el hombre y la equidad de género en la 

erradicación de la violencia familiar, distrito de Santiago, Cusco" (tesis de maestría, 

Universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez, 2018), 

http://repositorio.uancv.edu.pe/handle/UANCV/2998. 
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La tesis de Genny Del Arca Huamani De La Cruz11, titulada “La eficacia de 

las medidas de protección en las víctimas de violencia contra la mujer, Lima, año 

2021”, (tesis de maestría) se centra en evaluar la eficacia de las medidas de 

protección en mujeres víctimas de violencia en Lima Sur en el año 2021, utilizando 

un enfoque fenomenológico y cualitativo. Sus conclusiones resaltan que estas 

medidas son efectivas al separar al agresor del entorno de la víctima en situaciones 

de riesgo, especialmente en casos de violencia física, donde la notificación 

adecuada y la supervisión continua por parte de la autoridad son cruciales. Para la 

violencia psicológica, buscan prevenir daños emocionales graves, protegiendo la 

integridad y el desarrollo de la víctima en la sociedad. En casos de violencia sexual, 

las medidas contribuyen a reducir la violencia al alejar al agresor y prohibir su 

cercanía a la víctima en cualquier entorno personal o laboral. 

 

La investigación de Huamani De La Cruz está enfocada en determinar la 

eficacia de las medidas de protección ante hechos de violencia, sin embargo, no se 

analiza si la emisión de estas medidas de protección vulneran el derecho a la buena 

reputación, cuando se mantienen y emiten sin tener en cuenta documento idóneo 

que acredite algún grado de afectación o daño psicológico en el caso de delitos de 

violencia psicológica, es por ello, que en la investigación se abordará si la sola 

emisión de estas medidas de protección vulneran el derecho a la buena honra  ante 

denuncias que no se pueden acreditar y que en muchos casos son archivados por el 

Ministerio Público. 

 

La investigación de Silvia Liliana Del Pilar De La Cruz Osorio12, titulada 

"Ineficacia de los informes psicológicos del CEM en los casos de violencia 

psicológica contra las mujeres, Lima", aborda la carencia de eficacia de los 

 
11   Genny Del Arca Huamani De La Cruz, “La eficacia de las medidas de protección en las víctimas 

de violencia contra la mujer, Lima, año 2021” (tesis de maestría, Universidad Cesar Vallejo, 

2023), https://hdl.handle.net/20.500.12692/111442. 
12   Silvia Liliana Del Pilar De La Cruz Osorio, “Ineficacia de los informes psicológicos del CEM 

en los casos de violencia psicológica contra las mujeres, Lima 2020” (tesis de maestría, 

Universidad Cesar Vallejo, 2022), https://hdl.handle.net/20.500.12692/81136. 
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informes psicológicos del Centro de Emergencia Mujer (CEM) en casos de 

violencia psicológica en mujeres durante el año 2020 en Lima. El objetivo de esta 

tesis es analizar la ineficacia de estos informes en el contexto del delito de violencia 

psicológica y comprender el criterio que la Fiscalía utiliza para valorar estos 

informes, dado que muchos casos de agresión por violencia psicológica terminan 

archivados.  

 

La metodología de su investigación es cualitativa, con un diseño 

fenomenológico y descriptivo. Resultando que los informes del CEM no cumplía 

con los estándares del Instituto de Medicina y Derecho y que los psicólogos no 

tenían la formación necesaria y, por tanto, no eran aptos para tal fin. Además, se ha 

observado que las evaluaciones repetidas conducen a una revictimización y que las 

denuncias que no son lo suficientemente claras e inconsistentes con los hechos 

conducen al archivo de casos. Se recomienda mejorar la capacitación del personal 

del CEM y desarrollar protocolos para evitar la revictimización, y fortalecer la 

validez jurídica de los informes psicológicos durante la violencia doméstica. 

 

La investigación realizada por De La Cruz Osorio en síntesis analiza la 

pertinencia de los informes psicológicos emitidos por el Centro de Emergencia 

Mujer, puesto que, en algunos casos genera el archivo de las investigaciones 

realizadas por el Ministerio Público, en el caso de nuestra investigación se permitirá 

determinar cómo afecta el derecho a la buena reputación los lineamientos 

establecidos por el Estado para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra 

las mujeres.  

 

El estudio de la investigadora Alicia Maithe Pretell Diaz13 titulada "Tutela 

jurisdiccional de las víctimas de violencia familiar y el control difuso de 

 
13  Alicia Maithe Pretell Diaz, “Tutela jurisdiccional de las víctimas de violencia familiar y el 

control difuso de convencionalidad” (tesis de maestría, Universidad Privada Antenor Orrego, 

2016), https://hdl.handle.net/20.500.12759/2358. 

https://hdl.handle.net/20.500.12759/2358
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convencionalidad" busca demostrar la posibilidad de fortalecer la tutela 

jurisdiccional efectiva para las víctimas de violencia familiar mediante el ejercicio 

del Control Difuso de Convencionalidad por parte de los Jueces Especializados de 

Familia de la Corte Superior de Justicia de la Libertad. El diseño de la investigación 

aplicado es explicativo-correlacional, analizando el impacto del control difuso en 

la tutela jurisdiccional de las víctimas antes, durante y después de situaciones de 

violencia.  

 

Las conclusiones abordadas destacan la viabilidad de fortalecer la tutela 

jurisdiccional a través del Control Difuso de Convencionalidad. Se señala la 

insuficiencia del ordenamiento jurídico interno peruano en materia de violencia 

familiar y se propone la incorporación de estándares interamericanos para mejorar 

la protección de los derechos de las víctimas. Además, se destaca la necesidad de 

establecer criterios basados en derechos humanos para los órganos jurisdiccionales 

que resuelven casos de violencia familiar. La propuesta sugiere que estas medidas 

faciliten el acceso oportuno de las víctimas a la justicia en todas las etapas del 

proceso judicial. 

 

La referida investigación aporta el fortalecimiento de la protección de los 

derechos contra las mujeres conforme a los criterios interamericanos, en el presente 

caso, se abordará dichos estándares en el caso del derecho a la buena reputación de 

los presuntos agresores, teniéndose en cuenta que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos tiene desarrollo jurisdiccional del derecho a la buena reputación 

en el caso de presuntos agresores. 
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2.2. BASES TEÓRICAS 

 

Con la finalidad de abordar las bases teóricas de nuestras categorías de 

investigación, partiremos por abordar el contexto de la violencia género para luego 

de ello enfocarnos en la violencia psicológica, de igual modo, nos centraremos en 

el derecho a la reputación y las medidas de protección ante el archivo de la 

denuncia. 

 

2.2.1. Violencia de Género 

 

La Organización Mundial de la Salud14 describe a la violencia como la 

aplicación deliberada de fuerza, ya sea de manera efectiva o como una amenaza, 

dirigida hacia uno mismo, otra persona, o un grupo o comunidad. Este 

comportamiento tiene el potencial de ocasionar lesiones, muerte, daño psicológico, 

trastornos del desarrollo o privaciones.  

 

Esta definición de violencia asocia la intención con la ejecución del acto, 

sin considerar necesariamente las consecuencias. La inclusión de la palabra "poder" 

y la expresión "uso intencional" de la fuerza amplían la naturaleza del acto violento, 

abarcando también los actos por omisión. La complejidad de la definición radica en 

la intencionalidad, ya que en la resolución de conflictos para preservar el poder se 

observan diversas manifestaciones de violencia con daños permanentes, a pesar de 

arrepentimientos inmediatos. Además, se destaca la distinción entre la intención de 

causar daño y la intención de "usar la violencia"15. 

 

Ahora bien, en el presente caso nos enfocaremos en la violencia de género 

en su modalidad de violencia psicológica, la misma que está relacionada con la 

 
14  Iyamira Hernández Pita, Violencia de Género una mirada desde la sociología (La Habana: 

Editorial Científico Técnica, 2014), 44. 
15  Véase referencia 14. 



38 

 
 

 

 

 
 

integridad psicológica de las víctimas, por cuanto debemos establecer la definición 

de la violencia de género. 

 

En ese contexto, la ONU16 define a la violencia de género como cualquier 

acción violenta motivada por la pertenencia al sexo femenino que cause o pueda 

causar daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer. Esto incluye 

amenazas de tales actos, coacción o la privación injustificada de la libertad, ya sea 

en el ámbito público o privado.  

 

Del mismo modo, la Convención Belém do Pará17 admite que esta violencia 

es una expresión de las desigualdades históricas en las relaciones de poder entre 

mujeres y hombres, definiendo la violencia dirigida hacia las mujeres como 

cualquier acto o comportamiento fundado en su género, que genere consecuencias 

como muerte, perjuicio o sufrimiento físico, sexual o psicológico, ya sea en 

contextos públicos o privados.  

 

La Convención18 entiende que la violencia contra la mujer incluye las 

siguientes modalidades: (i) violencia física, (ii) violencia sexual; y (iii) violencia 

psicológica; y se manifiesta de tres formas principales: (i) dentro de la familia o 

unidad doméstica, incluyendo violación, maltrato y abuso sexual; (ii) en la 

comunidad, perpetrada por cualquier persona e involucrando violación, abuso 

sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en 

diversos entornos como el laboral, educativo o de salud; y (iii) aquella perpetrada o 

tolerada por el Estado, sin importar dónde ocurra. 

 

 
16  Naciones Unidas, Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, Resolución 

48/104, 20 de diciembre de 1993, art. 1. 
17  Organización de Estados Americanos, Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra la mujer, 22 de marzo de 1996, arts. 1-2. 
18  Véase referencia 17. 
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Agregando a lo anterior, Johan Galtung citado por Carmen Magallón19 

aborda la violencia a través de su modelo triangular, que ofrece una perspectiva útil 

para comprender la interrelación de diversos tipos de violencia. Galtung distingue 

entre violencia directa, estructural y cultural, definiendo la violencia como afrentas 

evitables a las necesidades humanas básicas y amenazas que también constituyen 

violencia.  

 

Desde un enfoque jurídico, se puede interpretar la contribución de Galtung, 

destacando que las luchas de las mujeres han posicionado la violencia como un 

problema público, considerándola un tema de derechos y exigiendo responsabilidad 

al Estado para garantizar su cumplimiento20. 

 

Es así como, el triángulo de la violencia se puede graficar de la siguiente 

manera: 

 

 

Fuente: Ministerio de la Mujer, 11-12. 

Figura 1. Triángulo de violencia. 

 

 
19   Carmen Magallón Portolés, Epistemología y violencia. Aproximación a una visión integral sobre 

la violencia hacia las mujeres, Feminismo/s (s/l: Centro de Estudios sobre la mujer, 2005), 4-5. 
20  Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Violencia Basada en Género, Marco 

Conceptual para las políticas públicas y la acción del estado (Lima: MIM, 2016), 11-12.  
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Según la Figura 1, las mujeres experimentan diversas formas de violencia 

que afectan sus derechos fundamentales, como se procede a detallar: 

 

(i) La violencia directa21 se manifiesta a través de feminicidios, maltratos, 

acoso y discriminación, comprometiendo la supervivencia, identidad, 

bienestar y libertad de las mujeres.  

 

(ii) La violencia estructural22 vinculada a lo económico, se complejiza al 

incorporar la posición subordinada de las mujeres en el ámbito social y 

económico, generando situaciones específicas y diversas. Las 

relaciones de género contribuyen a esta violencia institucionalizada, 

con efectos invisibles pero profundos en el bienestar humano.  

 

(iii) La violencia cultural23 de carácter simbólico, legitima las otras formas 

de violencia al construir estereotipos que limitan a las mujeres al ámbito 

doméstico, en contraposición al reconocimiento de las capacidades 

masculinas en el ámbito público. Los estereotipos arraigados y las 

representaciones de género internalizadas contribuyen a la dificultad de 

visibilizar y combatir estas formas de violencia.  

 

(iv) La violencia simbólica24 desempeña un papel clave en comprender la 

interconexión de estas diversas manifestaciones de violencia. 

 

De lo expuesto, el Ministerio de la Mujer define a la violencia basada en 

género como cualquier acción o comportamiento fundamentado en el género y 

exacerbado por la discriminación derivada de la coexistencia de diversas 

identidades (como raza, clase, identidad sexual, edad, afiliación étnica, entre otras), 

 
21  Véase referencia 19 y 20.  
22  Véase referencia 19 y 20. 
23  Véase referencia 19 y 20. 
24  Véase referencia 19 y 20. 



41 

 
 

 

 

 
 

que resulte en muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para una 

persona, tanto en ámbitos públicos como privados. Esta violencia se manifiesta en 

contextos de discriminación sistemática contra la mujer y aquellos que desafían el 

sistema de género, tanto dentro como fuera de las familias, independientemente de 

su sexo. No se trata de casos aislados, esporádicos o episódicos, sino de una 

manifestación ligada al sistema de género prevalente, indicando una condición 

estructural y un fenómeno arraigado en las costumbres y mentalidades de todas las 

sociedades. Está respaldada por concepciones que sostienen la inferioridad y 

subordinación de las mujeres, así como la supremacía y poder de los hombres.25 

 

En mérito a lo indicado líneas arriba, la definición de violencia basada en 

género realizada por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, se puede 

graficar de la siguiente manera (véase figura 2): 

 

 

Fuente: Ministerio de la Mujer, 33. 

Figura 2. Definición de violencia basada en género. 

 

 
25   Elaborado con base en el artículo 1 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer, así como en la Sentencia de Campo Algodonero de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (párrafo 133). - Ministerio de la Mujer y 

Poblaciones Vulnerables, 33. 
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Por estas consideraciones y los enfoques abordados, en nuestra 

investigación nos enfocaremos en la violencia basada en género en su modalidad 

de violencia psicológica, la cual se detalla líneas abajo. 

 

2.2.1.1. Violencia psicológica 

 

La violencia psicológica, que suele acompañar otras formas de violencia y 

tiene su raíz en la desigualdad de género, está definida por la Ley 3036426 como 

acciones destinadas a controlar, aislar, humillar o avergonzar a una persona, con 

potencial de causar daño psíquico. Este daño implica la afectación de funciones 

mentales o capacidades, generando un menoscabo temporal o permanente en el 

funcionamiento integral previo. Engloba diversas formas de afectación, como 

amenazas, insultos relacionados con la apariencia, inteligencia o roles laborales y 

familiares, así como conductas coercitivas y controladoras, reforzando patrones de 

género y afectando gravemente la autoestima y proyectos de vida de las mujeres2728. 

 

Se entiende por violencia psicológica aquella que busca controlar, aislar, 

humillar o avergonzar a una persona, con potencial de causar daño psicológico, a 

veces incluyendo amenazas, insultos, humillaciones, y control excesivo sobre la 

vida de la mujer, como restricciones para trabajar o estudiar. Esto tiene un impacto 

significativo en la integridad psicológica de las mujeres. 

 

La protección que se busca en cuanto a la violencia psicológica es el derecho 

a la integridad psicológica, establecida en el artículo 2 de la Constitución Política 

del Estado, que abarca la preservación de la mente y emociones de una persona, en 

nuestro caso de la mujer. Esto implica que no debe ser objeto de tratamientos que 

 
26   Perú Ejecutivo, Decreto Supremo que aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley 30364, Ley 

para Prevenir, sancionar y Erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 

familiar, Decreto Supremo 004-2020-MIMP, aprobado el 6 de setiembre de 2020, art. 8 b). 
27   Red de Defensorías de Mujeres, La Violencia de género (Buenos Aires: Defensoría del Pueblo 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2010). 
28   Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 16. 
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la afecten emocionalmente, como insultos, frases denigratorias o maltrato verbal, 

los cuales constituirían una violación a su dignidad humana. De la misma forma, la 

indemnidad somática, psíquica y moral es crucial para el desarrollo digno de la vida, 

el libre desarrollo de la personalidad y la salud. Además, la integridad está 

vinculada a la seguridad personal, exigiendo al Estado prevenir y sancionar las 

lesiones a la integridad29 

 

El derecho a la integridad psicológica tiene como alcance preservar la 

indemnidad somática, psíquica y espiritual, impone al Estado la responsabilidad de 

investigar y sancionar violaciones a la integridad física, moral y psíquica. Es 

considerado como valor, este derecho se relaciona con la vida, el libre desarrollo de 

la personalidad, la salud y la seguridad personal.  

 

El Tribunal Constitucional justifica el enfoque género, al derecho de la 

mujer a una vida libre de violencia garantizado por el artículo 2, inciso 1 de la 

Constitución Política, que protege la vida, integridad moral, psíquica y física, y el 

libre desarrollo. Asimismo, el artículo 2, inciso 24, parágrafo "h", prohíbe la 

violencia moral, psíquica y física. Además, el artículo 2, inciso 2, asegura la 

igualdad jurídica y la dignidad, prohibiendo la discriminación en todas sus formas30. 

 

Asimismo, el derecho a la integridad psicológica implica proteger todas las 

capacidades de la mente humana, como las habilidades físicas, emocionales e 

intelectuales, sin que ninguna de ellas sea dañada por el uso de métodos técnicos o 

psicológicos31. 

 

 
29  Cesar Landa Arroyo, Los derechos fundamentales (Lima: Comité Editorial Pontificia 

Universidad Católica del Perú, 2017), 41-43. 
30  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 03378-2019-PA/TC, Ica, 5 de marzo de 

2020, fundamento jurídico 32-34. 
31   Enrique Bernales Ballesteros y Alberto Otárola Peñaranda, La Constitución de 1993. Análisis 

comparado (Lima: Editorial Konrad Adenauer, Ciedla, 1996), 88. 
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Es por estas consideraciones, que su protección resulta importante desde un 

enfoque jurídico, más aún si está dirigido a un grupo determinado como son las 

mujeres, es por ello, que resulta importante mencionar la protección legal en el 

derecho internacional y nacional. 

 

2.2.1.2. El derecho a la integridad psicológica en el derecho internacional. 

 

El derecho internacional de los derechos humanos evoluciona 

constantemente y muestra una creciente sensibilidad hacia las cuestiones que 

afectan a las mujeres. Tanto la Organización de las Naciones Unidas como diversas 

organizaciones de mujeres desempeñan un papel destacado al resaltar la violencia 

contra la mujer como una preocupación fundamental32.  

 

Es así que, el corpus juris del derecho internacional de los Derechos 

Humanos, en el ámbito de protección a la integridad psicológica de las mujeres, se 

compone de una variedad de instrumentos internacionales. Entre estos destacan:  

 

(i) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos33 y el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales34.. Estos 

tratados contienen derechos humanos de carácter general aplicables a 

todos los seres humanos. En tal virtud, también son aplicables a las 

personas que sufren violencia basada en género (cuando se vulnera la 

integridad física, psicológica, la salud, entre otros). 

 

 
32   Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 51. 
33  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado el 16 de diciembre de 1966, 

entrada en vigor el 23 de marzo de 1976. 
34   Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado el 16 de 

diciembre de 1966, entrada en vigor el 3 de enero de 1976. 
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(ii) La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (en adelante CEDAW)35 y su 

Protocolo Facultativo: La CEDAW define la discriminación basada 

en la igualdad de género y enfatiza la necesidad de medidas 

legislativas para prevenir, investigar y castigar la discriminación, 

aunque no aborda explícitamente la violencia contra la mujer. 

 

(iii) Las Recomendaciones Generales 1236 y 1937 del Comité CEDAW 

destacan la importancia de informar sobre la legislación vigente para 

proteger a las mujeres de diferentes formas de violencia en la vida 

cotidiana. La Recomendación General 19 amplía la definición de 

discriminación, incluyendo la violencia basada en el sexo. 

 

(iv) La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer38: 

proporciona una definición abarcadora de la violencia basada en el 

género, llenando vacíos en documentos generales de derechos 

humanos y en la CEDAW. Se reconoce el sustrato cultural de la 

violencia contra la mujer y se identifican diversos escenarios de 

violencia. 

 

 
35  Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

(CEDAW), adoptada el 18 de diciembre de 1979, entrada en vigor el 3 de septiembre de 1981, 

art. 1-2. 
36  Recomendación General 12, adoptada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer, 1989. 
37  Recomendación General 19, adoptada por el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer, 1992. Esta Recomendación General, además, señala que: “(…) la violencia 

contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus derechos humanos y sus libertades 

fundamentales en virtud del derecho internacional o de los diversos convenios de derechos 

humanos, constituye discriminación, como la define el artículo 1° de la Convención”. 
38  El artículo 1 de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer señala:  

“(…) todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener 

como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las 

amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen 

en la vida pública como en la vida privada”  

Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, 20 de diciembre de 1993, art 1. 
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Paz Rodríguez39 destaca esta Declaración como un avance histórico al 

considerar las diferentes formas de violencia contra las mujeres como 

violaciones de derechos humanos, no limitándose a lo físico e 

incluyendo lo psicológico. Se plantea que la violencia contra las 

mujeres tiene su origen en la discriminación basada en género, 

arraigada en la desigualdad ancestral en la distribución de roles 

sociales. 

 

(v) Las convenciones, como la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos40 y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Para) 41, establecen 

la obligación de respetar los derechos y libertades de las mujeres y 

condenan la violencia de género. Destacan el derecho de las mujeres 

a una vida libre de violencia, abordando distintas formas de violencia 

en diversos contextos. 

 

2.2.1.3. La violencia psicológica en el derecho nacional 

 

Habiendo abordado el marco jurídico internacional, es necesario analizar 

cómo se ha incorporado en la legislación nacional y cuál es el progreso normativo 

alcanzado en las políticas de protección y empoderamiento de las mujeres en el 

país. 

 

La Constitución Política del Perú42 garantiza derechos fundamentales, 

incluyendo el derecho a la vida, identidad, integridad moral, psíquica y física, así 

 
39  Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 57. 
40 Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José, adoptada el 22 de 

noviembre de 1969, entrada en vigor el 18 de julio de 1978, art. 4-5. 
41  Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 

art. 1 - 3 y 6. 
42  Perú, Congreso Constituyente Democrático, Constitución Política del Perú 1993, 29 de diciembre 

de 1993, art. 2.   

Véase referencia 30. 
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como el derecho al libre desarrollo y bienestar (artículo 2.1). Además, establece el 

derecho a la igualdad ante la ley, prohibiendo la discriminación por origen, raza, 

sexo, idioma, religión, opinión, condición económica u otra índole (artículo 2.2). 

La libertad y seguridad personales son también reconocidas (artículo 2.24.b), y se 

prohíbe la victimización por violencia moral, psíquica o física, tortura o tratos 

crueles, inhumanos o humillantes (artículo 2.24.h). La prohibición de 

discriminación por razón de sexo, explícitamente mencionada, reconoce que la 

condición de mujer a menudo resulta en discriminación, alineándose con la 

definición de discriminación de la Convención para la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer (CEDAW). 

 

La Ley 3036443, promulgada el 23 de noviembre de 2015, es una legislación 

clave para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra mujeres y miembros 

del grupo familiar en Perú. Esta normativa deroga la Ley 26260 de 1993, 

introduciendo cambios significativos. A diferencia de su predecesora, la Ley 30364 

establece seis principios rectores -principio de igualdad y no discriminación, 

principio del interés superior del niño, principio de la debida diligencia, principio 

de intervención inmediata y oportuna, principio de sencillez y oralidad, y principio 

de razonabilidad y proporcionalidad- y enfoques transversales -enfoque de género, 

enfoque de integralidad, enfoque de interculturalidad, enfoque de derechos 

humanos, enfoque de interseccionalidad y enfoque generacional-, que orientan la 

actuación de los agentes estatales en casos de violencia de género, la cual se 

consolida y sistematiza en el Decreto Supremo 004-2020-MIMP.  

 

Es relevante mencionar que la protección según esta ley se aplica 

principalmente a mujeres en el ámbito público y privado, excluyendo a los hombres 

en el ámbito público. La legislación también incorpora cuatro nuevos derechos 

específicos para los sujetos protegidos, como el derecho a una vida libre de 

violencia, asistencia integral, derechos laborales y educativos. Además, presenta un 

 
43  Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 77-78. 
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nuevo esquema procesal para la protección y sanción de actos violentos contra 

mujeres y miembros del grupo familiar, detallado en el Título II44 de la referida 

normativa. 

 

En razón a las nuevas perspectivas abordadas en la norma que previene, 

sanciona y erradica la violencia con la mujer, se han incorporado nuevos delitos 

penales en el Código Penal, como es el delito del daño psíquico y la afectación 

psicológica, cognitiva o conductual, establecido en el artículo 124-B que 

literalmente señala:  

 

Artículo 124-B. Del daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o 

conductual 

El nivel del daño psíquico es determinado a través de un examen pericial o 

cualquier otro medio idóneo, con la siguiente equivalencia: 

A. Falta de lesiones leves: nivel leve de daño psíquico. 

B. Lesiones leves: nivel moderado de daño psíquico. 

C. Lesiones graves: nivel grave o muy grave de daño psíquico. 

La afectación psicológica, cognitiva o conductual, puede ser determinada a través 

de un examen pericial o cualquier otro elemento probatorio objetivo similar al que 

sea emitido por entidades públicas o privadas especializadas en la materia, sin 

someterse a la equivalencia del daño psíquico45. 

 

El citado tipo penal, nos remite al delito de agresiones en contra de las 

mujeres o integrantes del grupo familiar (artículo 122-B del Código Penal). Es por 

esto, que Jorge Larico46 manifiesta que el papel del derecho penal funciona como 

 
44  Véase referencia 43. 
45   Perú, Poder Ejecutivo, Código Penal, Decreto Legislativo 635/1991, aprobado el 3 de abril de 

1991, art. 124-B -Artículo incorporado por la Ley 30364, publicada el 23 de noviembre de 2015. 

http://bit.ly/45f4SXg. Modificado por el Decreto Legislativo 1323, publicado el 6 de enero de 

2017. http://bit.ly/3OnqmKu. 
46  Jorge Josmell Lárico Portugal, “La consecuencia jurídica penal debido al incumplimiento de 

medidas de protección por hechos de violencia familiar y contra la mujer”, Revista de la Facultad 

de Derecho UNIFE. Luz18, no. 1 (2013): 22-38. 
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un mecanismo de control social que busca el tratamiento de la violencia familiar 

y/o de género en la sociedad peruana, así mismo, resalta la endemicidad de este 

fenómeno social y las consecuencias indeseadas que puede acarrear como la 

descomposición familiar y la pérdida de vidas; nos explica la manera en la que el 

Derecho Penal espera aminorar la violencia familiar y/o de género, a través de la 

calificación de comportamientos como delitos, así como también considera la 

necesidad de que el Derecho Penal debe tener contacto con la Política Criminal, 

pues de otro modo la formulación de políticas estatales adecuadas para reprimir y 

prevenir la violencia familiar y/o de género no sería posible. 

 

Asimismo, el autor refiere que la Ley 30364 como una herramienta de 

contención contra la violencia familiar y de género, Ley que establece principios 

rectores y enfoques para orientar la actuación frente a casos de violencia. También 

se detallan aspectos procedimentales, probatorios y penitenciarios, así como 

medidas de protección dictadas por los jueces de familia. El autor destaca que la ley 

se ha modificado para fortalecer las medidas de protección y penalizar el 

incumplimiento de las mismas, buscando una mayor eficacia en la prevención y 

represión de la violencia47. 

 

De igual modo, la evolución de la normativa con la promulgación de la Ley 

30819 en 2018, introdujo agravantes para el incumplimiento de medidas de 

protección, y el Decreto Legislativo 1386 que amplió y fortaleció las medidas de 

protección en 2018. También, la Ley 30862 de 2019 modificó el Código Penal para 

sancionar el incumplimiento de medidas de protección con penas más severas48.  

 

Por estas consideraciones, podemos concluir que la violencia de psicológica 

contra las mujeres cuenta con un marco legal a nivel internacional como nacional, 

que busca garantizar el derecho a la vida sin violencia, aplicando los distintos 

 
47  Véase referencia 46. 
48  Véase referencia 46. 
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principios rectores y enfoques que brinda la norma especial Texto Único Ordenado 

de la Ley 30364; sin embargo, estas garantías no pueden ser de forma ilimitada, 

debe existir limite que eviten lesionar otros derechos como es el derecho 

constitucional a la buena reputación ante denuncias negligentes, el cual 

proseguiremos a detallar. 

 

2.2.2. Derecho a la Buena Reputación 

 

La Constitución Política del Perú49 salvaguarda el derecho fundamental al 

honor y la buena reputación, como se establece en el artículo 2, inciso 7. Según el 

Tribunal Constitucional50, este derecho se encuentra estrechamente ligado a la 

dignidad de la persona. Su finalidad es resguardar al individuo de situaciones de 

burla o menosprecio, ya sea frente a sí mismo o ante terceros, incluso en el contexto 

del ejercicio arbitrario de las libertades de expresión e información. En este sentido, 

se enfatiza que la información comunicada nunca debe ser difamatoria ni 

despectiva. 

 

Siguiendo a Raúl Chaname51 el derecho al honor y la reputación son 

considerados bienes innatos del ser humano, siendo fundamentales para la 

personalidad. El honor, descrito como el ingrediente espiritual básico de la 

personalidad humana, es tutelado por el ordenamiento jurídico como una 

manifestación inherente al ser humano. Este derecho implica la protección de la 

persona frente a juicios de valor que puedan afectar su dignidad.  

 

La doctrina distingue entre el honor subjetivo relacionado con la 

autovaloración de la persona, y el honor objetivo conocido como reputación, que se 

 
49  Véase referencia 42. 
50  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 2790-2002-AA/TC, 30 de enero de 2003, 

fundamento jurídico 3. 
51   Raúl Chaname Orbe, La Constitución Comentada, Volumen 1 (Lima: Ediciones legales E.I.R.L., 

2015), 209-210. 
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refiere a la valoración que la colectividad hace de la personalidad ético-social de un 

individuo. Contrariamente a la creencia errónea de que solo ciertos grupos sociales 

poseen este bien, el honor es un sentimiento interno presente en todo ser humano, 

y su respeto es esencial52. 

 

De lo expuesto, resulta oportuno distinguir la diferenciación del derecho al 

honor (manifestación subjetiva) y la buena reputación (manifestación objetiva), 

como se indicará a continuación. 

 

2.2.2.1.  La diferenciación del derecho al honor y la buena reputación  

 

Para Marcial Rubio53 el derecho al honor y la buena reputación se componen 

de dos dimensiones, siendo el honor la vertiente subjetiva y la buena reputación la 

vertiente objetiva. Este criterio se alinea con lo indicado en el numeral 7 del artículo 

2 de la Constitución Política del Perú. 

 

En esa misma línea, el jurista español Fernando Herrera Tejedor54 precisa 

sobre el derecho al honor en sus dos dimensiones, tanto objetiva como subjetiva. 

Siendo el derecho a la buena reputación un concepto del honor en su aspecto 

objetivo. 

 

Al respecto, desde un punto de vista subjetivo, el honor se refiere al 

sentimiento de aprecio que una persona tiene hacia sí misma en relación con su 

conciencia de la propia dignidad moral55. La evaluación interna de las cualidades 

 
52  Véase referencia 51. 
53  Marcial Rubio Correa, Estudio de la Constitución Política de 1993. Tomo I (Lima: Editorial 

Fondo Editorial PUCP, 1999), 245. 
54   Fernando Herrera – Tejedor, Honor, intimidad y propia imagen (Madrid: Editorial Colex, 1994), 

76-78. 
55  Patricia Laurenzo Copello, “El bien jurídico en los delitos contra el honor”, Revista Peruana de 

Ciencias Penal 11- 12 (2002): 35. 
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espirituales se denomina dignidad, la cual es intrínseca a la persona y puede no 

coincidir necesariamente con la evaluación que la sociedad realice de ella.  

 

En cambio, el honor objetivo, también conocido como heteroestima, se 

manifiesta en la consideración o estima que una persona recibe en la vida social, es 

decir, en su reputación. Este aspecto sociológico se basa en la posición social y en 

otras variables, ya sean dependientes o independientes de la persona en cuestión. 

 

Por tanto, el honor se refiere a la autoestima y la valoración positiva que una 

persona tiene de sí misma y de sus acciones, mientras que la reputación se trata de 

la percepción que los demás tienen de esa persona. Por lo que, el honor y la 

reputación, entiéndase como “honor” es un derecho fundamental para la 

convivencia en sociedad, ya que ambas categorías se complementan56. 

 

En ese orden de ideas, en el presente estudio nos enfocaremos en la vertiente 

objetiva, es decir en la perspectiva que se genera la sociedad sobre un presunto 

agresor en el caso de delitos de violencia psicológica contra la mujer, cuando existe 

una disposición de archivo de la investigación. 

 

2.2.2.2. Alcances del derecho a la buena reputación 

 

Como lo sostiene Climent Gallard57 es claro que el derecho a preservar la 

reputación abarca a todas las personas, sin discriminación alguna, ya sean 

ciudadanos nacionales o extranjeros. Por lo que, no podemos hablar de algún tipo 

de exclusión o segmentación de algún grupo de personas.  

 

 
56  Marcial Rubio Correa, Para conocer la Constitución de 1993 (Lima: Fondo Editorial PUCP, 

2021), 28-29. 
57  Jorge Antonio Climent Gallart, “La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

sobre la libertad de expresión y el derecho al honor. Su incidencia en el derecho español respecto 

a la crítica político institucional” (tesis doctoral, Universidad de Valencia, 2015), 290. 
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En esa misma línea, Cesar Landa58 respecto al alcance de la reputación que 

está sustentado en la dignidad de la persona, se constituye también como un valor 

y principio objetivo que informa al ordenamiento y la actuación del Estado, el que 

debe velar por su respeto y garantía mediante mecanismos procesales idóneos, tanto 

civiles (indemnización por daños y perjuicios para reparar la lesión al derecho), 

penales (querella para sancionar al responsable de la lesión al derecho) y 

constitucionales (proceso de amparo para restituir el goce y ejercicio del derecho). 

 

Por tanto, el alcance de la buena reputación será de la misma manera para 

aquellos individuos que se les denuncie de forma temeraria o mala fe por violencia 

contra la mujer, ya que este derecho alcance tanto a varones como mujeres, 

dependiendo de su situación jurídica. 

 

2.2.2.3. Límites del derecho a la buena reputación 

 

Siguiendo a Málaga Núñez59 la reputación se define como la percepción, 

valoración u opinión vinculada al prestigio que se tiene respecto a alguien o algo. 

Una reputación positiva se refiere a la opinión clara, evidente y favorable que los 

semejantes tienen sobre una persona. Además, la reputación se relaciona con la 

fama, renombre o reconocimiento social que un individuo logra en su entorno, 

como resultado de su conducta, convivencia y esfuerzo en aspectos profesionales, 

cívicos, entre otros. 

 

Por su parte, el Tribunal Constitucional60 recuerda que el principio 

fundamental que respalda el reconocimiento del derecho a la buena reputación es 

la dignidad de la persona, siendo este derecho una manifestación específica de dicho 

 
58  Cesar Landa Arroyo, Los derechos fundamentales, 83. 
59  José Luis Málaga Núñez, “La frecuente vulneración del derecho al honor como consecuencia del 

recurso a la sátira en el Perú” (artículo, s/l, 2015).  
60  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 04072-2009-PA/TC, Lima, 26 de mayo de 

2010, fundamento jurídico 13. 



54 

 
 

 

 

 
 

principio. En esencia, el derecho a la buena reputación se origina en la personalidad 

y, en principio, se considera un derecho altamente personal. Por consiguiente, su 

reconocimiento y la viabilidad de protección jurídica están intrínsecamente ligados 

a la condición humana. 

 

En tal sentido, los límites de este derecho podríamos indicar que serán 

aquellas opiniones negativas o las vías de hecho que sean fundadas y debidamente 

acreditadas, cuando sean realizadas ante una autoridad o entre privados. 

 

2.2.2.4. El derecho a la buena reputación en el derecho comparado 

 

A nivel internacional, solo se hace referencia explícita a la salvaguarda del 

honor y la buena reputación en los siguientes Tratados: 

 

(i) En la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 12, 

se establece que:  

 

"Nadie será sujeto de interferencias (...) o actos que menoscaben su honor o 

reputación. Todos tienen el derecho a la protección legal contra tales 

interferencias o ataques"61.  

 

(ii) En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 

17, se establece:  

 

"Nadie será objeto de interferencias arbitrarias o ilegales (...) o ataques ilegales 

contra su honor y reputación. Cada individuo tiene el derecho a ser amparado 

por la ley frente a dichas interferencias o ataques"62.  

 
61  Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

Resolución 217 A (III) (París, 10 de diciembre de 1948), art.12, https://www.un.org/es/about-

us/universal-declaration- de-derechos-humanos. 
62  Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17. 
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(iii) En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 

en su artículo V, se señala que:  

 

"Cada persona tiene derecho a ser defendida por la ley para evitar ultrajes a su 

honor y reputación..."63.  

 

(iv) Finalmente, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 

su artículo 11, se establece que:  

 

"Toda persona tiene el derecho a que se respete su honor y se reconozca su 

dignidad. Nadie será objeto de interferencias arbitrarias o abusivas (...) o 

ataques ilegales a su honra o reputación. Todos tienen el derecho a la 

protección legal contra tales interferencias o ataques"64. 

 

En mérito a los tratados internacionales podemos concluir que la buena 

reputación forma parte del derecho al honor, el cual cuenta con un respaldo en el 

derecho convencional, de los que el Perú es parte. 

 

2.2.2.5.El derecho a la buena reputación en el derecho nacional 

 

En el ámbito nacional, el derecho a la buena reputación tiene 

reconocimiento constitucional en el numeral 7 del artículo 2 de la Constitución 

Política del Perú, que señala: 

 

 

 
63  Organización de Estados Americanos, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre, IX Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, 1948, art. V. 
64  Organización de Estados Americanos, Convención Americana sobre Derechos Humanos: Pacto 

de San José de Costa Rica, San José, Costa Rica, 22 de noviembre de 1969, art. 11, 

https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Aamericana_sobre_Derechos_Human

os .pdf. 
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“Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 

(…) 

7. Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar así como 

a la voz e imagen propias.  

Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o agraviadas en cualquier 

medio de comunicación social tiene derecho a que éste se rectifique en forma 

gratuita, inmediata y proporcional sin perjuicio de las responsabilidades de 

ley”65. 

 

De igual modo, la protección del derecho a la buena reputación, como bien 

jurídico protegido, lo podemos encontrar en el Código Penal, en el Libro Segundo, 

Titulo II, delitos contra el honor, en los siguientes artículos que se procede a 

detallar:  

 

“Artículo 130.- Injuria 

El que ofende o ultraja a una persona con palabras, gestos o vías de hecho, será 

reprimido con prestación de servicio comunitario de diez a cuarenta jornadas o 

con sesenta a noventa días-multa”66. 

 

“Artículo 131.- Calumnia 

El que atribuye falsamente a otro un delito, será reprimido con noventa a ciento 

veinte días-multa”67. 

 

“Artículo 132.- Difamación 

El que, ante varias personas, reunidas o separadas, pero de manera que pueda 

difundirse la noticia, atribuye a una persona, un hecho, una cualidad o una 

conducta que pueda perjudicar su honor o reputación, será reprimido con pena 

privativa de libertad no mayor de dos años y con treinta a ciento veinte días-

multa. 

 
65  Véase referencia 42. 
66  Código Penal, Decreto Legislativo 635/1991, art. 130. 
67  Código Penal, Decreto Legislativo 635/1991, art. 131. 



57 

 
 

 

 

 
 

Si la difamación se refiere al hecho previsto en el artículo 131, la pena será 

privativa de libertad no menor de uno ni mayor de dos años y con noventa a 

ciento veinte días-multa. 

Si el delito se comete por medio del libro, la prensa u otro medio de 

comunicación social, la pena será privativa de libertad no menor de uno ni 

mayor de tres años y de ciento veinte a trescientos sesenticinco días-multa”68. 

 

Por otro lado, el Código Civil69 en el Libro I Derechos de las Personas, 

artículo 5 establece que los derechos fundamentales, como el derecho a la vida, a la 

integridad física, a la libertad y al honor, son inalienables, no pueden ser 

renunciados ni ser objeto de cesión. Su ejercicio no puede ser limitado 

voluntariamente, excepto en los casos previstos en el artículo 6 del mismo cuerpo 

normativo como es un estado de necesidad. Asimismo, el artículo 17 del mismo 

cuerpo legal señala que la violación de estos derechos confiere acción al agraviado 

o sus herederos para exigir la cesación de los actos lesivos, con responsabilidad 

solidaria. 

 

2.2.1.4. Medida de protección del derecho a la buena reputación  

 

En cuanto a la protección del derecho a la buena reputación el Código Penal 

en su artículo 138 señala que son de acción privada, esto quiere decir que el afectado 

debe iniciar el proceso a través de una querella, remitiéndose al proceso por delito 

de ejercicio privado de la acción penal que señala el artículo 459 y siguientes del 

Código Procesal Penal. En este proceso penal, la parte ofendida puede buscar una 

responsabilidad penal y conjuntamente la reparación civil. 

 

 
68  Código Penal, Decreto Legislativo 635/1991, art. 132. 
69  Perú, Poder Ejecutivo, Código Civil, Decreto Legislativo 295/1985, aprobado 24 de julio de 1984, 

art. 5 y 17. 
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Entendiéndose por responsabilidad penal, el criterio del Tribunal 

Constitucional70 como el principio de responsabilidad personal y la prohibición de 

responsabilidad por actos de terceros que representan una expresión del principio 

de culpabilidad, el cual constituye uno de los fundamentos esenciales del derecho 

penal. Aunque este principio no está explícitamente reconocido en la constitución, 

puede derivarse del principio de proporcionalidad de las penas y de la legalidad 

penal71. De esta manera, el principio de culpabilidad (responsabilidad penal) 

justifica la imposición de sanciones cuando la comisión de delitos sea reprochable 

para el autor72, lo que implica la exclusión de la responsabilidad objetiva. 

 

En cuanto a la responsabilidad civil, su contenido comprende la restitución 

del bien en caso de ser posible y la indemnización de los daños y perjuicios, según 

la Corte Suprema73 se debe entender por responsabilidad civil extracontractual para 

penalistas, que se determina independientemente del fallo penal, evaluando los 

elementos probatorios para establecerla. Además, se mencionan los requisitos para 

la responsabilidad civil extracontractual según la doctrina y jurisprudencia civil, 

que incluyen la antijuridicidad, el daño, la relación de causalidad y los factores de 

atribución. 

 

En tal sentido, podemos indicar que en la actualidad existe mecanismos de 

protección ante la vulneración de delitos contra el honor, los cuales deben ser 

iniciados por el ofendido siendo independiente la responsabilidad penal y la 

responsabilidad civil, ambas responsabilidades deben concurrir sus elementos para 

 
70  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 03245-2010-PHC/TC, 13 octubre de 2010, 

fundamento jurídico 28. 
71  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp 0014-2006-PI, 2006, fundamento jurídico 

28-33. 
72  Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Expediente 0014-2006-PI, fundamento jurídico 

25. 
73  Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 595-2019/Lima, [Sentencia de 

casación], 2021, sumilla. 
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su configuración, en estos delitos como es la injuria, difamación y calumnia tanto 

la responsabilidad penal y civil no opera la acción pública, en ningún escenario. 

 

Por lo que, en esta investigación analizaremos que medidas reparatorias 

deben implementarse para garantizar el derecho a la buena reputación de los 

presuntos agresores, ante denuncias archivados por falta de negligencia extrema por 

los delitos de violencia psicológica, el mismo que se realizará en los hallazgos de 

esta investigación.  

 

2.3. CONCEPTOS DE LAS CATEGORÍAS 

 

2.3.1. Disposición de archivo 

 

Cesar San Martin74  señala que las causales por las cuales el fiscal puede 

emitir una disposición de archivo tras recibir la denuncia o concluir las diligencias 

preliminares son: (i) que el hecho denunciado no constituya delito o no sea 

justiciable penalmente; (ii) que existan causas de extinción de la acción penal o no 

se haya individualizado al denunciado con sus nombres y apellidos completos; y 

(iii) que faltan indicios claros (reveladores) de la realidad del delito y de la 

participación del denunciado en su comisión. 

 

2.3.2. Derecho a la Buena Reputación 

 

Este derecho se encuentra estrechamente ligado a la dignidad de la persona. 

Su finalidad es resguardar al individuo de situaciones de burla o menosprecio, ya 

sea frente a sí mismo o ante terceros, incluso en el contexto del ejercicio arbitrario 

 
74  César San Martín Castro, Derecho Procesal Penal Lecciones, 2da ed. (Perú: Instituto Peruano de 

Criminología y Ciencias Penales, 2020), 399. 
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de las libertades de expresión e información75 u otros derechos como es el derecho 

del acceso a la justicia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
75  Véase referencia 50. 



61 

 
 

 

 

 
 

CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 

 

3.1. ENFOQUE CUALITATIVO 

 

La presente investigación es de tipo básica pues busca profundizar 

conocimientos de la realidad social76. Con un diseño de investigación de carácter 

cualitativo77 la misma que está enfocada en garantizar la afectación del derecho a 

la buena reputación de presuntos agresores en delitos de daño psíquico y la 

afectación psicológica, cognitiva o conductual, sin menoscabar el derecho de las 

víctimas de estos delitos. 

  

Para la presente investigación se utilizará el análisis documental de doctrina, 

legislación y jurisprudencia, tanto nacional, internacional como comparada. 

Asimismo, las entrevistas semiestructuradas que se aplicaran a un grupo de expertos 

informantes claves. Y por último se realizará una comparación de los motivos del 

archivo de denuncias por violencia psicológica.  

 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN  

 

En la investigación cualitativa, existen varios enfoques interpretativos. 

Según Sharan Merrian78 hay cinco tipos predominantes de investigación cualitativa 

o también denominado diseños de investigación cualitativa, siendo estos: (i) 

estudios cualitativos básicos o genéricos, (ii) etnografía, (iii) fenomenología, (iv) 

teoría fundamentada; y, (v) estudio de caso. 

 

 
76  José Supo Condori, Cómo comprobar una hipótesis: El ritual de la significancia estadística 

(CreateSpace Independent Publishing Platform, 2014), 28.   
77  Roberto Hernández Sampieri y Christian Mendoza Torres, Metodología de la investigación. Las 

rutas cuantitativas, cualitativas y mixta (México: McGraw-Hill Education, 2018).   
78  Sharam Merrian, Investigación cualitativa y aplicaciones de estudios de casos en educación. 

Revisado y ampliado de "Investigación de estudios de caso en educación" (San Francisco: 

Jossey-Bass Publishers, 1998).   
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Louis Smith79, por su parte, define el diseño de estudio de caso como un 

análisis detallado de unidades simples o sistemas delimitados. Desde esta 

perspectiva, este diseño interpretativo se emplea para lograr una comprensión 

profunda de una situación específica y su significado. Por lo que, la investigación 

revela cómo la sensibilidad creciente hacia los problemas de género ha influido en 

la percepción y aplicación de las leyes relacionadas con la violencia contra la mujer 

en Perú.  

 

En este contexto, nos centramos en analizar el derecho a la buena reputación 

de los presuntos agresores en casos de delitos de daño psíquico y la afectación 

psicológica, cognitiva o conductual. Puesto que, en la actualidad existe un aumento 

de la conciencia social y el activismo relacionado a la buena reputación y la 

violencia contra la mujer en Perú. 

 

3.3. INFORMANTES O PARTICIPANTES 

 

Se considerará la participación de expertos informantes a cinco abogados 

especialistas en materia constitucional, para la selección de dichos expertos se 

tendrá en cuenta su aporte a la comunidad jurídica y científica, como es su 

trayectoria profesional y académica, según el siguiente detalle: 

 

 

 

 

 

 

 
79  Louis Smith, Una lógica evolutiva de observación participante, etnografía educativa y otros 

estudios de casos (Itasca: Peacock, 1978).   
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Participante 
Nombres y 

Apellidos 
Criterio de selección 

Participante 1 
Ada Paola Mejía 

Rodríguez 

Abogada de Víctimas de Centro Emergencia Mujer, 

con grado de Maestro en Derecho Constitucional, 

con estudios concluidos de Doctorado en Derecho 

Penal y Política Criminal 

Participante 2 
Gretta Del Rosario 

Felipa Quispe 

Ex Fiscal Adjunta Provincial, con estudios de 

Maestría en Derecho Constitucional. 

Participante 3 
Ángel Gaspar 

Chirinos 

Docente Universitario, con grado académico de 

Master en Derecho Penal y Política Criminal 

(Universidad de Málaga) y Master en Gobernanza y 

Derechos Humanos (Universidad autónoma de 

Madrid) 

Participante 4 
Betsabé Liliana Silva 

Regalado 

Fiscal Provincial de Familia, con grado académico 

de Maestría en Derecho Procesal Penal, con estudios 

de Doctorado. 

Participante 5 
Fausto Vidal 

Pumarimay Alejo 

Fiscal Adjunto Provincial, con grado académico de 

Maestría en Derecho Civil y Comercial. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 1. Relación de participantes expertos informantes. 

 

3.4. TÉCNICAS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

 

Se empleó las siguientes técnicas de recolección de datos:  

 

(i) La técnica de observación se utilizará en la investigación cualitativa, 

requiriendo habilidades para observar, que difiere de simplemente ver. 

La observación investigativa se extiende más allá del sentido de la vista, 

abarcando todos los sentidos80. En este contexto, esta técnica permitirá 

identificar los principales conflictos de los derechos con rango 

constitucional materia de estudio. 

 

(ii) La técnica del fichaje consiste en organizar y consolidar la información 

recopilada de las referencias81. Para llevar a cabo esta organización de 

 
80  Hernández-Sampieri y Mendoza Torres, Metodología de la Investigación, 444. 
81  Hernández-Sampieri y Mendoza Torres, Metodología de la Investigación, 86. 
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información, se utilizarán fichas textuales y de resumen relacionadas 

con las categorías objeto de estudio. 

 

(iii) La técnica de revisión documental la cual nos proporcionará datos 

cualitativos valiosos, ayudando a comprender el fenómeno central de 

estudio82 recurriendo a doctrina, legislación y jurisprudencia. 

 

(iv) La técnica de entrevistas es definida como una reunión para dialogar e 

intercambiar información entre una persona (el entrevistador) y otra (el 

entrevistado) u otras (entrevistados).  

 

Se empleó las entrevistas semiestructuradas basadas en una guía de 

asuntos o preguntas, otorgando al entrevistador la libertad de introducir 

preguntas adicionales para clarificar conceptos u obtener información 

adicional83. 

 

3.5. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

 

Se emplearon los siguientes instrumentos de recolección de datos: 

 

(i) La observación estructura (guía de observación) la cual implica 

registrar observaciones de comportamientos específicos84, en nuestro 

caso la observación del fenómeno de conflicto de derecho de integridad 

psicológica y el derecho a la buena honra, en los archivos de los delitos 

de violencia psicológica contra las mujeres. 

 

 
82  Hernández-Sampieri y Mendoza Torres, Metodología de la Investigación, 462. 
83  Hernández-Sampieri y Mendoza Torres, Metodología de la Investigación, 449. 
84  Véase referencia 80. 
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(ii) Fichas textuales85 y análisis documental86 el mismo que se utilizó para 

recopilar información sobre las categorías de estudio y entender las 

posibles soluciones abordadas por autores, legisladores y magistrados.  

 

(iii) La entrevista semiestructura87, la misma que se utilizó con el 

asentimiento informado de los participantes, contó con la validez 

externa (juicio de expertos con grado de Doctor) obtenido 25 puntos en 

cuanto a la claridad, actualidad, consistencia, coherencia y pertinencia.  

 

3.6. ANÁLISIS CUALITATIVOS DE LOS DATOS 

 

3.6.1. Método de Análisis de los Datos Cualitativos  

 

Se utilizó el método de análisis de los datos cualitativos el de análisis crítico 

del discurso, que se define88 como la evaluación de las relaciones dialécticas entre 

la semiosis y otros componentes de las prácticas sociales, donde el texto es una 

parte de la interacción social (discurso)89. 

 

En este enfoque, el texto se considera como una parte integral de la 

interacción social, es decir, el discurso. Es por eso que, abordaremos este método 

comenzando por considerar los factores históricos, políticos y sociales de nuestras 

categorías de estudio y de los objetivos de estudio, los mismos que serán detallados 

en los hallazgos de nuestra investigación. 

 

 

 
85  Véase referencia 81. 
86  Véase referencia 82. 
87  Véase referencia 83. 
88  Norman Fairclough, Analysing discourse: Textual analysis for social research (London y New 

York: Routledge, 2003).   
89  Norman Fairclough, Language and power (London y New York: Longman, 1989). 
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CAPÍTULO IV: HALLAZGOS DE INVESTIGACIÓN 

 

4.1. Respecto al O.E.1: Determinar cómo influyen las disposiciones de 

archivo en los delitos de daño psíquico en la garantía a la buena 

reputación de los presuntos agresores. 

 

Para abordar el objetivo específico que hemos planteado, realizaremos un 

análisis documental de la doctrina, legislación y jurisprudencia, en el ámbito 

nacional como en el derecho comparado, de igual modo, se sistematizaron las 

respuestas brindadas por nuestros informantes claves.  

 

4.1.1. Análisis documental 

 

En cuanto al análisis documental abordaremos la importancia de las 

disposiciones fiscales de archivo, la definición del daño psíquico y la importancia 

del derecho constitucional a la buena reputación, como se indica a continuación 

 

4.1.1.1. Análisis en la doctrina nacional y comparada 

 

Para Fanny Soledad Quispe90 no todas las denuncias presentadas generan 

una investigación preliminar, ya que muchas no contienen hechos de relevancia 

penal y pueden ser rechazadas y archivadas de inmediato. Si después de las 

diligencias preliminares se determina que el hecho no es un delito, no es justiciable 

penalmente o existen causas de extinción previstas por la ley, se declarará que no 

procede continuar con la investigación y se ordenará el archivo del caso. La decisión 

de archivar el caso en estos casos no está bajo control judicial, ya que no se ha 

ejercido la acción penal, pero puede ser impugnada mediante un recurso (elevación 

de actuados) ante el Fiscal Superior. 

 
90   Fany Soledad Quispe Farfán, "El Proceso Penal", en Los procesos en el sistema jurídico peruano, 

ed. Luis Castillo Córdova (Lima: Palestra Editores, 2020), 157-189. 
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En esa misma línea, Cesar San Martin91 señala que las causales por las 

cuales el fiscal puede emitir una disposición de archivo tras recibir la denuncia o 

concluir las diligencias preliminares son: (i) que el hecho denunciado no constituya 

delito o no sea justiciable penalmente; (ii) que existan causas de extinción de la 

acción penal o no se haya individualizado al denunciado con sus nombres y 

apellidos completos; y (iii) que faltan indicios claros (reveladores) de la realidad 

del delito y de la participación del denunciado en su comisión. 

 

Asimismo, el autor92 señala que la primera causal se dará cuando un hecho 

es atípico si le falta un elemento objetivo o subjetivo del tipo penal o hay una causa 

de justificación, y no es justiciable penalmente si falta punibilidad o existen 

cláusulas de exclusión de pena. En cuanto a la segunda causal de extinción de la 

acción penal (artículo 78 del Código Penal), incluyen muerte del imputado, 

prescripción, amnistía, derecho de gracia, cosa juzgada, y en casos de acción 

privada, desistimiento o transacción. Y por último la causal de falta de indicios 

ocurre cuando no hay pruebas suficientes para continuar la investigación penal, 

afectando la existencia del hecho delictivo y la responsabilidad del autor. 

 

Ante esta decisión el agraviado puede interponer elevación de actuados el 

cual es elevado al Fiscal Superior, siguiendo a San Martín93 el fiscal superior, tras 

recibir el cuestionamiento a la decisión de archivo del fiscal provincial, tiene un 

plazo de cinco días para emitir su disposición. En la que puede: (i) ordenar la 

formalización de la investigación preparatoria, lo cual el fiscal provincial debe 

cumplir; (ii) ratificar la decisión del fiscal provincial, archivando definitivamente 

la investigación; o (iii) ordenar al fiscal provincial realizar diligencias adicionales 

para emitir una nueva disposición.  

 
91   César San Martín Castro, Derecho Procesal Penal Lecciones, 2da ed. (Perú: Instituto Peruano 

de Criminología y Ciencias Penales, 2020), 399. 
92   San Martín Castro, Derecho Procesal Penal, 399-400. 
93   San Martín Castro, Derecho Procesal Penal, 401. 
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En caso de ratificarse el archivo, no se podrá realizar una investigación por 

los mismos hechos, adquiriendo un estatus inmutable o cosa decidida, salvo se 

presente prueba nueva o la falta de una manifiesta investigación94. 

 

Por otro lado, tenemos el delito de daño psíquico según la psicóloga y perito 

argentina Silvia Castelao95 opina que la definición más exacta de daño psíquico es 

la proporcionada por el psiquiatra Ricardo Ernesto Risso quien describe el daño 

psíquico como síndrome psiquiátrico coherente -enfermedad psíquica-, que es un 

evento nuevo en la vida de la persona y está relacionado causalmente con un evento 

específico -verbigracia: un accidente, enfermedad o delito-, lo cual ha llevado a una 

disminución en las capacidades psíquicas previas (incapacidad) y es irreversible 

(crónico) o al menos jurídicamente consolidado (durante dos años). 

 

Para Ricardo Risso96 el daño psíquico es como si fuera una enfermedad 

mental con un conjunto específico de síntomas, enfermedad mental crónica o 

jurídicamente consolidada, y que perjudica capacidades propias, laborales y 

relacionales no incluidos síntomas aislados o enfermedades no relacionadas con el 

hecho. Citando a Enrique Echeburúa97 quien distingue entre daño psíquico agudo, 

el cual puede mejorar con el tiempo o tratamiento (por ejemplo trastornos 

adaptativos, estrés agudo); y daño crónico, el cual persiste a lo largo del tiempo 

(como por ejemplo las modificaciones de la personalidad). 

 
94  Véase referencia 93. 
95 Silvia Castelao, "El daño psíquico: delimitación conceptual y su especificidad en casos de 

accidentes de tránsito, mala praxis médica y duelos", en Manual de Psicología Forense 

Argentino, ed. Asociación de Psicólogos Forenses de la República Argentina (Buenos Aires: 

Editorial Universitaria de Buenos Aires, 2020). 
96  Ricardo Ernesto Risso, "Delimitación y Diagnóstico. Fundamento Teórico y Clínico del 

Dictamen Pericial", Cuadernos de Medicina Forense 1, núm. 2 (mayo de 2003): 67-75. 
97  Enrique Echeburúa, Paz de Corral y Pedro Amor, "Evaluación del Daño Psicológico en las 

Víctimas de Delitos Violentos", Psicopatología Clínica Legal y Forense 4, núm.1-3 (2004):227-

244. 
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En esa línea, José Manuel Muñoz98 detalla las fases de la evolución del daño 

psíquico relacionado con hechos violentos, siendo estas fases las siguientes: (i) Fase 

shock o desorganización: duración minutos a horas (reacción instantánea), se 

caracteriza por shock activo; (ii) Fase reorganización: de semanas a meses (reacción 

a corto plazo), se caracteriza por shock pasivo; y, (iii) Fase de readaptación: 

Variable de 6 meses a 2 años (reacción a largo plazo), se caracteriza por 

recuperación o cronificación de la sintomatología traumática. 

 

En cuanto, a la buena reputación para Raúl Chaname99 es un bien innato del 

ser humano, siendo fundamentales para la personalidad, el mismo que implica la 

protección de la persona frente a juicios de valor que puedan afectar su dignidad. 

Asimismo, Patricia Laurenzo sostiene que la buena reputación como honor 

subjetivo es el sentimiento de aprecio que una persona tiene hacia sí misma en 

relación con su conciencia de la propia dignidad moral100. Por su parte Climent 

Gallard101 refiere que este derecho abarca a todas las personas, sin discriminación 

alguna -no podemos hablar de algún tipo de exclusión o segmentación de algún 

grupo de personas-.  

 

En esa misma línea, Cesar Landa102 señala que la reputación es un valor y 

principio objetivo que influye en el ordenamiento y las acciones del Estado. Donde 

el Estado debe garantizar y respetar la reputación mediante mecanismos procesales 

adecuados en diferentes áreas: (i) vía civil: indemnización por daños y perjuicios 

para reparar la lesión al derecho de la reputación, (ii) penal: querella para sancionar 

al responsable de la lesión al derecho de la reputación, y (iii) constitucional: proceso 

de amparo para restituir el goce y ejercicio del derecho a la reputación. 

 
98  José Manuel Muñoz, "La Evaluación Psicológica Forense del Delito", Anuario de Psicología 

Jurídica 23 (2013): 61-69. 
99  Véase referencia 51. 
100 Véase referencia 55. 
101 Véase referencia 57. 
102 Véase referencia 58. 
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Ahora bien, en cuanto a determinar cómo influye el archivo de denuncias de 

delitos en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores, de la búsqueda de investigaciones previas tenemos los 

siguientes hallazgos: 

 

Autor(es) Título Hallazgo 

Christian 

Gonzalo 

Velarde 

Romero103 

El archivo de denuncias 

de delitos contra el 

patrimonio en la 

modalidad de hurto 

agravado en la etapa de 

investigación preliminar, 

correspondiente a la 

Fiscalía Provincial Mixta 

Corporativa de Alto de la 

Alianza en los periodos 

2012-2013 

La presunción de inocencia puede verse afectada si 

una denuncia archivada se hace pública, dañando la 

reputación del presunto agresor sin un fallo de 

culpabilidad. La exposición pública puede 

perjudicar su honor e imagen, aunque no haya 

pruebas de su responsabilidad. Archivar una 

denuncia no significa necesariamente que sea falsa, 

y sancionar al presunto agresor podría vulnerar sus 

derechos. Es crucial que el Estado proteja la honra y 

reputación, incluso para los acusados. 

Víctor 

Jurado 

Flores y 

Francisco 

Fuentes Ríos 
104 

Concentración espacial 

de las denuncias por 

violencia familiar en 

Ciudad Victoria: un 

acercamiento mediante la 

detección de puntos 

calientes 

La concentración espacial de las denuncias por 

violencia familiar puede identificarse mediante 

técnicas de análisis espacial, lo que puede ayudar a 

entender mejor la relación entre la ubicación 

geográfica y la frecuencia de denuncias. 

Franklin 

Hoyos 

Huamán y 

Roberto 

Guevara 

Aranda105 

La indebida diligencia de 

la labor fiscal en las 

investigaciones por 

delitos de corrupción de 

funcionarios 

La indebida diligencia de la fiscalía en las 

investigaciones por delitos de corrupción de 

funcionarios genera el archivo de las 

investigaciones, lo que puede afectar negativamente 

la reputación de los funcionarios involucrados. 

Jamila 

Jefferson-

Jones106 

Un buen nombre: 

aplicación del análisis de 

expropiaciones 

Considerar la reputación como una forma de 

propiedad, con una compensación justa, puede 

reparar el daño sufrido por los anteriormente 

 
103 Christian Gonzalo Velarde Romero, “El archivo de denuncias de delitos contra el patrimonio en 

la modalidad de hurto agravado en la etapa de investigación preliminar, correspondiente a la 

Fiscalía Provincial Mixta Corporativa de Alto de la Alianza en los periodos 2012-2013” (tesis 

de maestría, Universidad José Carlos Mariátegui, 2016). 
104 Víctor Daniel Jurado-Flores y Francisco Javier Fuentes-Ríos. “Concentración espacial de las 

denuncias por violencia familiar en Ciudad Victoria: un acercamiento mediante la detección de 

hot spots”, CienciaUAT17, núm. 1 (2022). 
105 Franklin Hoyos Huamán y Roberto Guevara Aranda. “La indebida diligencia de la labor fiscal 

en las investigaciones por delitos de corrupción de funcionarios” Revista Científica UNTRM: 

Ciencias Sociales y Humanidades (2020). 
106 Jamila Jefferson-Jones, "Un buen nombre: aplicación del análisis de expropiaciones regulatorias 

al daño reputacional causado por antecedentes penales", Red de Investigación en Ciencias 

Sociales (2014). 
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Autor(es) Título Hallazgo 

regulatorias al daño 

reputacional causado por 

antecedentes penales 

condenados y aumentar la seguridad pública al 

reducir la reincidencia. 

Sadiq 

Reza107 

La privacidad y el 

detenido o sospechoso de 

un delito: en busca de un 

derecho, en necesidad de 

una regla 

El derecho a la privacidad debería aplicarse 

igualmente a los detenidos y a los sospechosos. Las 

autoridades gubernamentales deberían ocultar sus 

identidades hasta que un juez o un gran jurado 

determine que hay causa probable de culpabilidad, a 

menos que el arrestado o sospechoso solicite lo 

contrario. 

Nancy 

Jeanette 

Villacis 

Villacis108 

La falsa denuncia sobre 

violencia intrafamiliar, 

presentada ante la 

Comisaria de la Mujer y 

la Familia y el daño 

moral ocasionado en la 

familia 

Resaltan la intolerancia hacia la violencia familiar y 

las deficiencias en la ley que facilitan denuncias 

falsas, vulnerando derechos y reputación. Se sugiere 

buscar compensación por daño moral y se subraya el 

impacto en las familias de Ambato, destacando la 

necesidad de proteger los derechos de todos. 

Walter 

Hermoza 

Castillo109 

Violencia de la mujer 

hacia el hombre y la 

equidad de género en la 

erradicación de la 

violencia familiar, 

distrito de Santiago, 

Cusco 

Se muestran que la Ley 30364 es inequitativa en la 

protección de género y que la violencia ejercida por 

mujeres hacia hombres es mayormente física o 

psicológica. Además, muchos hombres desconfían 

de las instituciones estatales y enfrentan dificultades 

por la falta de normativas y recursos económicos. 

Francisco 

Pérez y 

Beatriz 

Bernabé110 

Las Denuncias Falsas en 

Casos de Violencia de 

Género: ¿Mito o 

realidad? 

Se analiza la Ley Orgánica 1/2004 España, 

destacando su papel pionero en la protección contra 

la violencia de género, pero también generando 

controversia por su enfoque de "discriminación 

positiva". Señalan la complejidad del fenómeno de 

las denuncias falsas por este enfoque, subrayando la 

necesidad de abordarlo seriamente para evitar 

distorsiones en la percepción pública y judicial. Por 

otro lado, su efectividad es cuestionada, ya que la 

violencia doméstica no ha disminuido como se 

esperaba, y se critica su posible perpetuación de un 

modelo de desigualdad en la aplicación de la ley. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 2. Análisis de investigaciones relacionadas al archivo de denuncias de 

delitos y la afectación al derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores. 
 

De la Tabla 2 podemos concluir que la protección a la buena reputación es 

fundamental, donde el Estado debe garantizar este derecho, incluso para los 

 
107 Sadiq Reza, "La privacidad y el detenido o sospechoso de un delito: en busca de un derecho, en 

necesidad de una regla", Revisión de la ley de Maryland 64 (2007): 755. 
108 Véase referencia 4. 
109 Véase referencia 10. 
110 Véase referencia 1. 
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investigados, ante denuncias archivadas y la exposición pública (mediática). 

Asimismo, se destaca la necesidad de abordar las deficiencias legales en normas de 

violencia de género, para prevenir denuncias falsas y proteger equitativamente a 

todas las partes involucradas. 

 

4.1.1.2. Análisis de la legislación positiva nacional, internacional y comparada 

 

En cuanto a la legislación nacional, debemos mencionar que el numeral 2 

del artículo 122 del Código Procesal Penal111 establece como un acto del Ministerio 

Público la disposición que se dicta para el archivo de las actuaciones, esta 

Disposición Fiscal será declarada al calificar la denuncia o cuando se señaló el 

inicio diligencias preliminares, siempre que el hecho denunciado se encuentre en 

los presupuestos que señala el artículo 334 del Código Procesal Penal siendo estos 

los siguientes: (i) no constituye un delito, (ii) no es susceptible de ser justiciable 

penalmente, o (iii) se presentan causas de extinción previstas por la ley.  

 

Según, la disposición normativa mencionada (artículo 334 del Código 

Procesal Penal) el Fiscal a cargo de la investigación declara la no formalización y 

el archivo del caso, siendo notificada dicha disposición al denunciante, agraviado y 

el denunciado, cuando el denunciante o el agraviado no estén de acuerdo con esta 

disposición fiscal, pueden solicitar la elevación de actuados al Fiscal Superior en el 

plazo de cinco días hábiles (numeral 5 del artículo 334 del Código Procesal Penal) 

criterio asumido por el Ministerio Público en la Directiva 004-2016-MP-FN112. 

 

Asimismo, en concordancia con el artículo 335113 del mismo cuerpo legal la 

Disposición de archivo imposibilita que otro Fiscal inicie investigación preparatoria 

 
111 Perú, Poder Ejecutivo, Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957/2004, aprobado el 22 de 

julio de 2004, art. 122. 
112 Ministerio Público - Fiscalía de la Nación, Directiva 004-2016-MP-FN (Lima: Ministerio 

Público, 2016). 
113 Perú, Poder Ejecutivo, Código Procesal Penal, art. 335. 
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por los mismos hechos, salvo que exista nuevos elementos de convicción y/o exista 

una investigación inadecuada. 

 

Por otra parte, el delito de daño psíquico se encuentra establecido en el 

artículo 124-B del Código Penal114 el mismo que será comprobado mediante un 

examen pericial o cualquier otro medio adecuado, teniendo la siguiente 

equivalencia: (i) Serán faltas de lesiones leves cuando el nivel sea leve de daño 

psíquico, (ii) Se considerará lesiones leves cuando el nivel sea moderado de daño 

psíquico, y (iii) Serán lesiones graves cuando el nivel sea grave o muy grave de 

daño psíquico. 

 

El artículo 13 del Reglamento115 de la Ley 30364 y el artículo 75 del mismo 

reglamento, establecen que el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, los 

establecimientos de salud públicos y privados, centros parroquiales, y los Centros 

de Emergencia Mujer pueden emitir certificados o informes sobre el estado de la 

salud mental de la víctima. Estos documentos, que incluyen informes psicológicos, 

tienen valor probatorio en los procesos de violencia para acreditar el delito 

correspondiente y la comisión de lesiones de daño psíquico. 

 

Con la finalidad de determinar el nivel de daño psíquico se debe recurrir a 

la Guía para Determinar el Daño Psíquico116  en esta guía se señala las pautas que 

debe seguir el perito psicólogo o psiquiatra para establecer los niveles de daño 

psíquico siendo los siguientes: 

 

 
114 Véase referencia 45.  
115 Perú, Poder Ejecutivo, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley 30364, Ley para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 

familiar, Decreto Supremo 009/2016, aprobado el 26 de julio de 2016, art. 13. 
116 Ministerio Público - Fiscalía de la Nación, Guía de Valoración del Daño Psíquico en Personas 

Adultas Víctimas de Violencia Intencional, Resolución de la Fiscalía de la Nación RFN 3963-

2016-MP-FN (Lima: Ministerio Público, 2016). 
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(i) Cuadro psicopatológico conformado como síndrome: El daño debe 

manifestarse como un conjunto coherente de síntomas. 

 

(ii) Nuevo en el historial del examinado: El daño debe ser reciente y no 

preexistente en el historial del paciente. 

 

(iii) Causar limitación real del psiquismo: El daño debe afectar 

significativamente el funcionamiento mental del individuo. 

 

(iv) Suficiente jerarquía y envergadura: El daño debe ser lo suficientemente 

grave como para ser considerado una lesión. 

 

(v) Presentarse definido: El cuadro clínico debe estar claramente 

identificado. 

 

(vi) Nexo causal con un agente traumático: Debe haber una relación directa 

entre el daño y un evento traumático específico. 

 

(vii) Crónico o jurídicamente consolidado: El daño debe ser persistente o 

tener relevancia legal establecida. 

 

Estos criterios orientan al perito para evaluar y apreciar el daño psíquico en 

un contexto legal.  

 

El mencionado artículo fue incorporado por la segunda disposición 

complementaria modificatoria de la Ley 30364117, Ley para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, 

denominado como “Determinación de la lesión psicológica”, este artículo fue 

modificado por el Decreto Legislativo 1323, Decreto Legislativo que fortalece la 

 
117 Véase referencia 45. 
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lucha contra el Feminicidio, la violencia familiar y la violencia de género, teniendo 

en la actualidad la denominación que se mencionó previamente. 

 

La incorporación de este delito se da conforme al derecho constitucional que 

tiene toda persona a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y 

bienestar, el cual se encuentra establecido en el numeral 1 del artículo 2 de la 

Constitución Política del Perú, así como los tratados internacionales que el Perú ha 

ratificado para proteger a las mujeres contra la violencia, siendo los más relevantes:  

 

(i) El artículo 1 y 4 de la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 

Belém do Pará)118, ratificada por Perú en 1995: Se dictan medidas de 

prevención, de sanción y de extinción de todo tipo de violencia que se 

ejerza contra la mujer. La convención define el concepto de violencia 

contra la mujer como el comportamiento ya mencionado que cause 

daño o sufrimiento psicológico - no podemos omitir que también 

engloba lo físico y lo sexual - es uno de los derechos consagrados a 

favor de la mujer, respecto de la exigencia de respeto a su integridad 

psíquica y moral, por citar tan sólo uno más de los muchos que le 

asisten. 

 

(ii) Artículo 1 del Convenio sobre la Eliminación de la Violencia y el Acoso 

en el Mundo del Trabajo (Convenio 190)119, ratificado por Perú en 

2020: Este convenio establece la primera definición internacionalmente 

acordada de violencia y acoso en el mundo del trabajo, incluyendo la 

violencia de género en sus modalidades físicas, psicológicas, sexuales 

o económicas). El convenio afirma que toda persona tiene derecho a un 

 
118 Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 

art. 1-4. 
119 Organización Internacional del Trabajo, Convenio sobre la Eliminación de la Violencia y el 

Acoso en el Mundo del Trabajo (Convenio núm. 190) (Ginebra: OIT, 2019), art. 1. 
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mundo laboral libre de violencia y acoso y establece mecanismos para 

prevenir, controlar y reparar la violencia y el acoso en el trabajo. 

 

(iii) Articulo 1 y 2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)120, ratificada por 

Perú en 1982: Se establece que los Estados Parte deben adoptar medidas 

para eliminar la discriminación contra las mujeres y garantizar su 

igualdad de oportunidades y derechos. La convención también 

establece que los Estados se comprometen a eliminar todas las 

disposiciones penales nacionales que resulten discriminatorias contra 

las mujeres. 

 

En cuanto, al derecho a la buena reputación igualmente cuenta con un 

reconocimiento Constitucional en el numeral 7 del artículo 2 de la Constitución 

Política del Perú121. Asimismo, este derecho ha sido desarrollado en el artículo 5 

del Código Civil al referirse al honor -entiéndase concepción subjetiva y objetiva- 

como un derecho inherente e irrenunciable, no pudiendo sufrir limitaciones 

voluntarias122. De igual forma, los artículos 130 y siguientes del Código Penal123 

establecen delitos contra el honor siendo estos el delito de injuria, calumnia y 

difamación. 

 

Además, el derecho a la buena reputación cuenta con reconocimiento 

convencional en diversos tratados internacionales reconocidos por el Perú, entre los 

más principales mencionaremos los siguientes: 

 

 
120 Véase referencia 35. 
121 Véase referencia 42. 
122 Véase referencia 69. 
123 Véase referencia 66, 67 y 68. 
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(i) Declaración Universal de Derechos Humanos124 y el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos125: En su artículo 12 de la 

Declaración y en el artículo 17 del Pacto se establece que ninguna 

persona será objeto de indiscreciones injustas o ilegales, ni sometido a 

ataques ilícitos que afecten a su honra y reputación. 

 

(ii) La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 

José)126: En su artículo 11 señala que todo individuo tiene derecho a que 

se respete su honra y se reconozca su dignidad. 

 

Ahora bien, en el Perú se cuenta con normas infralegales para el registro de 

denuncias ante cualquier noticia criminal, siendo esta la Directiva 13-10-2025-

DIRGEN-PNP/DIRETIC-PNP-B127, “Normas que regulan el procedimiento y uso 

del Sistema Informático de denuncias policiales (SIDPOL)” dicha norma tiene 

como finalidad proveer una guía técnica y normativa para el uso correcto de la 

información del Sistema Informático de Denuncias Policiales, así como 

estandarizar procedimientos para su empleo adecuado y la eficiente administración 

del sistema. 

 

En esta Directiva en el numeral 7 respecto al usuario del sistema indica que 

toda consulta al Sistema Informático de Denuncias Policiales se registrará para 

identificar usuarios y permitir auditorías por autoridades competentes, en cuanto a 

la solicitud de supresión del antecedente policial debemos recurrir al artículo 7 del 

anexo del Decreto Supremo 025-2019-IN128 Decreto Supremo que aprueba los 

 
124 Véase referencia 61. 
125 Véase referencia 62. 
126 Véase referencia 64. 
127  Policía Nacional del Perú, Directiva 13-10-2015-DIRGEN-PNP/DIRETIC-PNP-B: "Normas 

que regulan el procedimiento y uso del Sistema Informático de Denuncias Policiales (SIDPOL)" 

(2015). 
128  Perú, Poder Ejecutivo, Decreto Supremo que aprueba los servicios prestados en exclusividad a 

cargo de la Policía Nacional del Perú, Decreto Supremo 025/2019-IN, aprobado el 27 de 

noviembre de 2019. 
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servicios prestados en exclusividad a cargo de la Policía Nacional del Perú. La 

supresión o anulación se puede realizar de dos formas:  

 

(i) A pedido de parte se realiza presentando una solicitud ante la Dirección 

de Criminalística de la PNP o la Unidad Desconcentrada del Sistema 

Criminalístico Policial, adjuntando un documento del órgano 

jurisdiccional o disposición fiscal que acredite la absolución, 

sobreseimiento, archivamiento definitivo del caso, o muerte del 

inculpado.  

 

(ii) La anulación o cancelación por mandato judicial se efectúa mediante 

una resolución judicial del órgano competente, acompañada del oficio 

de atención y copia certificada. 

 

Asimismo, el Ministerio Público cuenta con la Directiva 001-2017-MP-

FC129, que establece “Normas para el mantenimiento de anotaciones o registros 

generados en las Fiscalías del Ministerio Público” cuyo objetivo es establecer el 

proceso para el mantenimiento, control y supervisión de registros en sistemas de 

información fiscal, gestionándolos de oficio o a petición de los involucrados en 

casos legales (en nuestra investigación denuncia), para la supresión del registro en 

el Sistema Fiscal se ha previsto dos modalidades: 

 

(i) De oficio siendo el responsable el Fiscal del caso cuando la disposición 

fiscal de no formalizar denuncia queda consentida. 

 

(ii) De parte cuando exista el archivo definitivo en sede fiscal (cosa 

decidida) y persista en el sistema de información fiscal la respectiva 

 
129 Ministerio Público, Directiva N.° 001-2017-MP-FC: "Normas para el mantenimiento de 

anotaciones o registros generados en las Fiscalías del Ministerio Público" (2017) 
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anotación del ciudadano, debiendo adjuntar en algunos casos la 

Disposición Fiscal de archivo. 

 

No obstante, a estos registros existe el Registro Único de Víctimas y 

Agresores (RUVA) proporciona datos para identificar y perfilar a víctimas y 

agresores, ayudando en la prevención e investigación de la violencia. Según la Ley 

30364130, este registro suministra información a operadores de justicia e 

instituciones para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra mujeres y 

familiares. Es gestionado por el Ministerio Público y otras instituciones, incluyendo 

detalles de denuncias, atención de salud y resultados. Según el Reglamento de 

Registro Único de Víctimas y Personas Agresoras131 no se señala procedimiento 

alguno para solicitar la anulación o supresión ante el archivo de denuncias por 

delitos de daño psíquico. 

 

Ahora bien, recurriendo al derecho comparado citaremos algunos países, 

respecto al archivo de denuncias de delitos de violencia de género (daño psíquico) 

y la buena reputación de los presuntos agresores, como se señala a continuación:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
130 Perú Ejecutivo, Decreto Supremo 004-2020-MIMP, art. 57. 
131 Fiscalía de la Nación, Reglamento del Registro Único de Víctimas y Personas Agresoras, 

Resolución N.º 002420-2018-MP-FN (Lima: Ministerio Público, 10 de julio de 2018). 
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País Hallazgo 

Argentina 

● Ley de Protección de Datos Personales132 protege los datos personales y tiene 

implicaciones sobre cómo se manejan los antecedentes penales por parte de las 

autoridades competentes. Lo cual guarda relación con el derecho a la buena 

reputación. 

● La Ley de Protección Integral de las Mujeres133 establece que la identidad de 

la víctima y del agresor debe ser protegida durante el proceso legal. Es decir, 

se debe respetar la confidencialidad en estos procesos. 

Brasil 

● La Constitución brasileña134 garantiza el derecho a la buena reputación (honor) 

asegurando el derecho de indemnización ante su vulneración en caso de daño 

material o moral. 

● El Estatuto de la Mujer135 establece que las víctimas de violencia de género 

tienen derecho a asistencia legal y psicológica. Lo cual genera una protección 

especial por parte del Estado en estos casos de violencia. 

Colombia 

● La Constitución colombiana136 garantiza el derecho a la buena reputación, 

denominándolo el derecho al buen nombre. Señala que se tiene derecho a saber, 

actualizar y rectificar información que obren en bancos de datos. 

● El Decreto de Cancelación de Antecedentes137 establece que la cancelación de 

antecedentes debe reflejarse en los certificados judiciales indicando “no tiene 

asuntos pendientes con las autoridades judiciales o de la policía”. 

● La Ley 1257 de 2008138 establece que las víctimas de violencia de género 

tienen derecho a la reparación integral del daño a ser tratada con reserva su 

identidad. 

España 
● La Constitución española139 garantiza el derecho al honor (derecho a la 

reputación -honor subjetivo-). 

 
132  Argentina, Ley de Protección de los Datos Personales, Ley 25.326, aprobado el 2 de noviembre 

de 2000. 
133  Argentina, Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, Ley 26.485, 

aprobado el 11 de marzo de 2009. 
134  Brasil, Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de la República Federativa del 

Brasil, 1988, aprobado el 22 de setiembre de 1988, art. 5. 
135 Brasil, Gobierno Federal, Ley María da Penha, Ley 11.340/2006, aprobado el 7 de agosto de 

2006. 
136  Colombia, Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política de Colombia 1991, 

aprobado el 4 de julio de 1991, art. 15. 
137 Colombia, Poder Ejecutivo, Por el cual se dictan normas sobre reseña delictiva, cancelación de 

antecedentes y expedición de Certificados Judiciales y de Policía, Decreto 2398/1986, aprobado 

el 1 de agosto de 1986, art. 12. 
138 Colombia, Congreso de la República, Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención 

y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos 

Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones, Ley 

1257/2008, aprobado el 4 de diciembre de 2008, art. 6 y 8. 
139 España, Constitución Española de 1978, sancionada el 27 de diciembre de 1978, art.18.1. 
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País Hallazgo 

● El Código Penal español140 establece que la persona condenada que extinga su 

responsabilidad penal tiene derecho a la eliminación de sus antecedentes 

penales, estableciendo límites cualitativos y cuantitativos. 

● La Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 

de Género141, establece que las víctimas de violencia de género tienen derecho 

a asistencia jurídica, psicológica y social. 

Estados 

Unidos 

● La Primera Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos142 garantiza el 

derecho a la libertad de expresión, lo que incluye el derecho a no ser difamado. 

● La Ley de Violencia contra la Mujer (VAWA)143 incluye disposiciones sobre 

la restitución automática y obligatoria a condenados, así como la posibilidad 

de reparación civil cuando los fiscales no procesan casos. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 3. Análisis de legislación comparada relacionado al archivo de denuncias 

de delitos y el derecho constitucional a la buena reputación de los presuntos 

agresores. 

 

De la Tabla 3 concluimos que diversas leyes y constituciones busca 

equilibrar la protección de datos personales con los derechos fundamentales de las 

víctimas, asegurando que se respeten tanto su privacidad como su reputación en los 

procesos legales. La interrelación entre estas leyes subraya la importancia del 

respeto por la dignidad humana en contextos legales sensibles. 

 

4.1.1.5. Análisis de la jurisprudencia nacional, internacional y comparada 

 

En ese apartado, analizaremos jurisprudencia nacional y comparada 

relacionada a las disposiciones de archivo en sede fiscal, el alcance del delito de 

daño psíquico, la garantía del derecho constitucional a la buena reputación, para 

luego de ello, determinar cómo las disposiciones de archivos en sede fiscal por 

 
140 España, Cortes Generales, Código Penal, Ley Orgánica 10/1995, aprobado el 23 de noviembre 

de 1995, art. 136. 
141  España, Cortes Generales, Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, 

Ley Orgánica 1/2004, aprobado el 28 de diciembre de 2004, art. 17. 
142 Estados Unidos, Convención Constitucional, Constitución de los Estados Unidos de América 

1787, aprobado el 17 de setiembre de 1787, primera enmienda. 
143 Estados Unidos, Congreso de los Estados Unidos, Ley de Violencia contra la Mujer – VAWA, 

aprobado el 13 de setiembre de 1994. 
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delitos de daño psíquico influyen en la garantía del derecho constitucional a la 

buena reputación. 

 

El Tribunal Constitucional144 peruano en diversos pronunciamientos señala 

que el archivo fiscal es definitivo (inamovible) denominado “cosa decidida” y se 

basa en dos principios: (i) la exclusiva autoridad del Ministerio Público para iniciar 

procesos penales, y (ii) su facultad para brindar estabilidad jurídica, incluso si la 

decisión no alcanza el estatus de cosa juzgada.  

 

Sin perjuicio de ello, el Tribunal señala que no tendrá este carácter (cosa 

decidida), si no existe elementos de convicción en su momento; por lo que, la 

investigación puede reabrirse con nuevos elementos145, asimismo, se refiere146 que 

no serán definitivas si no abordan la atipicidad de los hechos denunciados, 

permitiendo reabrir la investigación en dos supuestos: (i) si surgen nuevos 

elementos probatorios no conocidos por el Ministerio Público, y (ii) si la 

investigación previa fue deficiente. 

 

Por su parte, la Corte Suprema147 se pronuncia respecto a que está prohibido 

una nueva investigación si se demuestra que los hechos no son ilícitos penalmente. 

Sin embargo, si la investigación fue archivada por falta de pruebas claras del delito, 

puede reabrirse si aparecen nuevos elementos de convicción o si se reconoce que la 

evaluación de las pruebas existentes fue inadecuada. 

 

 
144 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 2725-2008-PHC/TC, 22 de setiembre de 

2008, fundamento jurídico 16, y Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 0413-

2000-AA/TC, 23 de julio de 2002, fundamento jurídico 3. 
145 Tribunal Constitucional del Perú, Exp. 02479-2021-PHC/TC, 22 de octubre de 2021, fundamento 

jurídico 3. 
146 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 01887-2010-PHC/TC, 24 de setiembre de 

2010, fundamento jurídico 17, Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 02110-2009-

PHC/TC y 02527-2009-PHC/TC (acumulado), 28 de marzo de 2011, fundamento jurídico 21-

22. 
147 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 1832-2019/Nacional, [Sentencia 

de casación], 2021, fundamento jurídico 14. 
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En cuanto al derecho internacional podemos mencionar el Caso Gelman vs. 

Uruguay148 la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que los 

Estados tienen la obligación de investigar de manera diligente y efectiva todos los 

delitos, incluso si estos han sido archivados. La Corte señaló que la amnistía y otras 

medidas análogas (archivo de un caso) no debe ser una forma de impunidad en que 

se vulnere el derecho a la verdad149.  

 

De igual manera, en el Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile150 la 

Corte resalta que una sentencia que es contraria a las garantías procesales correctas 

o que no expresa un verdadero anhelo de someter al responsable a la justicia, puede 

resultar en una cosa juzgada "fingida" o "fraudulenta", lo que habilita la reapertura 

de las investigaciones. Decía la Corte que si aparece algún hecho o alguna prueba 

que permita identificar los responsables de crímenes de lesa humanidad, las 

investigaciones pueden ser reabiertas aun existiendo una sentencia absolutoria con 

calidad de cosa juzgada. 

 

Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el Caso Kaya vs. 

Turquía151 afirmó que la falta de investigación y la impunidad pueden vulnerar el 

derecho a la protección judicial y el derecho a la verdad. También indicó que la 

reanudación de las investigaciones puede ser necesaria para asegurar la justicia y 

reparación de las víctimas.  

 

 
148 Corte IDH, Caso Gelman vs. Uruguay, Sentencia de 24 de febrero de 2011 (Fondo y 

Reparaciones), Serie C no. 221, párrafo 199. 
149 La Corte señala que para evaluar el plazo razonable de una investigación y proceso judicial se 

deben considerar la complejidad del caso, la actividad procesal del interesado, la conducta de las 

autoridades judiciales y la afectación en la situación jurídica de la presunta víctima. Destaca que 

el derecho a la verdad es autónomo y amplio, vinculado a las garantías judiciales y el acceso a 

la información, y que su vulneración puede estar relacionada con la falta de investigación y la 

impunidad. Corte IDH, Caso Sales Pimenta vs. Brasil, Sentencia de 30 de junio de 2022 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 454. 
150 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, Sentencia de 26 de setiembre de 2006 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 154, párrafo 154-156. 
151 Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Kaya vs. Turquía, Sentencia de 28 de marzo de 

2000, no. 22729/93. 
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En cuanto al concepto de daño psíquico recurriremos al Acuerdo Plenario 

2-2016/CJ-116152 en la cual la Corte Suprema establece los siguientes puntos claves 

sobre el daño psíquico:  

 

(i) Se entendería como un síndrome psiquiátrico congruente que 

condicionarían funciones como realizar actividades habituales, acceso 

a trabajar, obtener ingresos o las relaciones sociales. 

 

(ii) No se consideran síntomas aislados desde el punto de vista jurídico 

como daño psíquico, sino que han de ser enfermedad mental con 

relación al suceso causante. 

 

(iii) La enfermedad debe ser jurídicamente asentada, esto es, enfermedad 

psíquica crónica (dos años). 

 

(iv) La clasificación de esta es la de daño psíquico primaria y que puede 

remitir con el tiempo o/y con un tratamiento, y daño crónico, el que 

permanece sin poder ser mejorado. 

 

(v) Por último, no se conceptúa el caso de daño psíquico culposo, ya que 

tiene que ser desde la existencia de una relación de causalidad de la 

acción u omisión causante de la agresión. 

 

Además de ello, la Corte Suprema estableció que la violencia contra la mujer 

constituye una grave afectación a los derechos fundamentales y es una expresión de 

conductas discriminatorias153. Teniendo, los informes psicológicos emitidos por los 

 
152 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, II Pleno Jurisdiccional Extraordinario de las 

Salas Penales Permanente y Transitoria, Acuerdo Plenario Extraordinario 2-2016/CIJ-116. 

[Acuerdo Plenario], fundamento jurídico 15. 
153 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 1177-2019/Cusco, [Sentencia de 

casación], sumilla.  
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Centros Emergencia Mujer (CEM) y otros servicios gubernativos especializados 

valor probatorio para confirmar agresiones psicológicas154.   

 

En cuanto a la jurisprudencia internacional tenemos que la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado sobre la importancia de 

proteger los derechos de las mujeres155, niñas156 y la orientación sexual157, debiendo 

los Estados investigar y sancionar los hechos de violencia en sus distintas 

modalidades (en nuestro caso la violencia psicológica). En igual sentido se ha 

pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos158. 

 

Asimismo, la Corte señala criterios a tomar en cuenta para determinar la 

gravedad del daño psíquico siendo estas las siguientes:  

 

(i) Factores Endógenos y Exógenos: Se considera factores endógenos la 

edad, sexo, estado de salud y cualquier otra circunstancia personal, y 

factores exógenos las características del trato, la duración, el método 

utilizado o el modo en que fueron infringidos los padecimientos, al 

determinar la gravedad del daño psíquico159. 

 

 
154 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 1293-2021/Piura, [Sentencia de 

casación], sumilla literal d. 
155 Corte IDH, Caso Bedoya Lima y otra vs. Colombia, Sentencia de 26 de agosto de 2021 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 431. 
156 Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 239. 
157 Corte IDH, Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú, Sentencia de 12 de marzo de 2020 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 402. 
158 Corte Europea de Derechos Humanos, Caso DH y otros vs. Reino Unido, Sentencia de 13 de 

diciembre de 2011, No. 5735/00; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso RR vs. Reino 

Unido, Sentencia de 28 de noviembre de 2011, no. 35748/05; y Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos, Caso A. vs. Reino Unido, Sentencia de 19 de diciembre de 2013, No. 3455/05. 
159 Corte IDH, Caso Bueno Alves vs. Argentina, Sentencia de 11 de mayo de 2007 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C No. 164, párrafos 79-87; y, Corte IDH, Caso J. vs. Perú, 

Sentencia de 27 de noviembre de 2013 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Serie C no. 275, párrafo 364. 
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(ii) Impacto del daño psíquico en la vida de las personas: Esto incluye la 

pérdida de oportunidades, la frustración y el sufrimiento emocional, que 

pueden ser reparados con medidas de reparación integral160. 

 

(iii) Daño al Proyecto de Vida: Como una forma de daño inmaterial que se 

refiere a la afectación de la integridad psíquica y moral de las víctimas, 

lo que puede incluir la pérdida de oportunidades, la frustración y el 

sufrimiento emocional. Este daño es considerado especialmente como 

grave cuando se prolonga en el tiempo161. 

 

En relación con el derecho a la buena reputación el Tribunal 

Constitucional162 destaca su importancia como parte de la dignidad humana y su 

protección tanto a nivel individual como social. Del mismo modo, diferencia el 

ámbito de protección penal indicando que el delito de injuria163 incide en el honor 

interno es decir la buena reputación, mientras la calumnia y la difamación inciden 

en el honor externo. 

 

Tanto es así que el Tribunal164 sostiene que este derecho tiene relación con 

la imagen, que no solo alcanza a las personas naturales sino a las personas 

jurídicas165, pudiendo buscar su protección a través del proceso de amparo. Por su 

parte, la Corte Suprema166 indica que la buena reputación se enfoca en prevenir y 

 
160 Corte IDH, Caso Villagrán Morales y otros vs. Guatemala, Sentencia de 19 de noviembre de 

1999 (Fondo), Serie C no. 63. 
161 Corte IDH, Caso Loayza Tamayo vs. Perú, Sentencia de 17 de septiembre de 1997 (Fondo), Serie 

C No. 33. 
162 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 4099-2005-AA/TC, 29 de agosto de 2006, 

fundamento jurídico 2-15. 
163 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 018-96-I/TC, 29 de abril de 1997, 

fundamento jurídico 3. 
164 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia 0905-2001-AA/TC, 14 de agosto de 2002, 

fundamento jurídico 6-7. 
165 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Recurso de Nulidad 1695-2012/Lima, 

[Sentencia de Nulidad], sumilla. 
166 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Recurso de Nulidad N° 1695-2012/Lima, 

[Sentencia de Nulidad], sumilla y fundamento jurídico 4-5. 
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reparar daños a la reputación de las personas, ya sean naturales o jurídicas. Esto 

incluye proteger contra la difamación, la calumnia y otros ataques a la reputación. 

 

De la jurisprudencia internacional tenemos que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos167 prescribe que proteger los derechos a la honra y reputación, 

junto con otros derechos que podrían ser vulnerados por un abuso de la libertad de 

expresión, se requiere respetar los límites establecidos por la Convención, 

aplicando criterios de estricta proporcionalidad.  

 

La jurisprudencia del Tribunal de Derechos Humanos menciona refiere que 

el honor es un concepto metajurídico difícil de definir168 el cual posee dos 

dimensiones relacionadas con la buena reputación (objetivo) y la autoestima 

(subjetivo). En cuanto, a la reputación ajena se centra en diversas dimensiones 

objetivas, incluyendo la reputación pública169, comercial170 y profesional171. En 

cada caso, el Tribunal ha equilibrado la protección de la reputación con la libertad 

de expresión, destacando la necesidad de contexto y precisión en las afirmaciones 

públicas. 

 

Ahora bien, de los fundamentos detallados, resulta oportuno mencionar los 

hallazgos obtenidos en la jurisprudencia nacional, internacional y comparada sobre 

la influencia de los archivos en sede fiscal por delitos de daño psíquico en relación 

con la garantía del derecho constitucional a la buena reputación de los presuntos 

agresores, como se detalla a continuación: 

 

 
167 Corte IDH, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 107, párrafo 56. 
168 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Lingens vs. Austria, Sentencia de 8 de julio de 

1986, No. 9815/82; y, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Markt Intern vs. 

Alemania, Sentencia de 20 de noviembre de 1989, No. 10572/83. 
169 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Lingens vs. Austria 
170 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Markt Intern vs. Alemania 
171 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Bergens Tidende y otros vs. Noruega, Sentencia 

de 2 de mayo de 2000, No. 26132/95. 
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Fuente Hallazgo 

Perú 

Sentencias del 

Tribunal 

Constitucional 

del Perú172.  

El derecho al olvido garantiza la eliminación de información 

personal accesible mediante motores de búsqueda, que, 

aunque inicialmente precisa, ya no refleja la realidad debido 

a nuevas circunstancias. Esta información inexacta puede 

perjudicar el honor, la buena reputación, el libre desarrollo de 

la personalidad o la intimidad del individuo, según lo 

establece el artículo 2 de la Constitución. 

Colombia 

Sentencias de la 

Corte 

Constitucional 

de Colombia173. 

Se menciona la relación del derecho a la buena reputación con 

otros derechos fundamentales, como la dignidad humana, el 

derecho a la honra y la presunción de inocencia. Se enfatiza 

que el derecho al buen nombre está intrínsecamente ligado a 

la dignidad humana y se ve afectado por la divulgación de 

información falsa o injuriosa. Además, se resalta la distinción 

entre el derecho al buen nombre y el derecho a la honra, este 

último relacionado con la estimación y deferencia hacia la 

persona en la sociedad. Asimismo, se aborda cómo la 

divulgación de información en procesos judiciales puede 

impactar la presunción de inocencia y la importancia de 

equilibrar la libertad de información con otros derechos, 

como la intimidad y la honra. 

Argentina 

Tribunal 

Superior de 

Justicia de la 

Ciudad 

Autónoma de 

Buenos Aires174. 

Se destaca la necesidad de distinguir entre una denuncia 

formal, que sigue los procedimientos establecidos en el 

Código Procesal Penal, y un simple "anoticiamiento" o 

notificación, incluso si se le denomina coloquialmente 

"denuncia anónima". Se argumenta que una "denuncia 

anónima" no puede ser suficiente para activar la intervención 

del Ministerio Público Fiscal o las autoridades de prevención, 

a menos que proporcione una advertencia adecuada que 

permita a estos órganos tomar conocimiento directo del 

hecho. 

España 

Tribunal 

Constitucional 

de España175. 

Estableció que antes de proceder al archivo de denuncias por 

violencia de género, es necesario llevar a cabo una 

investigación exhaustiva y efectiva, evitando así una mera 

evaluación superficial de los testimonios. 

 
172 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 02839-2021-PHD/TC, 22 de agosto de 

2022, fundamento jurídico 10. 

Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 03041-2021-PHD/TC, 17 de junio de 2022, 

fundamento jurídico 11. 
173 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia SU191/22, 2 de junio de 2022. 

Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-289/21, 27 de agosto de 2021. 
174 Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Exp. 17393/19 

“Ministerio Público —Fiscalía de Cámara Oeste de la CABA— s/ queja por recurso de 

inconstitucionalidad denegado en ʻNN, NN s/ 204 quinquies, venta sin autorización de 

sustancias medicinales que requieren receta médica’” [Resolución de queja]. 
175 Tribunal Constitucional de España, Sentencia 113/2021, 7 de julio de 2021. 
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Fuente Hallazgo 

Tribunal 

Europeo de 

Derechos 

Humanos 

Caso Axel 

Springer AG vs 

Alemania176. 

Se subrayó la importancia de la presunción de inocencia y 

cómo la divulgación prematura de información puede afectar 

la reputación de los acusados. En este caso, la Corte concluyó 

que debe haber un equilibrio entre el derecho a la información 

y el derecho a la privacidad y reputación de los individuos. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 4. Análisis de jurisprudencia relacionado al archivo de denuncias de 

delitos y el derecho constitucional a la buena reputación de los presuntos 

agresores. 
 

De la Tabla 4 podemos indicar que el derecho al olvido permite eliminar 

información personal de motores de búsqueda que ya no refleja la realidad y puede 

dañar el honor, la reputación, el desarrollo personal o la intimidad de una persona. 

Asimismo, el derecho a la reputación está relacionado con la dignidad humana, el 

derecho a la honra y la presunción de inocencia. Además de ello, es crucial 

distinguir entre una denuncia formal y una "denuncia anónima", y no archivar 

denuncias por violencia de género sin una investigación exhaustiva. Resulta 

necesario destacar la importancia de equilibrar el derecho a la información con la 

privacidad y la reputación de los individuos (entendida como la reputación pública, 

comercial y profesional), prevaleciendo la presunción de inocencia. 

 

4.1.2. Guía de entrevista 

 

De los expertos informantes tenemos las siguientes repuestas a las preguntas 

realizadas en las entrevistas:  

 

 

 

 

 
176 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Axel Springer AG vs. Alemania, Sentencia de 7 

de febrero de 2012, no. 39954/08. 



90 

 
 

 

 

 
 

Entrevistado(a) 

1. A criterio de usted. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los 

delitos de daño psíquico pueden afectar o vulnerar el derecho 

constitucional a la buena reputación de los presuntos agresores? 

Participante 1 No afectan sino ratifican su inocencia. 

Participante 2 

No afectan, determinan si los hechos son típicos o atípicos entorno a 

los delitos de violencia psicológica; sin embargo, las medidas de 

protección se mantienen vigentes, hasta que el Juez de Familia declare 

el archivo de medidas de protección. 

Participante 3 

Concretamente lo que afectaría la buena reputación de los presuntos 

agresores serían aquellas resoluciones y disposiciones que restringen 

derechos conexos al proceso de fondo, por ejemplo, la afectación de 

la presunción de inocencia (y consecuentemente la buena reputación) 

se da cuando se aplican mecánicamente medidas protectoras o cuando 

se hace uso de registros de agresores aun cuando el proceso está en 

curso. 

Participante 4 

En los supuestos que no se elimine los registros del agresor del 

sistema fiscal va a afectarse su buena reputación, por cuanto, hay 

veces que estos registros se mantienen, y en adelante las autoridades 

públicas o privadas le puedan dar un mal uso, y afectar los derechos 

del investigado. 

Participante 5 

Para determinar la compensación por daño a la reputación, es esencial 

definir "buena reputación" como prestigio, fama y reconocimiento. 

Aunque una denuncia archivada puede dañar la reputación de una 

persona, la compensación debería aplicarse sólo en casos donde se 

evidencie falsedad. La gente común no siempre entiende el derecho 

penal, y hasta los abogados de otras especialidades pueden realizar 

denuncias que deben ser investigadas para determinar si constituyen 

delito. Actualmente, existe el derecho a solicitar la anulación de 

antecedentes en el Sistema de Gestión Fiscal 

Coincidencias 

Los participantes coinciden que no se afecta la presunción de 

inocencia, que existe impacto en la buena reputación y el derecho a 

solicitar anulación de antecedentes. 

Discrepancias 

Los participantes discrepan sobre la aplicación y efectividad practica 

de las medidas protectoras y las condiciones para posibles 

compensaciones por el daño a la reputación. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 5. Entrevista respecto a pregunta 1 del Objetivo Específico 1. 
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Entrevistado(a) 

2. A criterio de usted. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales 

podrían implementarse para garantizar el derecho a la buena 

reputación de los presuntos agresores en casos de delitos de daño 

psíquico que terminan en archivo? 

Participante 1 
Levantamiento del Sistema de Denuncias Policiales -SIDPOL- y 

Sistema Fiscal de casos archivados. 

Participante 2 
La anulación de antecedentes policiales, fiscales y el levantamiento de 

medidas de protección, respecto al hecho materia de archivo. 

Participante 3 

Se sugiere promover que el uso de registros de agresores solo sea 

activado en casos de resoluciones consentidas o ejecutoriadas a efectos 

de no vulnerar el derecho a la presunción de inocencia. 

Participante 4 

Realizar una modificatoria en el Código Civil, en el libro de personas, 

para que se considere en forma expresa la reparación económica cuando 

se daña la buena reputación del agresor con el archivo de las 

investigaciones por delitos de daño psíquico. 

Participante 5 

Respecto a este tema, considero que previo a ello se debe verificar, el 

tipo de denuncia, a saber, de las calumnias o no. Quizá pensando solo 

en violencia familiar, podría implementarse la compensación, a saber, 

de la Ley de Violencia Familiar. 

Coincidencias 

Los participantes coinciden como mecanismo legal la anulación de 

antecedentes y creación de registros, así como el respeto de derechos 

fundamentales involucrados como la presunción de inocencia. 

Discrepancias 
Los participantes discrepan sobre el análisis y modificaciones 

legislativas. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 6. Entrevista respecto a pregunta 2 del Objetivo Específico 1. 
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4.1.3. Discusión de resultados O.E.1: Determinar cómo influyen las 

disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico en la garantía a 

la buena reputación de los presuntos agresores. 

 

De los resultados del análisis doctrinario tenemos que Gonzales Velarde177 

resalta que la exposición pública puede dañar la presunción de inocencia y 

reputación  del presunto agresor cuando una denuncia archivada se hace pública, 

sin que exista un pronunciamiento de su culpabilidad, en esa misma línea Saquid 

Reza178 señala que el derecho a la privacidad se aplique a los detenidos y 

sospechosos, esto ayudaría a mitigar el daño a la reputación de los presuntos 

agresores, mientras Jefferson-Jones179 propone la compensación como medida para 

reparar el daño sufrido por condenas injustas. 

 

En cuanto al daño psíquico en delitos de violencia psicológica contra la 

mujer Jurado Flores y Fuentes Ríos180 sugiere la identificación espacial de 

denuncias, con la finalidad de identificar ciertos patrones que necesiten 

implementación de políticas públicas. Lo cual evitaría generar las deficiencias de 

la ley que en ocasiones facilitan denuncias falsas como lo sostiene Francisco Pérez 

et al181 y Nancy Villacis182 y, la desconfianza de los varones de las instituciones 

públicas debido a la falta normativa y de recursos según Walter Catillo183 y en 

algunas circunstancias la falta de diligencia del Ministerio Público como índice 

Franklin Huamán y Roberto Guevara184. 

 

 
177 Véase referencia 103. 
178 Véase referencia 107. 
179 Véase referencia 106. 
180 Véase referencia 104. 
181 Véase referencia 110. 
182 Véase referencia 108. 
183 Véase referencia 109. 
184 Véase referencia 105. 
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Asimismo, del análisis a la legislación nacional y comparada tenemos que 

los países de Argentina, Brasil, Colombia, España, Estados Unidos y Perú tienen 

un reconocimiento importante a la reputación y privacidad en el contexto de 

denuncias de violencia contra las mujeres y los antecedentes penales. Lo cual no 

significa que en la práctica se ponga en énfasis, más aún que en nuestro país existe 

el Registro Único de Víctimas y Agresores donde se suministra información de 

denuncias de violencia que no necesariamente tienen pronunciamiento de fondo. 

 

Por otro lado, del análisis de la jurisprudencia nacional y comparada se 

resalta que el derecho a la reputación tiene relación con el derecho al olvido185 que 

garantiza la eliminación de información personal que no refleja la realidad debido 

a nuevos acontecimientos. También tiene relación con el derecho a la dignidad 

humana, derecho a la honra y la presunción de inocencia, derechos que se afectan 

ante divulgación falsa de información186. Respecto al archivos de denuncias por 

delitos de daño psíquico por violencia psicológica se tiene que debe existir una 

investigación exhaustiva y efectiva para proceder al archivo187 y que las denuncias 

anónimas no pueden ser suficientes para activar el ius punendi a menos que se 

proporcione una advertencia adecuada188. 

 

De igual modo, los expertos informantes (Participante 1 y 2) sostienen que 

las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico no afectan el derecho a 

la reputación de los presuntos agresores, sino ratifican la inocencia y determinan la 

tipicidad de la conducta. En cambio, los Participantes 3 y 4 coinciden que se afecta 

cuando no se eliminan registros del presunto agresor. Mientras el Participante 5 

refiere que se puede garantizar mediante la compensación por daño a la reputación 

ante la falsedad evidente.  

 

 
185 Véase referencia 172. 
186 Véase referencia 173 y 176. 
187 Véase referencia 175. 
188 Véase referencia 174. 
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También, los expertos informantes indican que los mecanismos para 

salvaguardar el derecho a la buena reputación de presuntos agresores en casos de 

delitos de daño psíquico que terminen con archivo serían la anulación de 

antecedentes policiales, fiscales, medidas de protección (Participante 1 y 2). Se 

implemente el registro de agresores solo para casos con resoluciones consentidas o 

ejecutoriadas (Participante 3) y exista modificatorias en el Código civil que exprese 

la reparación económica cuando se dañe la buena reputación (Participante 4 y 5). 

 

4.2. Respecto al O.E.2: Determinar de qué manera se protege la buena 

reputación de los presuntos agresores frente a denuncias por los delitos 

de afectación psicológica, cognitiva o conductual. 

 

Para comprender el objetivo específico planteado recurriremos al análisis 

documental de la doctrina, legislación y jurisprudencia, a nivel nacional como 

comparado, así como sistematizamos las respuestas brindadas por nuestros 

informantes. 

 

4.2.1. Análisis documental  

 

En cuanto al análisis documental nos enfocaremos en definir los delitos de 

afectación psicológica, cognitiva o conductual y la protección del derecho a la 

buena reputación ante estos delitos.  

 

4.2.1.1.Análisis en la doctrina nacional y comparada 

 

Echeburúa señala que el maltrato doméstico, a diferencia de otras formas de 

violencia, tiene varias características distintivas. Primero, es una conducta que 

raramente se denuncia, y cuando se hace, la víctima a menudo perdona al agresor 

antes de que el sistema judicial pueda intervenir. Segundo, el maltrato es una 

conducta persistente en el tiempo, y las denuncias suelen coincidir con momentos 
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críticos dentro de la dinámica familiar. Tercero, existe el riesgo de que esta 

conducta violenta sea aprendida. En cuanto a las víctimas Echeburúa y otros 

menciona que pueden desarrollar Trastorno de Estrés Postraumático y otros 

problemas como depresión y ansiedad patológica. Mantenerse en una relación de 

maltrato crónico implica un alto coste psicológico, manifestado en depresión, baja 

autoestima, trastorno de estrés postraumático e inadaptación a la vida cotidiana189. 

 

En cuanto al delito de violencia psicológica en su modalidad de afectación 

psicológica, cognitiva o conductual según Caballo et al.190 y Muñoz y Echeburúa191 

el psicólogo forense debe considerar que las repercusiones psicológicas en las 

víctimas de violencia son heterogéneas en su sintomatología, dependiendo de 

factores como frecuencia, intensidad, duración y grado de humillación. 

 

Soria192 identifica cambios en cuatro dimensiones (cognitivos, 

conductuales, emocionales y fisiológicos) entre el segundo día y los tres meses 

posteriores al evento traumático, que deben contextualizarse según cada víctima. 

Manuel Checa193 señala que la afectación psicológica impacta áreas como la 

sentimental, sexual, familiar, social, laboral e intelectual, pudiendo llevar a un 

trastorno de adaptación. El término afectación psicológica, recogido en el Código 

Penal (artículos 122-B y 124-B), implica las repercusiones psicológicas frente a 

hechos de violencia. Según Jesús Muñoz194 el psicólogo forense realiza 

 
189 Enrique Echeburúa, Pedro Amor y Paz de Corral, "Mujeres Maltratadas En Convivencia 

Prolongada Con El Agresor: Variables Relevantes", Acción Psicológica 2 (2002): 135-150. 
190 Vicente E. Caballo, Isabel C. Salazar y José Antonio Carrobles, Manual de psicopatología y 

trastornos psicológicos, 2da ed. (Madrid: Pirámide, 2014). 
191 José M. Muñoz y Enrique Echeburúa, "Diferentes modalidades de violencia en la relación de 

pareja: implicaciones para la evaluación psicológica forense en el contexto legal 

español", Anuario de Psicología Jurídica 26, núm. 1 (2016): 2-12. 
192 Pilar Albertín, "Psicología de la victimización criminal", en Psicología Criminal, coord. por MA 

Soria y D. Sáiz, 5ta ed. (Madrid: Pearson, 2006), 245-274. 
193 Manuel J. Checa González, Manual práctico de psiquiatría forense (Barcelona: Elsevier, 2010). 
194 Jesús Muñoz, "La evaluación psicológica forense del daño psíquico: propuesta de un protocolo 

de actuación pericial", Anuario de Psicología Jurídica 23, no. 1 (2013): 61. 
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evaluaciones psico-legales, relacionando el funcionamiento psicológico con 

aspectos jurídicos.  

 

En este sentido, la violencia psicológica en su modalidad de afectación 

impacta profundamente a las víctimas, manifestándose en trastornos como el estrés 

postraumático, la depresión y la ansiedad. En este contexto, el psicólogo forense 

desempeña un papel vital al evaluar estas repercusiones y conectarlas con el ámbito 

jurídico, teniendo en cuenta las diversas y únicas formas en que cada víctima 

experimenta su sufrimiento. 

 

Por otro lado, como ya se mencionó en los resultados del objetivo específico 

1, el derecho a la buena reputación es un bien innato del ser humano, fundamental 

para su personalidad y dignidad, protegiendo contra juicios de valor dañinos (Raúl 

Chaname)195. Es un sentimiento de aprecio propio vinculado a la conciencia de la 

propia dignidad moral (Patricia Laurenzo)196. Este derecho abarca a todas las 

personas sin discriminación (Climent Gallard)197. Además, es un valor objetivo que 

el Estado debe garantizar y respetar mediante mecanismos procesales: 

indemnización civil por daños, querella penal para sancionar, y procesos 

constitucionales de amparo para restituir el derecho (Cesar Landa)198. 

 

De lo expuesto, resulta oportuno señalar cómo se protege el derecho a la 

buena reputación de las personas investigadas en los delitos de afectación 

psicológica, cognitiva o conductual de la búsqueda de trabajos de investigación 

tenemos los siguientes hallazgos:  

 

 

 

 
195 Véase referencia 51. 
196 Véase referencia 55. 
197 Véase referencia 57. 
198 Véase referencia 58. 
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Autores Título Hallazgo 

 

Sofronov y 

Kholstinin199. 

Comprensión filosófica y 

jurídica de los conceptos: 

imagen, icono, imagen, 

honestidad, reputación, sus 

manifestaciones en el 

derecho procesal penal. 

Se propone el concepto de "reputación" como 

categoría jurídica, y su introducción se basa en 

la confianza en relación con la situación 

procesal de los participantes en el proceso 

penal. 

José Carangui y 

Marcelo 

Torres200. 

La vulneración del derecho 

a la defensa, frente al mal 

uso de las medidas de 

protección por parte de la 

víctima en violencia contra 

las mujeres. 

Otorgarse medidas de protección como las 

boletas de auxilio de manera inmediata y sin 

una investigación previa, se vulnera el derecho 

a la defensa del investigado. Esto deja al 

presunto agresor en indefensión, sin poder 

justificar los hechos que se le imputan 

Mariano 

Valdivia 

Valdarrago201 

El dilema de la imputación 

en el delito de agresión 

contra la mujer o contra un 

integrante del grupo 

familiar 

La redacción de los tipos penales que buscan 

sancionar la violencia contra la mujer, como el 

artículo 122-B del Código Penal peruano, 

incorpora un alto contenido normativo que abre 

la posibilidad a interpretaciones. Esto genera 

problemas a los operadores de justicia al 

momento de efectuar una imputación correcta 

(Esto sugiere que no siempre se protege 

adecuadamente la reputación de los 

investigados). 

Beltrán Vallejo 

y Angela 

Viviana202 

Aplicación de la 

conciliación en delitos de 

violencia psicológica 

contra la mujer y miembros 

del núcleo familiar y la 

rehabilitación social del 

infractor 

Por un lado, se argumenta que en varios casos 

las personas, especialmente hombres, son 

condenadas por el delito de violencia 

psicológica sin que se haya configurado 

realmente el delito, lo que deja en indefensión 

al presunto agresor y no respeta sus derechos 

(Esto implica que la legislación actual no 

contempla mecanismos para proteger la 

reputación de los investigados que rectifican su 

comportamiento). 

Lindura 

Sánchez, 

Yolanda Soliz y 

La violencia psicológica 

contra la mujer o miembros 

del núcleo familiar y la 

El artículo 157 del Código Orgánico Integral 

Penal no permite que en este tipo de delitos las 

personas que hayan tenido su conducta 

 
199 GV Sofronov y RN Kholstinin, "Comprensión filosófica y jurídica de los conceptos: imagen, 

icono, imagen, honestidad, reputación, sus manifestaciones en el derecho procesal 

penal", Revista de Derecho y Administración (2023). 
200 José Miguel Carangui Vásquez y Marcelo Torres Wilchez, “La vulneración del derecho a la 

defensa, frente al mal uso de las medidas de protección por parte de la víctima en violencia contra 

las mujeres”, ConcienciaDigital 6, no. 3 (2023). 
201 Mariano Rodolfo Valdivia Valdarrago, “El dilema de la imputación en el delito de agresión 

contra la mujer o contra un integrante del grupo familiar”, Ius Vocatio 5, no. 5 (2022). 
202 Beltrán Vallejo y Ángela Viviana, “Aplicación de la conciliación en delitos de violencia 

psicológica contra la mujer y miembros del núcleo familiar y la rehabilitación social del 

infractor” (tesis, Universidad Regional Autónoma de los Andes, 2019). 
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Autores Título Hallazgo 

Blancanieves de 

las Mercedes203 

aplicación del principio de 

oportunidad. 

adecuada puedan acogerse a solución de 

conflictos o un principio de oportunidad, lo que 

refleja una "drasticidad absoluta sin dar 

oportunidad a que reivindique el agresor". 

Jorge Lárico 

Portugal204 

La consecuencia jurídica 

penal debido al 

incumplimiento de 

medidas de protección por 

hechos de violencia 

familiar y contra la mujer. 

Se concluye que hay una falta de claridad y 

efectividad en las sanciones por incumplir las 

medidas de protección para víctimas de 

violencia familiar y contra la mujer. El autor 

propone que, debido al concurso de leyes entre 

el delito de violencia familiar y la 

desobediencia a la autoridad, se aplique la 

agravante del delito de violencia familiar para 

garantizar una mejor protección a las víctimas 

y un cumplimiento más efectivo de las 

medidas. 

Eva Díez 

López205 

Víctimas de Violencia de 

Género: Resistencias a la 

Aplicación Efectiva de sus 

Derechos Jurídico-Penales 

Destaca los desafíos en la aplicación de la ley 

en casos de violencia de género, como la falta 

de asistencia legal al denunciar, la 

minimización de la violencia psicológica y 

sexual, la carga incriminatoria sobre las 

víctimas y la revictimización en casos de 

contradenuncias. Se señala también la 

presencia de prejuicios y estereotipos, así como 

la falta de capacitación especializada entre los 

aplicadores del derecho. A pesar de los avances 

legislativos, persiste una resistencia cultural 

arraigada en la discriminación de género. 

Andrey 

Sobchenko206 

La Protección del Derecho 

al Honor, a la Intimidad 

Personal y Familiar y a la 

Propia Imagen en España y 

en Rusia: Comparación de 

Dos Sistemas 

La legislación en España y Rusia enfrenta 

desafíos por ser considerada obsoleta frente al 

desarrollo tecnológico e internet. Falta claridad 

en definiciones legales, especialmente en 

temas como cámaras ocultas y registros de 

morosos. Se propone modificar la legislación 

para mejorar la protección de derechos como la 

reputación y regular el uso de tecnologías 

digitales de manera efectiva. 

 
203 Lindaura Mercedes Sánchez, Yolanda Carmen Soliz y Blancanieves de las Mercedes, “La 

violencia psicológica contra la mujer o miembros del núcleo familiar y la aplicación del principio 

de oportunidad” (2018). 
204 Véase referencia 46. 
205 Véase referencia 6. 
206 Véase referencia 8. 
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Autores Título Hallazgo 

Silvia Liliana 

Del Pilar De La 

Cruz Osorio207 

Ineficacia de los informes 

psicológicos del CEM en 

los casos de violencia 

psicológica contra las 

mujeres, Lima 

Los informes del CEM no cumplen con 

estándares médico-legales, los psicólogos 

carecen de capacitación adecuada, causando 

revictimización y falta de claridad en los 

informes, llevando al archivo de casos. Se 

sugiere mejorar la capacitación del personal, 

establecer protocolos contra la revictimización 

y fortalecer la validez jurídica de los informes 

psicológicos en casos de violencia familiar. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 7. Análisis de trabajos de investigación relacionados a la protección del 

derecho constitucional a la buena reputación de investigados en delitos de 

violencia psicológica. 
 

De la Tabla 7 podemos indicar que se resalta la necesidad urgente de 

proteger la reputación de los investigados en procesos penales, garantizar el derecho 

a la defensa adecuada, clarificar y mejorar la redacción de tipos penales 

relacionados con la violencia de género, y fortalecer la capacitación y sensibilidad 

de los operadores de justicia frente a estos temas. 

 

4.2.1.2. Análisis de la legislación positiva nacional, internacional y comparada 

 

En cuanto a la modalidad delictiva de afectación psicológica, cognitiva o 

conductual que no califiqué como daño psíquico, el artículo 122-B208 del Código 

Penal lo tipifica como “agresiones en contra de la mujeres o integrantes del grupo 

familiar” siempre que se de en las situaciones que señala el artículo 108-B del 

mismo cuerpo legal, siendo estas situaciones las siguientes: (i) violencia familiar, 

(ii) coacción, hostigamiento o acoso sexual, (iii) abuso de poder, confianza o 

cualquier otra posición o relación que otorgue autoridad al agente, y (iv) cualquier 

modo de discriminación contra la mujer, sin importar si ha existido o no una 

relación conyugal o de convivencia con el agresor. 

 

 
207 Véase referencia 12. 
208 Código Penal, Decreto Legislativo 635/1991, art. 122-B. 
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Al igual que el delito de daño psicológico, el delito de afectación 

psicológica, cognitiva o conductual según el artículo 124-B del Código Penal209 y 

el artículo 13 del Reglamento210 de la Ley 30364 puede determinarse mediante 

examen pericial u otro tipo de valor probatorio similar emitida por entidades 

públicas o privadas especializadas en el tema, sin necesidad de compararse con el 

daño psíquico.  

 

La Guía de Evaluación Psicológica Forense del Ministerio Público211 define 

a la afectación psicológica como las consecuencias psicológicas producto de la 

violencia que pueden superar la capacidad de adaptación de una persona y afectar 

su funcionamiento personal, familiar, social, laboral y/o académico, causando 

desajustes. Estas consecuencias pueden presentarse como signos y síntomas de 

trastornos clínicos completos o incompletos, como el trastorno por estrés 

postraumático, trastorno por estrés agudo, trastornos de ansiedad, entre otros 

listados en el CIE 11 y DSM-V.  

 

Asimismo, la Guía refiere que la afectación psicológica se manifiesta en 

componentes: (i) cognitivos (alteraciones en percepción, pensamiento, memoria, 

atención, lenguaje y aprendizaje), (ii) conductuales (reducción de interacciones 

sociales, comunicación, toma de decisiones, aislamiento, resolución de problemas) 

y (iii) emocionales (autoestima, motivación, emociones y sentimientos). 

 

Para considerar la afectación psicológica en casos de violencia la Guía212, 

señala que es esencial: 

 

 
209 Véase referencia 45. 
210 Véase referencia 115. 
211 Ministerio Público – Fiscalía de la Nación, Guía de Evaluación Psicológica Forense en casos de 

violencia contemplados en el marco de la Ley 30364 (Lima: Ministerio Público, 2021), 18. 
212 Ministerio Público, Guía de Evaluación Psicológica Forense en casos de violencia contemplados 

en el marco de la Ley 30364, 21. 
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(i) Se debe confirmar que el incidente denunciado sea un acto de violencia 

(ya sea único o recurrente) y no un simple conflicto. 

 

(ii) Evaluar que las consecuencias psicológicas (signos y síntomas) estén 

vinculadas al acto de violencia y afecten alguna área de funcionamiento 

(personal, social, familiar y/o laboral), manifestándose como un cuadro 

clínico completo (según CIE o DSM) o como signos y síntomas de un 

cuadro clínico incompleto. 

 

(iii) Identificar la presencia de factores mediadores o preexistentes (como 

traumas anteriores o condiciones clínicas previas) que puedan influir en 

la aparición de las consecuencias psicológicas asociadas a los hechos 

denunciados. 

 

Este delito al igual que el daño psíquico se incorporan en nuestro 

ordenamiento jurídico para proteger la integridad y bienestar de las mujeres, 

conforme a la Constitución del Perú y tratados internacionales como la Convención 

de Belém do Pará, el Convenio 190, y la CEDAW213. 

 

Por su parte, el derecho a la buena reputación como ya ha sido explicado 

está reconocido en el artículo 2 de la Constitución del Perú, desarrollado en el 

Código Civil y Penal, y protegido por tratados internacionales como la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

 

En tal sentido, recurriremos a la legislación comparada y nacional para 

determinar cómo se protege el derecho a la buena reputación frente al delito de la 

afectación psicológica, cognitiva o conductual, como se procede a detallar:  

 
213 Los referidos tratados han sido abordados en su plenitud en los resultados del Objetivo Especifico 

1 sobre el análisis de la legislación nacional y comparada. 
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País Hallazgo 

España 

● La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género214 establece medidas de protección a las víctimas, pero también garantías 

para los investigados, como el respeto de los principios de contradicción, 

audiencia y defensa. 

● La Ley de Enjuiciamiento Criminal215 regula el proceso penal, incluyendo la 

presunción de inocencia, el derecho de defensa, asistencia jurídica gratuita de los 

investigados. 

Italia 

● La Ley sobre Medidas contra la Violencia en las Relaciones Familiares216 

contemplan medidas de protección a víctimas, que buscan garantizar su 

seguridad. 

● El Código de Procedimiento Penal217 consagra derechos del investigado como la 

presunción de inocencia y el derecho a no autoincriminarse. 

Alemania 

● La Ley de Protección contra la Violencia218 establecen medidas de protección a 

las víctimas, así como garantiza un proceso justo y el derecho de defensa de los 

investigados. 

● El Código Procesal Penal219 regula el proceso penal, incluyendo derechos del 

investigado como la presunción de inocencia asegurando que el Estado debe 

probar su culpabilidad y el derecho de defensa que garantiza a contar con un 

abogado durante todo el proceso, a que se informe los cargos y presentar pruebas. 

Argentina 

● La Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra las Mujeres220 contempla medidas de protección a las víctimas. 

● El Código Procesal Penal de la Nación Argentina221 consagra derechos del 

investigado como la presunción de inocencia y el derecho de defensa. 

Brasil 

● La Ley María da Penha222 establece medidas de protección a víctimas de 

violencia doméstica y familiar contra la mujer. 

● El Código de Proceso Penal223 regula el proceso penal, incluyendo derechos del 

investigado como la presunción de inocencia y el derecho de defensa. 

 
214 Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, Ley Orgánica 1/2004, art. 

68. 
215 España, Real Decreto, Ley de Enjuiciamiento Penal, aprobado el 14 de setiembre de 1882, art. 

118. 
216 Italia, Parlamento, Ley sobre Medidas contra la Violencia en las Relaciones Familiares en Italia, 

Ley 154/2001, aprobado el 4 de abril de 2001. 
217 Italia, Presidente de la República, Código de Procedimiento Penal, Decreto 447/1988, aprobado 

el 24 de octubre de 1989. 
218 Alemania, Bundestag, Gewaltschutzgesetz, Ley de Protección contra la Violencia, aprobado el 

11 de diciembre de 2001. 
219 Alemania, Bundestag, Strafprozessordnung, Código Procesal, aprobado 1 de agosto de 1950. 
220 Véase referencia 133. 
221 Argentina, Congreso Nacional, Código Procesal Penal, Ley 27.063, aprobado el 4 de diciembre 

de 2014, art. 1 y 104. 
222 Véase referencia 135. 
223 Brasil, Presidencia de la República, Código de Procedimiento Penal, Decreto Ley 3.689 

modificado por la Ley 12.403, aprobado el 4 de mayo de 2011. 
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País Hallazgo 

Colombia 

● La Ley 1257 de 2008224 dicta normas de sensibilización, prevención y sanción 

de formas de violencia y discriminación contra las mujeres. 

● La Ley 906 de 2004225 consagra derechos del investigado como la presunción de 

inocencia y el derecho de defensa en sentido amplio. 

Perú 

● Código Procesal Penal226 establece el derecho del imputado a la presunción de 

inocencia, lo que implica que no puede ser presentado como culpable antes de la 

sentencia, de igual modo el derecho a la defensa en todas las etapas del proceso 

penal. 

● El Texto Único Ordenado de la Ley 30364227 establece que los medios de 

comunicación deben evitar la revictimización y la estigmatización de las 

víctimas. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 8. Análisis de legislación relacionado a la protección del derecho a la 

buena reputación en los delitos de afectación psicológica. 
 

De la Tabla 8 se puede concluir que las legislaciones abordadas ofrecen un 

marco legal integral que protege tanto a las víctimas de violencia como a los 

derechos de los investigados, asegurando la presunción de inocencia y el derecho 

de defensa durante los procesos judiciales, no haciendo referencia a la protección 

de la reputación de forma taxativa.  Estas legislaciones también incluyen 

disposiciones para evitar la revictimización y la estigmatización de las personas 

implicadas, promoviendo un tratamiento justo y respetuoso en casos de violencia y 

discriminación. 

 

4.2.1.5. Análisis de la jurisprudencia nacional, internacional y comparada 

 

En este punto realizaremos un análisis de la jurisprudencia del delito de 

afectación psicológica, cognitiva o conductual y del derecho a la reputación, para 

luego de ello abordar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación en 

la investigación de los referidos delitos. 

 
224 Véase referencia 138. 
225 Colombia, Congreso de la República, Código de Procedimiento Penal, Ley 906/2004, aprobado 

el 31 de agosto de 2004, art.7-8. 
226 Perú, Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957/2004, art. 71. 
227 Perú, Decreto Supremo 004-2020-MIMP, art.61. 
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La Corte Suprema a través del Acuerdo Plenario 2-2016/CJ-116228 señala 

que el artículo 122-B del Código Penal aborda la afectación psicológica como delito 

cuando se causa daño a mujeres o miembros del entorno familiar, considerando 

síntomas conductuales y cognitivos, pero omitiendo explícitamente los síntomas 

emocionales.  

 

En el mismo Acuerdo Plenario se establece que la determinación de la 

afectación psicológica se realiza mediante peritajes objetivos, sin equipararse al 

daño psíquico severo. Los especialistas del Instituto de Medicina Legal y otros entes 

emiten informes que son fundamentales en los procesos judiciales para evaluar el 

impacto psicológico, aunque la ley no diferencia entre actos únicos y repetitivos de 

violencia en términos de sanción. 

 

Asimismo, la Corte Suprema229 indica que el delito establecido en el artículo 

122-B del Código Penal protege varios bienes jurídicos, aunque con enfoques 

diferentes según el contexto. En el caso de violencia de género, se salvaguarda la 

integridad física y la salud de las mujeres, garantizando su derecho a una vida libre 

de violencia según la Convención de Belém do Para y las leyes nacionales. Además, 

se promueve la igualdad y el libre desarrollo de la personalidad femenina, 

combatiendo discriminaciones, estigmas y prácticas culturales que perpetúan la 

subordinación y la inferioridad de las mujeres. De igual modo, la Corte Suprema 

señala que impedir que el padre vea a sus hijos constituye una afectación 

psicológica230. 

 

 
228 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Acuerdo Plenario Extraordinario 2-

2016/CIJ-116, fundamento jurídico 38-41. 
229 Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, XI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales 

Permanente, Transitoria y Especial, Acuerdo Plenario 09-2019/CIJ-116. [Acuerdo Plenario], 

fundamento jurídico 23. 
230 Corte Suprema de Justicia de la República, Casación 515-2022/Lima. [Sentencia de casación], 

fundamento jurídico 2.6. 
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A nivel internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el 

Caso Castro Castro vs. Perú231, enfatiza que las mujeres detenidas deben ser 

protegidas de toda forma de violencia y discriminación, incluyendo la violencia 

basada en el sexo, que abarca daños físicos, mentales. o sexuales, amenazas, 

coacción y privación de la libertad. Deben ser supervisadas por oficiales femeninos 

y recibir condiciones 

 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW), en el Caso Gonzales y otros vs. 

México232, define la discriminación contra la mujer como la violencia basada en el 

sexo, dirigida contra ella por ser mujer o que la afecta desproporcionadamente, 

impidiéndoles disfrutar de derechos en igualdad. En el Caso Velásquez, la Corte 

Interamericana critica el estereotipo de "crimen pasional", que justifica la violencia 

contra la mujer culpabilizando a la víctima. Rechaza estas prácticas estatales, 

considerándose discriminatorias e incompatibles con los derechos humanos 

internacionales233. 

 

Por otro lado, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el Caso Talpis 

vs Italia234 se ha establecido que la falta de protección estatal contra la violencia 

doméstica vulnera el derecho de las mujeres a la igualdad de protección legal, 

incluso sin intención explícita. La pasividad judicial y policial que perpetúa un 

clima propicio para la violencia doméstica constituye discriminación, reflejando 

una tolerancia inaceptable hacia la violencia. Y en el Caso Opuz vs. Turquía235 los 

 
231 Corte IDH, Caso del Penal Castro Castro vs. Perú, Sentencia de 25 de noviembre de 2006 

(Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C No. 160, párrafo 303. 
232 Corte IDH, Caso Gonzáles y otras ("Campo algodonero") vs. México, Sentencia de 16 de 

noviembre de 2009 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C No. 205, 

párrafo 395 y 401. 
233 Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 24 de agosto de 2017, 

párrafo 171. 
234 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Talpis vs. Italia, Sentencia de 2 de marzo de 2017, no. 

41237/14, párrafo 141. 
235 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Opuz vs. Turquía, Sentencia de 9 de junio de 2009, no. 

33401/02, párrafo 147. 
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derechos del agresor no pueden tener más importancia que el derecho fundamental 

a la vida de la víctima, en este caso la policía y fiscales no tomaron medidas 

apropiadas para proteger a la víctima, lo que refleja una falta de respuesta adecuada 

frente a la violencia doméstica. 

 

En relación con el derecho a la reputación, se ha señalado en el análisis del 

objetivo específico 1 los principales criterios jurisprudenciales, por lo que, 

podríamos resumir que el Tribunal Constitucional y la Corte Suprema destacan la 

importancia de la buena reputación como parte de la dignidad humana, 

diferenciando entre el honor interno protegido por la injuria y el honor externo 

afectado por la calumnia y la difamación. A nivel internacional, se requiere un 

equilibrio entre proteger el derecho a la reputación y garantizar la libertad de 

expresión, aplicando criterios de proporcionalidad. 

 

De lo antes expuesto, se procederá a indicar los hallazgos obtenidos en la 

jurisprudencia nacional y comparada sobre la protección del derecho a la buena 

reputación en los delitos de afectación psicológica, cognitiva o conductual, que 

procedemos a señalar: 

 

 

 

Fuente Hallazgo 

España Tribunal 

Supremo, Sala 

Primera Civil236. 

El derecho al honor protege la reputación personal contra 

expresiones insultantes o vejaciones que causen descrédito. Sin 

embargo, no es absoluto y puede limitarse por las libertades de 

expresión e información. En caso de conflicto, se debe 

ponderar constitucionalmente, evaluando la intensidad y 

trascendencia del impacto en cada derecho para resolver el 

caso. 

España  Tribunal 

Constitucional
237. 

Para proteger el derecho a la intimidad y autodeterminación 

informativa, se considera adecuada la medida de prohibir la 

indexación de datos personales en motores de búsqueda 

 
236 Tribunal Supremo de España, Sala de lo Civil, STS 69/2016, 16 de febrero de 2016, [Sentencia]. 
237 Tribunal Constitucional de España. Sentencia 58/2018, 4 de junio de 2018. 
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Fuente Hallazgo 

internos de medios digitales, limitando así la difusión de 

noticias lesivas sin alterar su contenido. Esto garantiza el 

acceso a la información pública de manera proporcional, sin 

necesidad de anonimizar la noticia. El recurso de amparo es 

parcialmente estimado, por vulnerar el derecho a la protección 

de datos, en relación con los derechos al honor y a la intimidad. 

Colombia Corte 

Constitucional
238. 

La Comisaría de Familia vulneró los derechos de la agraviada 

al no informarle que tenía derecho a no ser confrontada con su 

expareja en procesos de violencia intrafamiliar, intensificando 

su indefensión y vulnerando sus derechos fundamentales. Esta 

omisión pudo causar daño emocional al obligarla a enfrentarse 

con su presunto agresor, incurriendo en actos de violencia 

institucional. 

Argentina Superior 

Tribunal de 

Justicia de 

Formosa239 

Las redes sociales facilitan la difusión irresponsable de 

contenido íntimo con el propósito de dañar la reputación 

mediante burlas, acoso o chantaje sexual, tipificado como 

violencia de género según la Ley 26.485. Esta práctica permite 

a los agresores mantener el anonimato y alcanzar a numerosas 

personas para ridiculizar y humillar a las víctimas, causándoles 

daño psicológico y perpetuando desigualdades de género. 

Perú  Tribunal 

Constitucional y 

Corte 

Suprema240 

El artículo 2.7 de la Constitución garantiza el derecho al honor, 

la reputación, la intimidad y la rectificación frente a 

información inexacta o agraviante en medios de comunicación. 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional y normativas 

internacionales como la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos respaldan este derecho, asegurando que las 

personas afectadas puedan exigir rectificación de manera 

proporcional y efectiva, sin que el medio pueda agregar 

opiniones adicionales que desvirtúen la rectificación solicitada. 

Por su parte la Corte Suprema, señala que la presentación 

pública de los detenidos por la presunta comisión de un delito 

causa un daño irreparable a su dignidad y presunción de 

inocencia, ya que el estigma de ser presentado como 

delincuente se mantiene incluso si posteriormente son 

absueltos 

Fuente: Elaboración propia. 

 
238 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-326/2023, 25 de agosto de 2023, fundamento 

jurídico 96-101. 
239 Superior Tribunal de Justicia de Formosa, Fallo 25/2017 "T. A. E. C/L. C. M. S/ Violencia 

Familiar-O.V.I-", 17 de febrero de 2017 [Sentencia]. 
240 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 0098-2022-PA/TC, 21 de febrero de 2023. 

Corte Suprema de Justicia de la Republica del Perú, Sentencia Acción Popular 16682-2016, 

Lima, 12 de abril de 2017. 
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Tabla 9. Análisis de jurisprudencia comparada relacionado a la protección del 

derecho constitucional a la buena reputación en los delitos de afectación 

psicológica, cognitiva o conductual. 

 

De la Tabla 9 podemos concluir que los derechos fundamentales a la buena 

reputación, honor, intimidad y protección de datos son cruciales en contextos de 

difusión de información lesiva, especialmente en medios digitales y redes sociales. 

La ponderación constitucional entre estos derechos y las libertades de expresión e 

información es fundamental para resolver conflictos, asegurando una protección 

equilibrada y proporcional.  

 

Es imperativo que las medidas legales y judiciales garanticen la rectificación 

oportuna y adecuada frente a información inexacta o agraviante, respetando los 

estándares internacionales de derechos humanos. Asimismo, es inconstitucional 

presentar públicamente a las personas detenidas por la presunta comisión de un 

delito. 

 

4.2.2. Guía de entrevista 

 

De las entrevistas realizadas a los expertos informantes, tenemos las 

siguientes respuestas:  

 

Entrevistado(a) 

1. A criterio de usted. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva 

la buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos 

que involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales 

(violencia psicológica)? 

Participante 1 
Reparación económica de denunciados que se archivó su denuncia y 

terapia obligatoria a denunciante como sanción por su mal proceder. 

Participante 2 

Podría darse mediante la reparación económica ya que ante los 

procedimientos legales iniciados existirá un menoscabo de su derecho 

al honor. 

Participante 3 

Se sugiere promover que el uso de registros de agresores solo sea 

activado en casos de resoluciones consentidas o ejecutoriadas a efectos 

de no vulnerar el derecho a la presunción de inocencia. 

Participante 4 
Sería ideal que se cree un registro paralelo de personas agresoras cuyos 

casos de violencia psicológica, cognitiva o conductual han sido 
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Entrevistado(a) 

1. A criterio de usted. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva 

la buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos 

que involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales 

(violencia psicológica)? 

archivados y tienen disposición de consentida; y, a la vez que sea de 

acceso inmediato por parte de las autoridades estatales e incluso de las 

instituciones privadas. 

Participante 5 

Sencillo, si lo que se quiere es garantizar de manera efectiva el derecho 

constitucional a la buena reputación de los presuntos agresores, se debe 

tasar o prescribir en una norma (civil o especial: violencia familiar); sin 

dejar de precisar, que existe la responsabilidad civil extracontractual, 

que podría ser un camino, o en determinados casos el delito de falsa 

denuncia o denuncia calumniosa, que también prevé la reparación civil 

(artículo 92 y 93 del Código Penal). 

Coincidencias 

Los participantes coinciden en la importancia de proteger el derecho al 

honor de los denunciados, en la necesidad de no vulnerar la presunción 

de inocencia, sugieren la creación de registro de agresores con archivo 

de investigación, asimismo, se coincide la responsabilidad civil por 

denuncia calumniosa. 

Discrepancias 
Los participantes discrepan que no se puede establecer reparaciones 

económicas que no esté establecida en la ley.  

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 10. Entrevista respecto a pregunta 1 del Objetivo Específico 2. 
 

 

 

 

 

Entrevistado(a) 

2. A criterio de usted. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales 

existen para proteger el derecho al honor y la buena reputación de 

los presuntos agresores cuando se ven afectados por delitos de 

violencia psicológica que pueden derivar en daño psíquico? 

Participante 1 
Podemos recurrir al habeas data (Rectificación de información que 

perjudicó al denunciado, así como la denuncia calumniosa (querella). 

Participante 2 
En el Perú actualmente existe el inicio de una querella por acción 

privada por delitos contra el honor. 

Participante 3 

El mecanismo va a depender de qué tipo de norma o acto es el que viene 

afectando el derecho al honor y la buena reputación. De ser una norma 

legal o infralegal, procederá una acción de inconstitucionalidad o una 

acción popular. Jurisprudencialmente se podría pensar en reforzar la 

presunción de inocencia desarrollando técnicamente que la imposición 

de mecanismos de protección a las víctimas no sea desplegado 
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Entrevistado(a) 

2. A criterio de usted. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales 

existen para proteger el derecho al honor y la buena reputación de 

los presuntos agresores cuando se ven afectados por delitos de 

violencia psicológica que pueden derivar en daño psíquico? 

mecánicamente sin justificarse en datos criminológicos (agresor) y 

victimológicos (víctima) la necesidad de los mecanismos en mención. 

Participante 4 

Actualmente se cuenta con las acciones privadas de querella por los 

delitos contra el honor: injuria, calumnia y difamación, asimismo el 

perjudicado puede denunciar el delito de denuncia calumniosa. 

Considero que se podría implementar el derecho a la rectificación vía 

carta notarial en estos casos de archivos de denuncias por violencia 

psicológica, cognitiva o conductual, así como está regulado cuando en 

los medios de comunicación se realiza conductas en desmedro del honor 

de un ciudadano 

Participante 5 

En el Código Penal se prevé los delitos que protegen el honor en 

específico el artículo 131 Calumnia y 132 Difamación, incluso se tiene 

el Acuerdo Plenario Nro. 03-2006/CJ-116. Ahora bien, por el delito en 

específico denunciado violencia psicológica que pueda derivar de daño 

psíquico. Podríamos decir que en específico se debe valorar la forma, 

modo y circunstancias como y porque se realiza la denuncia por estos 

supuestos. Deviniendo en algunos casos ya en el artículo 402 del 

Código Penal (denuncia calumniosa). 

Coincidencia 

Los participantes reconocen la importancia del derecho al honor y la 

buena reputación de las personas denunciadas, se señala las vías 

disponibles para la defensa de los denunciados (querella), sin embargo, 

se resalta la necesidad de establecer mecanismos de protección  con 

diferente enfoque. 

Discrepancia  

Existe discrepancia sobre la aplicación legal y los datos criminólogos y 

victimológicos para las medidas de protección de las víctimas y 

agresores. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 11. Entrevista respecto a pregunta 2 del Objetivo Específico 2. 

 

4.2.3. Discusión de resultados O.E.2: Determinar de qué manera se protege la 

buena reputación de los presuntos agresores frente a denuncias por los 

delitos de afectación psicológica, cognitiva o conductual. 

 



111 

 
 

 

 

 
 

Del análisis de la revisión literaria se tiene que Sofronov y Kholstinin241 

resaltan al derecho a la reputación como una categoría jurídica en la justicia penal, 

en donde se garantice su protección evitando condenas erróneas y/o la 

estigmatización social que afecte a los individuos ante posibles investigaciones. Es 

así como Sobchenko242 sugiere que la legislación se adecue a la protección de la 

reputación y derechos individuales en el contexto digital, para garantizar su 

vigencia. 

 

Mientras Carangui y Torres243 señala que se vulnera el derecho de defensa 

cuando en proceso de violencia familiar se emiten medidas de protección sin una 

investigación previa, reforzando esta idea Valdivia Valdarrago244 y argumenta que 

el artículo 122-B del Código Penal es ambiguo pudiendo generar interpretaciones 

erróneas que afecten al investigado y la eficacia de la protección de las víctimas de 

violencia de género, criterio que es compartido por Jorge Lárico Portugal245. 

 

Sumado a esto, la drasticidad de la legislación que limita la rehabilitación 

de los agresores como indica Sánchez, Soliz y De las Mercedes246. Es por esto, que 

existe desafíos en la aplicación de la ley de violencia contra la mujer, como es la 

necesidad capacitación de personal y establecer protocolos que eviten la 

revictimización de víctimas y fortalecer la validez jurídica de informes psicológicos 

de entidades del estado según Eva Dìez247, Chamba Parra y otros248, y De La Cruz 

Osorio249. 

 

 
241 Véase referencia 199. 
242 Véase referencia 206. 
243 Véase referencia 200. 
244 Véase referencia 201. 
245 Véase referencia 204. 
246 Véase referencia 203. 
247 Véase referencia 205. 
248 Véase referencia 204. 
249 Véase referencia 207. 
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Por otra parte, los resultados de la legislación comparada y nacional 

muestran que en los países analizados (España, Italia, Alemania, Argentina, Brasil, 

Colombia y Perú250) existen leyes que establecen medidas de protección para las 

víctimas de violencia de género, así como garantías procesales para los investigados 

o imputados. Estas leyes buscan proteger a las víctimas, pero también asegurar un 

debido proceso y el respeto a los derechos de los investigados, como la presunción 

de inocencia y el derecho de defensa. Es necesario resaltar que España garantiza los 

principios de contradicción, audiencia y defensa para la emisión de las medidas de 

protección. 

 

En relación con el análisis de la jurisprudencia comparada y nacional 

tenemos que España251 señala que ante el impacto del derecho al honor (reputación) 

y la libertad personal se requiere la ponderación constitucional, asimismo, sostiene 

prohibir la indexación de datos personales en motores de búsqueda digitales. Bajo 

este enfoque Perú252 sostiene que la presentación pública de personas detenidas es 

inconstitucional y ante la vulneración del derecho a la reputación en medios de 

comunicación se debe realizar la rectificación frente a dicha información inexacta. 

Aunado a ello, Argentina253 argumenta que la difusión irresponsable con el 

propósito de dañar la reputación de una persona (entiéndase presunto agresor) 

genera daño psicológico y se perpetúa la desigualdad de género. Mientras 

Colombia254 resalta que la omisión de funcionarios públicos (no informar que tenía 

derecho a no ser confrontada por el agresor) genera violencia institucional a las 

mujeres (daño emocional). 

 

Respecto a los expertos informantes señalan que se puede garantizar de 

manera efectiva el derecho constitucional a la buena reputación de los presuntos 

 
250 Véase referencia del 214 a 227. 
251 Véase referencia 236 y 237. 
252 Véase referencia 240. 
253 Véase referencia 239. 
254 Véase referencia 238. 
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agresores en casos de delitos que involucran afectaciones psicológicas, cognitivas 

o conductuales mediante: la reparación económica (Participante 1 y 2),  uso de 

registro de agresores con resolución consentida o ejecutoriada (Participante 3), se 

cree registro paralelo de personas agresores cuyas denuncias se archivaron 

(Participante 4) y tasar en la norma civil o especial la responsabilidad o recurrir a 

la responsabilidad civil extracontractual o reparación civil (Participante 5). 

 

De igual forma, los informantes señalan que los mecanismos legales y 

jurisprudenciales que existen para proteger el derecho al honor y la buena 

reputación de los presuntos agresores cuando se ven afectados por delitos de 

violencia psicológica que pueden derivar en daño psíquico son: Hábeas Data 

(Participante 1), inicio de querella por acción privada (Participante 1, 2, 4 y 5), 

implementar el derecho a la rectificación vía notarial (Participante 1 y 4), y, acción 

de inconstitucionalidad -norma legal- o acción popular -norma infralegal- 

(Participante 3). 

 

4.3. Respecto al O.G: Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena 

reputación de los presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

 

Habiendo desarrollado nuestros objetivos específicos en los que hemos 

abordado en su mayor amplitud los delitos de violencia psicológica que en nuestro 

ordenamiento jurídico están señalados como: (i) delitos de daño psíquico y (ii) 

delitos de afectación psicológica, cognitiva o conductual; y el derecho 

constitucional a la reputación. 

 

En esta oportunidad nos enfocaremos en analizar la afectación al derecho a 

la reputación ante el archivo de denuncias en los delitos de violencia psicológica. 

Para este análisis recurriremos a la doctrina, legislación y jurisprudencia nacional, 

internacional y comparada, para establecer nuestros hallazgos; así como, a las 
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opiniones de nuestros informantes y a la comparación de denuncias y casos 

archivados. 

 

4.3.1. Análisis documental 

 

Nuestro análisis documental partiremos de la doctrina, para seguir con la 

legislación y terminar con la jurisprudencia.  

 

4.3.1.1. Análisis en la doctrina nacional y comparada 

 

Como ya se ha definido el derecho a la buena reputación se refiere a la 

consideración y opinión que los demás tienen sobre alguien o algo, relacionada con 

el prestigio y la estima. Una buena reputación implica una opinión favorable y 

evidente de nuestra persona por parte de los demás, basada en nuestro 

comportamiento, esfuerzo profesional y contribución cívica, entre otros aspectos255. 

 

Este derecho de rango convencional y constitucional, al igual que otros tiene 

límites para Daniel Soto Gama256 la restricción de este derecho implica impedir la 

difusión pública de comentarios injuriosos contra cualquier individuo y mediante 

cualquier medio. Estas restricciones también afectan a las informaciones 

difamatorias y al delito de difamación. Por lo que, entendemos que vulnerar el 

derecho a la buena reputación tiene un ámbito de protección en el derecho penal, 

en determinadas situaciones. 

 

 
255 José Luis Málaga, "La frecuente vulneración del derecho al honor como consecuencia del recurso 

a la sátira en el Perú," Málaga Asesoría Legal, 18 de noviembre de 2015. 
256 Daniel Soto Gama, Principios Generales del Derecho a la Información (Toluca: Instituto de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 2010), 99. 
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Alejandro Villanueva257 aborda la protección de los derechos al honor, 

intimidad y propia imagen (reputación), señalando que se pueden recurrir al 

Tribunal Constitucional mediante amparo. Además, se mencionan las vías de 

protección civil y penal disponibles en España, destacando que la Ley Orgánica 

1/1981 inicialmente favorecía la vía penal por considerarla más robusta. Sin 

embargo, el Tribunal Constitucional subrayó el principio de intervención mínima 

del proceso penal, sugiriendo que agotarlo antes de iniciar un procedimiento civil 

podría tener resultados no deseados. 

 

Por lo que, Julio Rodríguez258 indica que en nuestro sistema legal se ofrece 

la posibilidad de exigir una rectificación en casos de violaciones al honor 

(entiéndase honor interno y externo) solo a través de medios de comunicación. La 

Ley 26847 regula este derecho, que debe ser solicitado de manera oportuna y 

proporcional a la información difundida, siendo obligatoria para el medio de 

comunicación implicado. 

 

En esa misma línea, Joan Josep Queralt259 destaca que el derecho a la buena 

reputación está mejor protegido en el ámbito civil que en el penal. Además, subraya 

que existen diversos mecanismos en la vía civil que pueden asegurar una protección 

más eficaz del honor, comparada con el procedimiento penal. 

 

En este sentido, podemos concluir que según los autores la protección de la 

vulneración del derecho a la buena reputación se puede dar mediante la vía penal 

en determinados casos, en la vía de rectificación solo cuando se ha difundido por 

 
257 Alejandro Villanueva-Turnes, "El derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y su 

choque con el derecho a la libertad de expresión y de información en el ordenamiento jurídico 

español," Dikaion 25, no. 2 (2016): 190-215. https://doi.org/10.5294/dika.2016.25.2.3. 
258 Julio Rodríguez Delgado, "Problemática Penal del Honor y de las Libertades de Información y 

de expresión: ¿Libertad de Información o libertinaje informativo?" Derecho y Sociedad 16 

(2001): 113-127, 117. 
259 Joan Josep Queralt Jiménez, Derecho Penal Español: Parte Especial, 33. ed. (Barcelona: 

Editorial Bosch, 1996), página 219 y ss. 
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los medios de comunicación, la vía constitucional mediante el proceso de amparo 

y la vía civil. 

 

Ahora bien, resulta relevante analizar cómo se garantiza la buena reputación 

de los presuntos agresores en el contexto de las disposiciones de archivo de los 

delitos de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual, según 

los hallazgos de diversos autores, los cuales procedemos a señalar: 

 

Autores Título Hallazgo 

Haesevoets, 

Folmer y 

Van Hiel260. 

¿Está la confianza en 

venta? La eficacia de la 

compensación 

financiera para reparar 

violaciones de la 

confianza basadas en la 

competencia y en la 

integridad. 

Efectividad de la compensación económica según el 

tipo de violación: La compensación económica puede 

ser efectiva para restaurar la confianza en casos de 

transgresiones que indican falta de competencia, pero 

no es efectiva para transgresiones que señalan falta de 

integridad. 

Dhaliwal, 

Patil y 

Cushman261. 

Beneficios 

reputacionales y 

cooperativos de la 

compensación de 

terceros 

Beneficios reputacionales de la compensación por 

terceros: La compensación a las víctimas por parte de 

terceros puede proporcionar mayores beneficios 

reputacionales y de elección de socios en comparación 

con el castigo a los perpetradores. Las personas 

prefieren socios sociales que compensen en lugar de 

castigar. 

Benjamin 

Zipursky262. 

Una teoría de los daños 

punitivos 

Los daños punitivos tienen un doble aspecto, que 

involucra aspectos tanto penales como civiles, y deben 

estar sujetos a un mayor escrutinio constitucional 

cuando el Estado impone un castigo. 

Mercedes 

Ortega y 

Cruz 

Peraza263. 

Violencia 

intrafamiliar: la 

reparación integral 

como un derecho en el 

Ecuador 

En Ecuador se reconoce la Reparación Integral como 

un derecho constitucional para las víctimas de 

violencia intrafamiliar, particularmente enfocado en 

mujeres. Esta reparación no se limita solo a 

compensaciones económicas, sino que busca restaurar 

 
260 Tessa Haesevoets, Chris Folmer, y Alain Van Hiel, "¿Está la confianza en venta? La eficacia de 

la compensación financiera para reparar violaciones de la confianza basadas en la competencia 

y en la integridad," PLoS ONE 10 (2015). 
261 Nathan A. Dhaliwal, Indrajeet Patil y Fiery Cushman, "Beneficios reputacionales y cooperativos 

de la compensación de terceros", Organizational Behavior and Human Decision Processes 164 

(2021): 27-51. 
262 Benjamin C. Zipursky. "Una teoría de los daños punitivos". Texas Law Review , 84 (2005): 105. 
263 Mercedes Angélica Ortega Pérez y Cruz Xiomara Peraza de Aparicio, "Violencia intrafamiliar: 

la reparación integral como un derecho en el Ecuador," Iuris Dictio 28 (2021): 1-12. 



117 

 
 

 

 

 
 

Autores Título Hallazgo 

a la víctima a su situación previa a los eventos de 

violencia, promoviendo su empoderamiento y 

recuperación integral tanto física como psicológica. 

Además, se destaca que este derecho es fundamental 

para enfrentar los efectos devastadores de la violencia 

intrafamiliar en el núcleo familiar y en la vida de las 

víctimas. 

Christian 

Pelchor-

Castro y 

Carmene 

Arévalo-

Vásquez264. 

La reparación integral 

y las prácticas 

judiciales en delitos de 

violación en la ciudad 

de Cuenca 

La reparación integral va más allá de compensaciones 

económicas, buscando restablecer la salud, autoestima 

y tranquilidad de las víctimas de crímenes, 

especialmente en casos de violencia sexual. Se critica 

que las reparaciones basadas únicamente en 

compensaciones monetarias no cumplen con el 

principio de reparación integral, que implica medidas 

proporcionales y específicas según el daño sufrido. Se 

subraya la obligación del Estado de activar estos 

mecanismos para garantizar la reintegración de las 

víctimas a la sociedad, conforme a normativas 

nacionales e internacionales y la jurisprudencia. 

Vetri, 

Levine, 

Vogel y 

Finley265. 

Derecho de los Delitos 

Civiles y Práctica 

Explora cómo el derecho civil estadounidense protege 

el derecho a la reputación mediante la indemnización 

por daños morales en casos de difamación y denuncias 

falsas. En su análisis examinan la veracidad de las 

declaraciones, la intención del demandado y el 

impacto en la reputación del demandante para 

determinar la existencia de difamación y cuantificar 

las compensaciones, incluyendo daños punitivos en 

casos excepcionales. 

George C. 

Christie266. 

La intersección de la 

responsabilidad 

extracontractual y el 

derecho constitucional 

y los derechos 

humanos 

Examina cómo la Primera Enmienda de la 

Constitución de EE.UU. influye en la responsabilidad 

civil por daños a la reputación, especialmente para 

figuras públicas. Antes del siglo pasado, la 

compensación por daño emocional era difícil sin daño 

físico, pero ahora la mayoría de las jurisdicciones 

permiten compensación por traumas emocionales, 

incluyendo los relacionados con la reputación. 

Christie explora cómo los tribunales navegan la 

 
264 Christian Andrés Pelchor-Castro y Carmen Elizabeth Arévalo-Vásquez, "La reparación integral 

y las prácticas judiciales en delitos de violación en la ciudad de Cuenca," MQRInvestigar 7, no. 

2 (2023): 181-1840. 
265 D. Vetri, LC Levine, J. Vogel, y L. Finley, Derecho de responsabilidad civil extracontractual y 

práctica, 2ª ed. Newark: LexisNexis, 2002., 2a ed. (Newark: LexisNexis, 2002). 
266 George C. Christie, "La intersección de la responsabilidad extracontractual y el derecho 

constitucional y los derechos humanos," La filosofía de la responsabilidad civil: Estudios sobre 

los fundamentos filosóficos-jurídicos de la responsabilidad civil extracontractual, 1a ed. [Carlos 

Bernal y Jorge Fabra] (2013): 591-608. 
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Autores Título Hallazgo 

intersección de moralidad, política y derecho al 

adjudicar casos de reputación y responsabilidad civil, 

destacando la importancia de entender los argumentos 

legales y morales subyacentes. 

Ana Lucia 

Heredia 

Muñoz267. 

¿Inoperancia del delito 

de acusación y 

denuncia 

falsas? 

Estudio sobre la 

problemática en torno a 

la falsedad 

Las reparaciones al derecho a la reputación por 

acusaciones y denuncias falsas incluyen la protección 

del funcionamiento de la Administración de Justicia y 

la tutela judicial efectiva del acusado. También se 

busca salvaguardar el honor y la reputación del 

individuo afectado por imputaciones falsas, 

garantizando así sus derechos fundamentales. Estas 

medidas buscan corregir los perjuicios causados y 

asegurar un proceso judicial justo para quienes son 

falsamente acusados. 

José Antonio 

Ramos 

Vázquez268. 

Análisis de la forma de 

aparición del delito de 

denuncia falsa (art. 456 

CP) a través de una 

muestra 

jurisprudencial (2010-

2019) 

El delito de denuncia falsa afecta gravemente la 

reputación de la persona acusada, requiriendo una 

sentencia absolutoria previa para su persecución. El 

análisis de más de doscientas sentencias condenatorias 

evidencia que la perspectiva de género puede 

proporcionar valiosas aportaciones para comprender 

este fenómeno, especialmente en el contexto de la 

violencia de género. 

Mónica 

Salame Ortiz 

y Silvia Del 

Pilar 

Santamaría
269 

La violencia 

psicológica y el 

derecho a la honra 

Se concluye que la violencia ejerce control sobre la 

víctima, quien a veces inicia procesos judiciales, pero 

luego se retracta, pudiendo dañar la reputación del 

agresor. Se propone una reforma legal enfocada en el 

derecho al honor y buen nombre, con sanciones para 

quienes no comparezcan injustificadamente en 

audiencias por violencia psicológica, y la posibilidad 

de indemnizaciones civiles. 

Laura 

Victoria 

García-

Matamoros y 

Walter 

Desarrollos recientes 

sobre daños punitivos 

en el derecho 

continental, en el 

common law, en el 

Sistema 

Interamericano de 

Derechos Humanos y 

Respecto a los daños punitivos indica que estos están 

diseñados no solo para compensar a la víctima, sino 

también para sancionar conductas intencionalmente 

maliciosas o escandalosamente indeseables. Se 

aplican en casos donde la conducta trasciende la 

negligencia ordinaria y exige un nivel de evidencia 

más alto "clear and convincing evidence". Se aplican 

con un estándar de prueba elevado y están sujetos a 

 
267 Ana Lucía Heredia Muñoz, "La inoperancia del delito de acusación y denuncia falsas: Estudio 

sobre la problemática en torno a la falsedad" (tesis de doctorado, Universidad Autónoma de 

Madrid, 2017). 
268 José Antonio Ramos Vázquez, "Análisis de la forma de aparición del delito de denuncia falsa 

(art. 456 CP) a través de una muestra jurisprudencial (2010-2019)," Revista Electrónica de 

Ciencia Penal y Criminología 23, no. 20 (2021): 1-56. 
269 Véase referencia 5. 
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Autores Título Hallazgo 

Arévalo- 

Ramírez270. 

en el derecho 

internacional 

límites monetarios para evitar abusos. Para garantizar 

su correcta aplicación, se proponen restricciones como 

la proporcionalidad, estándares probatorios más altos 

y unanimidad en los veredictos. 

Olga 

Alejandra 

Alcántara 

Francia271. 

Los “daños punitivos” 

y su incorporación al 

derecho Peruano: 

reflexión acerca de su 

utilidad en procesos 

por daños masivos 

Se menciona la incorporación de los daños punitivos, 

estos daños se caracterizan por buscar castigar y 

disuadir comportamientos irresponsables, podrían ser 

implementados en procesos judiciales que protegen 

intereses difusos. El artículo plantea que, aunque los 

daños punitivos superan el daño efectivamente 

causado, su inclusión en el marco legal podría reforzar 

el principio de reparación integral al actuar como una 

sanción por conductas negligentes, promoviendo así 

un comportamiento más responsable. 

Alicia Pretell 

Diaz272 

Tutela jurisdiccional 

de las víctimas de 

violencia familiar y el 

control difuso de 

convencionalidad 

Se demuestra la viabilidad de fortalecer la tutela 

jurisdiccional para víctimas de violencia familiar 

mediante el Control Difuso de Convencionalidad en la 

Corte Superior de Justicia de la Libertad. Se propone 

integrar estándares interamericanos y criterios de 

derechos humanos en el ordenamiento jurídico 

peruano para mejorar la protección de los derechos de 

las víctimas. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 12. Análisis de investigaciones científicas relacionados a la protección del 

derecho a la buena reputación de investigados en delitos de violencia 

psicológica. 
 

De la Tabla 12 los hallazgos reflejan una tendencia hacia una comprensión 

más integral de la reparación, donde la compensación económica no es la única 

solución. Se reconoce que es fundamental restaurar el bienestar emocional y social 

de las víctimas. Esto implica que, para implementar efectivamente estas medidas, 

necesitamos un enfoque multidimensional que tenga en cuenta no solo los derechos 

humanos, sino también las complejas dinámicas sociales actuales. Al final del día, 

 
270 Laura Victoria García-Matamoros y Walter Arévalo-Ramírez, “Desarrollos recientes sobre daños 

punitivos en el derecho continental, en el Common Law, en el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos y en el derecho internacional”, Revista de Derecho Privado (2019). 
271 Olga Alejandra Alcántara Francia, “Los daños punitivos y su incorporación al derecho peruano: 

reflexión acerca de su utilidad en procesos por daños masivos”, Revista Jurídicas 18, no. 2 

(2021): 27-41. 
272 Véase referencia 13. 
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se trata de ayudar a las personas a recuperar su dignidad y su lugar en la comunidad, 

asegurando que se sientan apoyadas y comprendidas en su proceso de sanación. 

 

4.3.1.3. Análisis de legislación positiva, internacional y comparada 

 

Siguiendo a Ernesto Villanueva273 menciona que en la legislación mexicana 

la protección al derecho a la reputación y el honor se encuentra regulado en dos 

vías: (i) el derecho civil a través de las obligaciones que se originan del 

comportamiento ilícito siendo su protección al daño moral y reparación moral; y 

(ii) el derecho penal mediante los delitos de injuria, calumnia y difamación. 

 

Asimismo, el autor realiza un estudio comparativo de la legislación en 18 

países latinoamericanos (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 

Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 

Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela), sobre difamación, 

calumnia, injuria y daño moral teniendo los siguientes resultados:  

 

(i) En cuanto a la difamación, 13 países tipifican este delito - Bolivia, 

Brasil, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 

Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y 

Venezuela-, mientras que cinco no lo hacen -Argentina, Chile, 

Colombia, México y Nicaragua-. Las sanciones varían, con seis países 

imponiendo pena de prisión, dos con multas, cuatro con penas mixtas y 

uno con otro tipo de sanción. 

 

(ii) Respecto a la calumnia, 15 países la tipifican - Argentina, Bolivia, 

Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 

 
273 Ernesto Villanueva, "El derecho de la información frente a los derechos de la personalidad," 

Biblioteca Jurídica Virtual, Derechos Reservados (C) 2011 IIJ-UNAM, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 

http://historico.juridicas.unam.mx/publica/rev/decoin/cont/11/art/art6.htm. 
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Honduras, Nicaragua, Panamá, Perú y Uruguay-, mientras que tres no 

lo hacen - México, República Dominicana y Venezuela-. Las penas 

incluyen prisión en cinco casos, multas en tres y penas mixtas en siete. 

 

(iii) La injuria está tipificada en 16 países, siendo México el único que no la 

contempla explícitamente y Argentina que deja a criterio del Juez. Las 

sanciones varían, con cinco países aplicando prisión, seis multas y cinco 

combinando ambas penas. 

 

(iv) En cuanto al daño moral, solo tres países lo definen explícitamente - 

México, Panamá y Paraguay-. Diez países hacen referencia al daño 

moral protegiendo el honor, crédito, reputación o imagen de las 

personas sin definirlo específicamente -Colombia, Costa Rica, 

Honduras, Nicaragua, República Dominicana y Uruguay-. Cinco países 

mencionan daño genérico, mientras que Venezuela es el único que 

establece la reparación moral de manera explícita. 

 

Por lo que el autor, del análisis realizado a la legislación latinoamericana 

comparada refiere que es necesario considerar la despenalización de los delitos que 

afectan el honor y la reputación, y buscar en el ámbito civil, mediante el 

reconocimiento del daño moral, la protección de derechos como la vida privada, el 

honor, la reputación, la propia imagen y la reparación moral correspondiente.  

 

En tal sentido, procederemos a señalar cómo la legislación comparada y 

tratados internacionales abordan mecanismos reparadores ante la vulneración de 

derechos fundamentales, en la siguiente Tabla: 
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Fuente Hallazgo 

Convenio Europeo de 

Derechos Humanos 

● En el artículo 41274 permite al Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos otorgar una "satisfacción equitativa" a las víctimas de 

violaciones de derechos humanos. Pueden incluir una compensación 

económica, medidas de rehabilitación y satisfacción, y protocolos 

adicionales (medidas específicas para garantizar derechos y prevenir 

violaciones). 

Convención 

Americana sobre 

Derechos Humanos 

● Según el artículo 63275 la Corte puede disponer que se otorgue una 

justa indemnización a la parte lesionada por la violación de un 

derecho o libertad protegidos por la Convención. También, puede 

ordenar medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y 

garantías de no repetición. 

África 

● La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos276 

establece que en caso de despojo, las personas tendrán derecho a la 

recuperación de su propiedad así como a una adecuada 

compensación. 

● El Protocolo de Maputo277 incluye medidas específicas para la 

rehabilitación y la satisfacción de las víctimas. 

Estados Unidos 

● Ley de Reclamaciones por Daños - Federal Tort Claims Act 

(FTCA)278 permite a individuos reclamar daños y perjuicios al 

gobierno de EE.UU. por acciones de sus empleados que violen 

derechos fundamentales, proporcionando medidas de compensación 

y rehabilitación. 

● Código de los Estados Unidos279 Permite a las víctimas de 

violaciones de derechos constitucionales demandar por daños y 

obtener medidas de reparación, incluyendo compensación 

económica y otras formas de restitución y rehabilitación. 

México 

● Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos280 se 

establece que el Estado es responsable de indemnizar por daños y 

perjuicios causados por sus servidores públicos y permite la 

compensación a los particulares por daños ocasionados por 

actividades administrativas irregulares. 

 
274 Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales, adoptada el 4 de noviembre de 1950, art. 41. 
275 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 63. 
276 Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos, Carta de Banjul, adoptada el 27 

de junio de 1981, art. 21.2. 
277 Comisión de la Unión Africana, Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 

Pueblos relativo a los Derechos de la Mujer en África, firmado el 11 de julio de 2003, en Maputo, 

Mozambique, y entró en vigor el 25 de noviembre de 2005. 
278 Estados Unidos, Congreso de los Estados Unidos, Ley de Reclamaciones por Daños - Federal 

Tort Claims Act (FTCA), aprobado el 2 de agosto de 1946. 
279 Estados Unidos, Código de los Estados Unidos, Título 42 (2020), § 1983. 
280 México, Congreso Constituyente, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

aprobado el 31 de enero de 1917, art. 109 y 113. 
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Fuente Hallazgo 

● Ley de Víctimas281 establece medidas para la reparación integral de 

las víctimas, incluyendo restitución, rehabilitación, satisfacción y 

garantías de no repetición. 

España 

● Constitución Española282 señala que los particulares tienen derecho 

a ser indemnizados por lesiones causadas por el funcionamiento de 

los servicios públicos, y que existe una protección judicial que 

permite la compensación por daños resultantes de la vulneración de 

derechos fundamentales. 

● Ley Orgánica del Poder Judicial283 dispone que los daños causados 

por error judicial, funcionamiento anormal de la Administración de 

Justicia o funcionamiento normal de los servicios públicos que 

causen daños injustificados deben ser indemnizados. 

● Código Civil284 establece la responsabilidad civil por daños 

causados, señalando que quien por acción u omisión cause daño a 

otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el 

daño causado. 

Francia 

● Código Civil285 establece que cualquier acto que cause un daño 

obliga al causante a repararlo, incluyendo violaciones de derechos 

fundamentales. 

Alemania 

● Ley Fundamental286 establece la responsabilidad del Estado por 

daños causados por la actuación ilícita de sus funcionarios, 

incluyendo la reparación económica y otras formas de restitución. 

● Código Civil287 señala que la obligación de indemnización por daños 

se aplica a quien, de manera intencional o negligente, lesione 

ilegalmente los derechos de otra persona, incluyendo su vida, 

cuerpo, salud, libertad o propiedad. Además, también se aplica a 

quien infrinja una ley destinada a proteger los derechos de otra 

persona, siempre y cuando haya culpa. 

Brasil 

● Constitución de Brasil288 garantiza el derecho a indemnización por 

daños materiales o morales resultantes de la violación de derechos 

fundamentales. 

 
281 México, Congreso General, Ley General de Víctimas, aprobada el 2 de enero de 2013, art. 1. 
282 España, Constitución Española de 1978, art 24 y 106.2. 
283 España, Congreso de los Diputados y Senado, Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley Orgánica 

6/1985, aprobada el 1 de julio de 1985, art. 292. 
284 España, Real Decreto, Código Civil, vigente 1 de mayo de 1889, art. 1902. 
285 Francia, Parlamento, Código Civil, modificado con Ley 2016/1321, aprobado el 7 de octubre de 

2016, art. 1240. 
286 Alemania, Consejo Parlamentario, Deutscher Bundestag, Ley Fundamental, aprobado el 23 de 

mayo de 1949, art. 34. 
287 Alemania, Parlamento del Reich, Bürgerliches Gesetzbuch BGB, Código Civil, aprobado el 18 

de agosto de 1896, § 823. 
288 Véase referencia 134. 
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Fuente Hallazgo 

● Ley de Responsabilidad del Estado289 indica que quien causa daño a 

otro por acto ilícito está obligado a repararlo. Además, deberá 

reparar el daño sin importar la culpa en los casos especificados por 

la ley o cuando su actividad implique un riesgo natural para los 

derechos de otros. 

Argentina 

● Constitución de Argentina290 prescribe que toda persona puede 

interponer una acción de amparo contra actos u omisiones que violen 

derechos y garantías, y el juez puede declarar la inconstitucionalidad 

de la norma aplicable. Esta acción también permite la protección 

contra la discriminación, la protección del ambiente y la corrección 

de datos falsos o discriminatorios en registros públicos o privados. 

Chile 

● Constitución Política291 indica cuando una persona condenada o 

procesada recibe un sobreseimiento definitivo o una sentencia 

absolutoria, y la Corte Suprema declara que la resolución fue 

injustificadamente errónea o arbitraria, tiene derecho a ser 

indemnizada por el Estado por los daños patrimoniales y morales. 

Colombia 

● Constitución Política de Colombia292 señala que el Estado debe 

indemnizar por daños antijurídicos causados por sus autoridades. Si 

el daño resulta de conducta dolosa o gravemente culposa de un 

agente, el Estado podrá reclamar el monto de la indemnización al 

agente responsable. 

Perú 

● Constitución Política del Perú293 indica la indemnización 

(compensación) según lo estipulado por la ley, se otorgará por 

errores judiciales en procesos penales y por detenciones arbitrarias, 

sin que se excluya la responsabilidad correspondiente. 

● Código Civil294 establece que toda persona que cause daño 

intencionalmente o por negligencia debe indemnizar a la víctima. 

Además, quien supervisa a otro es responsable solidariamente por 

los daños causados por el subordinado en el desempeño de sus 

funciones. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 13. Análisis de legislación nacional, internacional y comparada 

relacionado a la compensación económica como garantía de los derechos 

fundamentales. 
 

 
289 Brasil, Gobierno Federal, Código Civil Brasileiro, Ley 10.406/2022, aprobado el 10 de enero de 

2002, art. 927. 
290 Argentina, Convención Constituyente, Constitución de la Nación Argentina, aprobado el 1 de 

mayo de 1853, art. 43. 
291 Chile, Plebiscito Nacional, Constitución Política de la República de Chile, aprobado el 21 de 

octubre de 1980, art. 19.7.(i). 
292 Colombia, Constitución Política de Colombia 1991, art. 90. 
293 Perú, Constitución Política del Perú, art. 139.7. 
294 Perú, Código Civil, art. 1969 y 1981. 
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De la Tabla 13 en estos países, las leyes y marcos legales aseguran una 

reparación integral para las víctimas de violaciones de derechos fundamentales, 

incluyendo medidas de compensación económica, restitución, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición, garantizando así la protección y el 

restablecimiento de sus derechos.  

 

4.3.1.5. Análisis de la jurisprudencia nacional, internacional y comparada 

 

En el derecho internacional los derechos humanos se enfocan en proteger a 

las víctimas y reparar daños causados por los Estados, no en castigar a los culpables. 

Los Estados deben garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos, 

prevenir y sancionar violaciones, y reparar daños. En el caso de Manfredo 

Velásquez vs Honduras295 se incumplió estas obligaciones al no investigar 

adecuadamente su desaparición ni sancionar a los responsables, por lo que la Corte 

estableció el pago de una indemnización como compensación de los daños 

ocasionados296. 

 

Asimismo, en el Caso Barrios Altos vs Perú297 el Estado peruano acordó 

indemnizaciones pecuniarias exentas de impuestos para las víctimas y sus 

herederos, con medidas para garantizar su pago oportuno. Además, se comprometió 

a proporcionar prestaciones de salud y educativas, y adoptar otras medidas de 

reparación como la publicación de la sentencia y la construcción de un monumento 

 
295 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C 

no. 4, párrafo 63-732. 
296 Entiéndanse como una medida de restitución del derecho vulnerado, criterio abordado en diversos 

criterios de la Corte.  

Corte IDH, Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 72, párrafo 203; Corte IDH, Caso Palamara Iribarne vs. 

Chile, Sentencia de 22 de noviembre de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 135, 

párrafo 250-251; y, Corte IDH, Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, Sentencia de 30 de junio 

de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 197, párrafo 162-

165. 
297 Corte IDH, Caso Barrios Altos vs. Perú, Sentencia de 30 de noviembre de 2001 (Reparaciones 

y Costas), Serie C no. 87. 
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conmemorativo. De igual modo, se ha abordado otras medidas de restitución de 

vulneraciones a derechos humanos en el derecho internacional como son dejar sin 

efectos las Sentencias emitidas298. 

 

Ahora bien, según el Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos299, sobre la obligación de reparar 

integralmente los atentados contra los derechos humanos señala seis tipos de 

medidas que se pueden adoptar siendo estas:  

 

(i) Medidas de restitución: Entre ellas tenemos las de dejar sin efecto 

sentencias300. 

 

(ii) Medidas de rehabilitación: Como son las prestaciones de salud301, 

reparación de daños físico y psicológicos302, creación de instituciones 

especializadas para víctimas de violencia303, entre otros. 

 

(iii) Medidas de compensación: La que sean generadas por daño 

inmaterial304, las indemnizaciones 305, reparación a los daños en su 

 
298 Corte IDH, Caso Palamara Iribarne Vs. Chile, Sentencia de 22 de noviembre de 2005 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 135, párrafo 253; Corte IDH, Caso Fontevecchia y D'Amico 

Vs. Argentina, Sentencia de 29 de noviembre de 2011 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C 

no. 238, párrafo 105; Corte IDH, Caso Álvarez Ramos vs. Venezuela, Sentencia de 30 de agosto 

de 2019 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 380, párrafo 203 

entre otras. 
299 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos No. 32: Medidas de reparación (San José, C.R.: Corte 

IDH, 2021). 
300 Véase referencia 298. 
301 Corte IDH, Caso Barrios Altos vs. Perú, párrafo 42. 
302 Corte IDH, Caso 19 Comerciantes vs. Colombia, Sentencia de 5 de julio de 2004 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 109, párrafo 278. 
303 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agosto de 2010 

(Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 216, párrafo 253. 
304 Corte IDH, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, Sentencia de 26 de mayo de 2010 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 213, párrafo 252-253. 
305 Corte IDH, Caso Tenorio Roca y otros vs. Perú, Sentencia de 22 de junio de 2016 (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 314, párrafo 324. 
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cotidianidad (como el derecho a su reputación)306, en algunos casos la 

creación de programas que busquen reparar integralmente a las 

víctimas307. 

 

(iv) Medidas de satisfacción: Podríamos mencionar la publicación de 

sentencias308, actos públicos de reconocimiento de responsabilidad del 

Estado309, actos de preservar la memoria310 como la reputación y honra 

de un líder sindical311  y otras medidas de satisfacción (verbigracia: 

eliminación de antecedentes penales312). 

 

(v) Medidas de garantías de no repetición: Entres estas medias se presenta 

la de adecuar legislación interna con la finalidad de no violar derechos 

humanos313, el control de convencionalidad314, medidas de formación y 

 
306 Corte IDH, Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile, Sentencia del 24 de febrero de 2012 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 239, párrafo 298-299. 
307 Corte IDH, Caso Vásquez Durand y otros vs. Ecuador, Sentencia de 15 de febrero de 2017 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 332, párrafo 195. 
308 Corte IDH, Caso Cantoral Benavides vs. Perú, Sentencia de 3 de diciembre de 2001 

(Reparaciones y Costas), Serie C no. 88, párrafo 79; Corte IDH, Caso Molina Theissen vs. 

Guatemala, Sentencia de 3 de julio de 2004 (Reparaciones y Costas), Serie C no. 108, párrafo 

86; Corte IDH, Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala, Sentencia de 19 de noviembre 

de 2004 (Reparaciones), Serie C no. 116, párrafo 102. 
309 Corte IDH, Caso 19 Comerciantes vs. Colombia, párrafo 274; Corte IDH, Caso Kawas 

Fernández vs. Honduras, Sentencia de 3 de abril de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie 

C no. 196, párrafo 202; y, Corte IDH, Caso Olivares Muñoz y otros vs. Venezuela, Sentencia de 

10 de noviembre de 2020 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 415, párrafo 163. 
310 Corte IDH. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia, párrafo 272-273. 
311 Corte IDH, Caso Huilca Tecse vs. Perú, Sentencia de 03 de marzo de 2005 (Fondo, Reparaciones 

y Costas), Serie C no. 121, párrafo 113. 
312 Corte IDH, Caso Acosta Calderón vs. Ecuador, Sentencia de 24 de junio de 2005 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 129, párrafo 165. 
313 Corte IDH, Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina, Sentencia de 27 de agosto de 1998 

(Reparaciones y Costas), Serie C no. 39, párrafo 71; Corte IDH, Caso "La Última Tentación de 

Cristo" (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, Sentencia de 5 de febrero de 2001 (Fondo, 

Reparaciones y Costas), Serie C no. 73, párrafo 97-98; y, Corte IDH, Caso Caesar vs. Trinidad 

y Tobago, Sentencia de 11 de marzo de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 123, 

párrafo 132-133. 
314 Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, Sentencia de 26 de septiembre de 2006 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 154, párrafo 124; Corte 

IDH, Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, Sentencia de 

24 de noviembre de 2006 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C 

no. 158, párrafo 128; y, Corte IDH, Caso Radilla Pacheco vs. México, Sentencia de 23 de 
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capacitación a las funcionarios y servidores públicos315, base de datos 

para protección y monitoreo de personas desaparecidas316, 

implementación de defensores públicos para asistencia jurídica de 

calidad317, transformación de situaciones de discriminación estructural 

(verbigracia: las que se generan en pueblos indígenas318 o el impacto 

ambiental319, las mujeres320, proyecto de vida321), entre otras medidas. 

 

(vi) Obligación de investigar violación de derechos humanos: Tenemos las 

de investigación, determinación, enjuiciamiento y sanción de los 

responsables322 y la de determinación de paradero de víctimas323. 

 

 
noviembre de 2009 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 209, 

párrafo 338. 
315 Corte IDH, Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. Colombia, Sentencia de 15 de setiembre de 

2005, Serie C no. 134, párrafo 316; Corte IDH, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) 

vs. México, Sentencia de 16 de noviembre de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas), Serie C no. 205, párrafo 541. 
316 Corte IDH, Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador, Sentencia de 01 de marzo de 

2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 120, párrafo 189. 
317 Corte IDH, Caso Ruano Torres y otros vs. El Salvador, Sentencia de 5 de octubre de 2015 

(Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 303, párrafo 234. 
318 Corte IDH, Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala, párrafo 104; y, Corte IDH, Caso 

Masacres de Río Negro vs. Guatemala, Sentencia de 4 de setiembre de 2012 (Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 250, párrafo 285. 
319 Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Sentencia de 28 de noviembre de 2007 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 172, párrafo 194.  
320 Corte IDH, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, párrafo 450-455; Corte 

IDH, Caso Fernández Ortega y otros vs. México, Sentencia de 30 de agosto de 2010 (Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 215, párrafo 228-230.  
321 Corte IDH, Caso Mendoza y otros vs. Argentina, Sentencia de 14 de mayo de 2013 (Excepciones 

Preliminares, Fondo y Reparaciones), Serie C no. 260, párrafo 314. 
322 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, párrafo 176-181; Corte IDH, Caso Garrido 

y Baigorria vs. Argentina, párrafo 71-74; y, Corte IDH, Caso Carpio Nicolle y otros vs. 

Guatemala, Sentencia de 22 de noviembre 2004 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 

117, párrafo 131-135. 
323 Corte IDH, Caso De la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala, Sentencia de 24 de noviembre 

de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 211, párrafo 247-

249; Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 24 de agosto de 

2017 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 339, párrafo 209; 

y, Corte IDH, Caso Guachalá Chimbo y otros vs. Ecuador, Sentencia de 26 de marzo de 2021 

(Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C no. 423, párrafo 228-231. 
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En este sentido, procederemos a detallar cómo la jurisprudencia comparada 

y nacional han previsto medidas reparatorias ante la vulneración del derecho a la 

reputación, como se procede a detallar: 

 

 

 

 

 

 

País Fuente Hallazgo 

España 
Tribunal 

Constitucional324 

El Tribunal Constitucional ordena al diario "El País" 

desindexar los nombres completos de los afectados de los 

buscadores y sustituirlos por iniciales, garantizando así su 

derecho al olvido. Además, establece una indemnización para 

cada recurrente por el daño moral sufrido debido a la difusión 

indiscriminada de sus datos personales en internet. 

España 

Tribunal 

Supremo, Sala 

Primera Civil325. 

En caso de vulneración de derechos como el honor, la 

intimidad y la propia imagen, la jurisprudencia ha establecido 

una presunción "iuris et de iure" de daño moral, 

correspondiendo al tribunal determinar la cuantía de la 

indemnización. 

Los tribunales deben considerar la gravedad del daño y la 

extensión de la lesión para cuantificar adecuadamente los 

daños morales, evitando compensaciones simbólicas que 

puedan trivializar la vulneración de derechos fundamentales 

Italia 

Tribunal de 

Casación de 

Italia326. 

Sentencias sobre medidas inhibitorias: 

Establece que el juez puede ordenar el cese de la conducta 

lesiva y la remoción de sus efectos, incluyendo la publicación 

de la sentencia. 

Reconoce la tutela inhibitoria como un remedio autónomo y 

eficaz para prevenir futuras intromisiones ilegítimas en el 

derecho a la reputación. 

 
324 Véase referencia 235. 
325 Tribunal Supremo de España, Sala Primera Civil, STS 130/2020, 27 de febrero de 2020, 

[Sentencia de Casación]. 

Tribunal Supremo de España, Sala Primera Civil, STS 592/2021, 9 de setiembre de 2021, 

[Sentencia de Casación]. 
326 Tribunal de Casación de Italia, Sección III, Sentencia 8827/2016; y, Tribunal de Casación de 

Italia, Sección I, Sentencia 5705/2019. 
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Italia 

Tribunal de 

Casación327. 

Tribunal de 

Milano328. 

Sentencias sobre resarcimiento de daños: 

Establece criterios para cuantificar el daño moral, 

considerando el beneficio obtenido por el infractor. 

Condena al pago de una indemnización por daños morales y 

patrimoniales causados por la vulneración del derecho a la 

reputación de una empresa. 

Italia 

Tribunal de 

Casación de 

Italia329. 

Corte de Roma330. 

Sentencias sobre restitución de beneficios: 

Ordena la apropiación por la víctima del lucro obtenido por 

el responsable mediante la intromisión ilegítima en su 

derecho a la reputación. 

Aplica la restitución de beneficios como medida disuasoria y 

sancionadora ante la grave vulneración del derecho a la 

reputación. 

Estados 

Unidos 
Corte Suprema331 

En este caso se menciona que los daños punitivos son una 

sanción impuesta al demandado para castigar conductas 

reprochables y disuadir futuros comportamientos similares. 

Mientras, los daños compensatorios buscan resarcir al 

demandante por las pérdidas reales sufridas como resultado 

de la conducta del demandado. Se establece límites a los 

daños punitivos, que sean razonables y proporcionales al 

daño causado. 

Colombia 

Corte 

Constitucional y 

Corte Suprema332. 

Abordan el derecho a la reparación integral de las víctimas. 

La jurisprudencia subraya que este derecho, desarrollado 

ampliamente en la normativa interna, incluye la protección de 

los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de daños 

materiales y morales, garantizando una respuesta completa a 

las necesidades de las víctimas. Además, la jurisprudencia 

parece configurar una nueva categoría de responsabilidad 

civil por agresión a los derechos fundamentales, similar al 

daño moral pero con una dimensión sancionatoria. Esta 

decisión sugiere el desarrollo de un "daño agravado" basado 

en la protección de derechos fundamentales abstractos, lo que 

introduce un desafío en la cuantificación y justificación de 

este tipo de resarcimiento. 

 
327 Tribunal de Casación de Italia, Sección III, Sentencia 12929/2017. 
328 Tribunal de Milano, Sentencia 9675/2020. 
329 Tribunal de Casación de Italia, Sección III, Sentencia 18853/2018. 
330 Corte de Roma, Sentencia 15246/2021. 
331 Corte Suprema de Justicia de Estados Unidos, Caso BMW of North América vs Gore, 20 de mayo 

de 1996. 
332 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-250/12, 28 de marzo de 2012; Corte 

Constitucional de Colombia, Sentencia C-588/19, 5 de diciembre de 2019; Corte Constitucional 

de Colombia, Sentencia C-344/17, 24 de mayo de 2017; y, Corte suprema de Justicia, Casación 

Civil Exp. 10297-2014. 
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Perú Corte Suprema333 

Se sustenta que la Sala Superior actuó en contra del principio 

de congruencia establecido en el artículo VII del Título 

Preliminar del Código Procesal Civil al ordenar una 

indemnización con carácter sancionatorio, dado que nuestra 

legislación prohíbe indemnizaciones punitivas. Además, este 

criterio sancionatorio no fue solicitado por la demandante en 

su pretensión inicial, lo cual también contraviene las reglas 

procesales. 

Perú 
Tribunal 

Constitucional334. 

En esta sentencia, el Tribunal Constitucional determinó que 

la pretensión del demandante se circunscribía al derecho a la 

rectificación, el cual no es tutelado por el proceso de hábeas 

data. Por lo tanto, el Tribunal declaró improcedente la 

demanda, ya que la vía adecuada para reparar la supuesta 

afectación al derecho a la buena reputación no era el proceso 

de hábeas data, sino el proceso civil correspondiente. 

Perú 
Tribunal 

Constitucional335. 

En esta sentencia, el Tribunal Constitucional estableció que 

la exposición pública de detenidos en ruedas de prensa 

vulnera su derecho al honor y a la buena reputación. 

Para reparar esta vulneración, el Tribunal ordenó que se 

abstuviera de exponer públicamente a los detenidos antes de 

que se emita una sentencia firme que determine su 

responsabilidad penal. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 14. Análisis de jurisprudencia comparada relacionado a las medidas de 

reparación ante la vulneración del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

De la Tabla 14 podemos concluir que la jurisprudencia comparada y 

nacional reflejan la importancia de garantizar la reparación integral de las víctimas 

en casos de vulneración de derechos fundamentales, como el honor, la intimidad y 

la reputación. Se subraya la aplicación de medidas inhibitorias, la indemnización 

por daños morales y patrimoniales, y la restitución de beneficios obtenidos 

ilícitamente como mecanismos de protección.  

 

 
333 Corte Suprema de Justicia de la Republica del Perú, Casación 464-2018/La Libertad, [Sentencia 

de casación]. 
334 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 00648-2022-PHD/TC, 16 de enero de 2023. 
335 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia del Exp. 02825-2017-PHC/TC, 23 de noviembre de 

2021. 
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Sin embargo, el aspecto más polémico es la introducción de daños punitivos, 

que buscan sancionar conductas reprochables y disuadir futuros abusos. Aunque 

estos daños no son parte de la legislación nacional y su imposición ha generado 

controversia por contravenir las reglas procesales, algunos fallos sugieren su 

aplicación como medida sancionadora adicional, generando un debate sobre su 

viabilidad y proporcionalidad. 

 

 

 

 

 

 

4.3.2. Guía de entrevista 

 

De las entrevistas realizadas a los participantes informantes tenemos las 

siguientes respuestas: 

 

Entrevistado(a) 

1. A criterio de usted. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva 

la buena reputación de los presuntos agresores ante el archivo de 

las disposiciones fiscales de los delitos de daño psíquico y la 

afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Participante 1 
Una vez quede consentida la disposición de archivo genera la 

obligación de reparación al denunciado. 

Participante 2 

Se puede garantizar cuando el archivo del caso se dé ante una falsa 

denuncia previamente acreditada. Asimismo, se puede plantear 

reparaciones por vulnerar derechos fundamentales de forma 

malintencionada, como son los daños punitivos. 

Participante 3 

La compensación económica debería estar pauteada por un calendario 

que haya sido adecuadamente respetado por el presunto agresor. A 

efectos de evitar inconformidades por parte de la víctima que puedan 

afectar la buena reputación del presunto agresor, se sugiere que haya un 

mecanismo de seguimiento del proceso de reparación que se va 

consiguiendo a través de la compensación económica. 

Participante 4 

Se regule en forma expresa que el Fiscal a cargo de la investigación 

suprima, borre o elimine cualquier registro del sistema fiscal respecto 

de la investigación seguida contra el agresor por delitos de daño 
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Entrevistado(a) 

1. A criterio de usted. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva 

la buena reputación de los presuntos agresores ante el archivo de 

las disposiciones fiscales de los delitos de daño psíquico y la 

afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual; bajo 

responsabilidad. 

Participante 5 

Una de las formas de garantizar el derecho a la buena reputación de los 

presuntos agresores y considerar una compensación económica como 

medida reparadora siempre que se disponga el archivo mediante 

disposiciones fiscales en los delitos de daño psíquico y la afectación 

psicológica, cognitiva o conductual. Sería que este tasado en una norma 

ya sea civil, constitucional o penal, como daños punitivos. 

Coincidencias 

Los participantes coinciden en la obligación de reparación ante el 

archivo de una denuncia falsa, dicha medida sería una compensación 

económica para garantizar la buena reputación del presunto agresor. 

Discrepancias 

Los participantes discrepan respecto a la naturaleza de compensación 

unos sugieren que sea normada (reparación civil) y otros que se 

considere los daños punitivos (figura del comonn law). 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 15. Entrevista respecto a pregunta 1 del Objetivo General. 

 

 

Entrevistado(a) 

2. A criterio de usted. ¿Cuáles son los desafíos legales y éticos que 

podrían surgir al implementar mecanismo de garantía de la 

reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, cognitivas o 

conductuales? 

Participante 1 
Modificación al Código Procesal Penal respecto al proceso por acción 

privada. 

Participante 2 

Los desafíos legales serían la modificación del Código Penal y Procesal 

Penal, respecto a los delitos contra el honor, los delitos de violencia 

psicológica, así como el proceso de acción privada y las medidas que se 

dictan ante las denuncias por violencia contra la mujer, en cuanto a los 

desafíos éticos sería generar una cultura de concientización ante 

denuncias falsas e implementar políticas públicas para garantizar los 

derechos de presuntos agresores. 

Participante 3 

Un desafío sería aquel derivado de la posibilidad de comprender 

íntegramente la reparación sólo a través de compensaciones 

económicas. 

Participante 4 

Que, conforme a la legislación actual está orientada a castigar la 

violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, y no se ha 

considerado una forma de reparar la buena reputación del agresor luego 

de un archivo del delito de daño psíquico y la afectación psicológica, 

cognitiva o conductual, sea por inexistencia del delito o cuando no 
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Entrevistado(a) 

2. A criterio de usted. ¿Cuáles son los desafíos legales y éticos que 

podrían surgir al implementar mecanismo de garantía de la 

reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, cognitivas o 

conductuales? 

existen suficientes de elementos de convicción; en ese sentido, se 

tendría que realizar modificatorias en la Ley 30364 y su Reglamento. 

Participante 5 

El reto legal radica en establecer una compensación económica 

específica por denuncias, lo cual podría ser éticamente problemático. 

Muchas denuncias se presentan sin un conocimiento profundo del 

derecho por parte de los denunciantes y pueden resultar en la 

notificación de hechos que podrían o no constituir delitos. La autoridad 

competente determina si un hecho denunciado es un delito o una falta. 

Imponer una compensación económica sólo basada en la norma podría 

limitar el derecho a denunciar legítimamente. Sin embargo, en casos de 

denuncias falsas, podría ser pertinente una compensación, acompañada 

de reparación civil cuando corresponda, dado que la denuncia falsa 

constituye un delito. 

Coincidencias 

Los participantes coinciden respecto a los desafíos legales y éticos la 

modificación del Código Penal y Procesal Penal para abordar los delitos 

contra el honor y la violencia psicológica, asimismo, la compensación 

económica en caso de denuncias falsas y la reparación del daño a los 

presuntos agresores donde se determine que no hubo delito. 

Discrepancias 

Algunos participantes discrepan sobre el tratamiento a las denuncias 

falsas y si es suficiente la reparación económica para garantizar el 

respeto de la buena reputación. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 16. Entrevista respecto a pregunta 2 del Objetivo General. 
 

4.3.3. Comparación de denuncias y casos archivados 

 

En este punto hemos recurrido a diez (10) Disposiciones de Archivo sobre 

delitos de violencia psicológica iniciadas en Lima Norte (Condevilla) que han 

adquirido la calidad de consentida, hechos que a la presente formulación del 

presente informe continúan con medidas de protección en contra de los 

investigados, el cual procederemos a sistematizar a continuación:  
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Tipo de 

violencia 

psicológica 

Número de 

Expediente de 

Medidas de 

protección336 

Resumen de hecho 

denunciado 
Motivo de archivo 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 27787-2019-

1-0906-JR-FC-09 

A.P.C.R. sufrió un incidente de 

violencia familiar por parte de 

su ex conviviente J.A.D.G. en su 

domicilio en Calle Romero, 

Condevilla, San Martín de 

Porres. J.A.D.G. llegó a recoger 

a su hija menor y rechazó llevar 

al otro hijo de A.P.C.R., 

provocando una discusión y 

amenazando con agredir al 

padre del niño -Caso Fiscal 

606038900-2019-2916-0-. 

● Los problemas se originan porque 

el padre no cumple los recursos 

económicos para su hija (conflicto 

familiar). 

● El informe psicológico emitido por 

el CEM no cumple parámetros 

clínico-forenses. 

● El Protocolo de Pericia Psicológica 

realizada por Medicina Legal 

concluye que no se encuentran 

indicadores de afectación 

psicológica, no requiere valoración 

de daño psicológico. 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 24860-2018-

1-0906-JR-FC-16 

Del escrito de denuncia 

presentado por J.G.L.T. se 

desprende que ha sido víctima 

de maltrato psicológico por 

parte de su ex conviviente 

P.J.L.R., siendo la última vez el 

18 de octubre de 2018. Según la 

denuncia, P.J.L.R. la insulta, la 

humilla y no le proporciona 

suficiente dinero para la comida 

-Caso Fiscal 606038900-2019-

637-0. 

● El informe psicológico del CEM 

concluye que presenta cuadro 

ansioso asociado a violencia 

psicológica, este informe no señala 

el tipo de afectación que establece 

el artículo 122-B, por lo que es 

atípica la conducta. 

● No se cumple los criterios de 

sindicación por la agraviada. 

● En virtud del principio de 

subsidiariedad o ultima ratio del 

derecho penal. 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 18723-2019-

1-0906-JR-FC-09 

De los registros se desprende 

que el 20 de junio de 2019, la 

agraviada se dirigió a la 

DEMUNA para establecer una 

fecha y hora para la conciliación 

sobre el régimen de visitas de 

sus hijos. Posteriormente, la 

agraviada envió un correo 

electrónico informando al 

denunciado sobre la reunión, a 

lo cual él respondió que no 

asistiría a ninguna conciliación 

y que le quitaría a sus hijos, 

además de insultarla con 

palabras soeces -Caso Fiscal 

606038900-2019-778-0-. 

● No hay persistencia ni 

corroboración en la incriminación. 

● El informe psicológico emitido por 

el CEM no cumple parámetros 

clínico-forenses. 

● La supuesta agraviada no ha 

concurrido a la evaluación 

Psicológica de Medicina Legal 

(Insuficiencia probatoria). 

● Que la denunciada indico que no 

desea continuar con la 

investigación, lleva una buena 

relación con el denunciado 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 10161-2020-

1-0906-JR-FT-16 

El 30 de noviembre de 2021, 

aproximadamente a las 08:30 

p.m., C.D.R.P. fue víctima de 

● No existe una imputación fáctica 

coherente, espontánea y detallada 

 
336 Medidas de protección vigentes al 26 de julio de 2024. Véase:  

https://cej.pj.gob.pe/cej/forms/busquedaform.html. 



136 

 
 

 

 

 
 

Tipo de 

violencia 

psicológica 

Número de 

Expediente de 

Medidas de 

protección336 

Resumen de hecho 

denunciado 
Motivo de archivo 

violencia psicológica por parte 

de su expareja, I.C.B.P. En su 

domicilio en Jirón José 

Mendiburo y Bonet, Condevilla, 

recibió mensajes de WhatsApp 

del denunciado, quien la insultó 

y amenazó verbalmente a pesar 

de que la denunciante tenía 

medidas de protección vigentes 

-Caso Fiscal 606038900-2021-

6114-0-. 

de la agraviada al no concurrir a 

sede fiscal a declarar. 

● Se vulnera la imputación necesaria 

del denunciado. 

● La agraviada no ha concurrido a la 

evaluación Psicológica de 

Medicina Legal, pese a estar 

válidamente notificada. 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 04969-2019-

1-0906-JR-FC-09 

Según la denuncia presentada, el 

1 de diciembre de 2018, 

M.L.L.G. fue insultada y 

amenazada por su esposo 

A.G.L.G., quien estaba en 

aparente estado de ebriedad, 

golpeando la pared y la ventana 

con un objeto contundente. La 

policía llegó después de que él 

se retirara -Caso Fiscal 

606038900-2019-2624-0-. 

● Conforme al Informe Psicológico 

del CEM concluye que no se 

evidencian indicadores de 

afectación psicológica al último 

hecho de violencia. 

● Según el artículo 29 de la Ley de 

Protección frente a violencia 

familiar, los informes del CEM 

tienen validez sobre la evaluación 

psicológica. 

Agresiones 

psicológicas 

Exp. 00673-2020-

1-0906-JR-FT-15 

El 5 de enero de 2020, a las 3:00 

horas, N.Y.A.S. fue víctima de 

violencia física y psicológica 

por parte de su ex conviviente 

T.P.J.A., quien llegó en aparente 

estado de ebriedad a su 

domicilio en Jirón Antenor 

Orrego, Condevilla. Tras una 

discusión, T.P.J.A. la empujó y 

la agarró fuertemente del brazo 

izquierdo, siendo separados por 

la madre del denunciado. 

● El informe psicológico del CEM si 

bien concluye signos y síntomas de 

afectación psicológica, cognitiva, 

conductual y emocional no cumple 

los parámetros de la Guía de 

Evaluación Psicológica Forense de 

la Fiscala de la Nación (se practicó 

en una sola sesión, no se utilizó las 

técnicas necesarias). 

● La agraviada no ha concurrido a la 

evaluación Psicológica de 

Medicina Legal, pese a estar 

válidamente notificada 

Agresiones 

psicológicas 

y otro. 

Exp. 03434-2023-

0-0906-JR-FT-16 

El 13 de febrero de 2023, 

aproximadamente a las 04:00 

horas, B.E.B.T. fue agredida por 

su pareja J.A.S.C. en una 

reunión familiar en su domicilio 

en Jr. Juan Luis Hague. La llevó 

a su cuarto, le reclamó por 

supuestamente mirar a otro 

chico, al encontrarse en una 

reunión en la casa del 

denunciado, y no debería ver a 

otros chicos, propinándole 

● La agraviada no concurrió a 

declarar a sede fiscal, pese a ser 

citada de forma reiterada. 

● Si bien existe informe psicológico 

del CEM que señala afectación 

psicológica, conductual y 

emocional, se necesita corroborar 

con una pericia psicológica. 

● La agraviada no ha concurrido a la 

evaluación Psicológica de 

Medicina Legal, pese a estar 

válidamente notificada 
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Tipo de 

violencia 

psicológica 

Número de 

Expediente de 

Medidas de 

protección336 

Resumen de hecho 

denunciado 
Motivo de archivo 

golpes -Caso Fiscal 606038903-

2023-312-0. 

Agresiones 

psicológicas 

y otro. 

Exp. 03359-2023-

0-0906-JR-FT-15 

El 18 de febrero de 2023, a las 

02:30 horas, E.D.S.G. estaba en 

su domicilio en Jr. Navarro del 

Águila bebiendo con familiares 

cuando su conviviente, 

F.R.A.H., llegó aparentemente 

ebrio y le golpeó sin motivo. El 

esposo de su prima intervino y 

comenzó una pelea. Al intentar 

salir y tomar un taxi, F.R.A.H. la 

siguió y la amenazó con un 

cuchillo, pero E.D.S.G. logró 

subirse al taxi y salir del lugar -

Caso Fiscal 606038902-2023-

300-0-. 

● La agraviada no concurrió a 

declarar a sede fiscal, pese a ser 

citada de forma reiterada, en cuatro 

oportunidades. 

● La agraviada no ha concurrido a la 

evaluación Psicológica de 

Medicina Legal, pese a estar 

válidamente notificada, no es 

posible acreditar la afectación 

psicológica.  

● De las llamadas realizadas a la 

denunciante ha indicado no querer 

seguir la denuncia. 

Agresiones 

psicológicas  

Exp. 01582-2023-

0-0906-JR-FT-18 

El 23 de enero de 2023, J.E.O.C. 

denunció haber sido víctima de 

maltrato psicológico en la vía 

pública en Jirón Manuel Bonilla, 

Condevilla, a las 22:35 horas, 

cuando su ex pareja de la 

denunciante la insultó y la 

amenazó con un bate de béisbol, 

cuando pasaba por la casa del 

denunciado -Caso Fiscal 141-

2023-. 

● La agraviada no concurrió a 

declarar a sede fiscal, pese a ser 

citada de forma reiterada, en cuatro 

oportunidades. 

● La agraviada no ha concurrido a la 

evaluación Psicológica de 

Medicina Legal, pese a estar 

válidamente notificada, no es 

posible acreditar la afectación 

psicológica. 

Agresiones 

psicológicas 

y Daño 

psíquico 

Exp. 13166-2023-

0-0906-JR-FT-11 

El 12 de junio de 2023, a las 

12:30 horas, C.E.L.G. fue 

agredida psicológicamente por 

su exnovio J.C.K.V.M. en su 

domicilio en la calle Adán 

Mejía 253, Urb. Popular 

Condevilla, recibiendo un audio 

de WhatsApp en el que él la 

amenazaba, diciendo que, si lo 

denunciaba, la golpearía a ella y 

a su padre. Además, mencionó 

que J.C.K.V.M., con quien tuvo 

una relación de más de un año, 

la ha estado atormentando 

durante tres meses, acusándola 

de protagonizar videos 

pornográficos que circulan en 

internet, lo cual la afecta mucho 

-606038902-2023-1041-0-. 

● Según el Informe Pericial 

Psicológico Forense concluye que 

no presenta afectación psicológica 

en relación con los hechos 

referidos. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Tabla 17. Tabla comparativa. 

 

De la Tabla 17 se concluye que las 10 denuncias por violencia psicológica 

no tienen suficiente respaldo probatorio debido a informes deficientes, falta de 

indicadores claros de afectación psicológica y la falta de cooperación de la 

agraviada en evaluaciones y declaraciones. Además, en algunos casos la agraviada 

ha expresado su deseo de no continuar con la denuncia, lo que refuerza la 

insuficiencia de evidencia para avanzar legalmente. Asimismo, a pesar de 

encontrarse con archivo consentido las medidas de protección se encuentran 

vigentes, lo cual es de fácil acceso a través de consulta de expedientes judiciales. 

 

Dicha situación, demuestra que a pesar de existir casos fiscales archivados 

en los cuales no se ha podido determinar la responsabilidad penal, existen vigentes 

medidas de protección y por figuran en el registro de personas agresoras. 

 

 

 

4.3.4.  Discusión de resultados O.G: Analizar cómo afecta el archivo de 

denuncias a la buena reputación de los presuntos agresores en casos 

violencia psicológica (delitos de daño psíquico y la afectación 

psicológica, cognitiva o conductual). 

 

De nuestros resultados de la revisión literaria tenemos que Haesevoets, 

Folmer y Van Hiel337, y Dhaliwal, Patil y Cushman338 sugieren que la 

compensación económica no solo busca reparar el daño, sino que es efectiva por 

que busca restaurar la confianza y reputación. Mientras, Mercedes Ortega y Cruz 

Peraza339, así como Christian Pelchor-Castro y Carmene Arévalo-Vásquez340 

 
337 Véase referencia 260. 
338 Véase referencia 261. 
339 Véase referencia 263. 
340 Véase referencia 264. 
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abordan el concepto de reparación integral, que va más allá de la compensación 

económica, sugiriendo que las compensaciones monetarias por si solas son 

insuficientes para abordar el daño sufrido, esta idea se alinea con la crítica de Laura 

García-Matamoros y Walter Arévalo-Ramírez341 sobre los daños punitivos, que 

deben ser aplicados con un enfoque que contemple la proporcionalidad y naturaleza 

del daño. 

 

 Asimismo, Vetri et al.342; y, George C. Christie343 examinan la protección 

del derecho a la reputación, ambos destacan la importancia de evaluar la veracidad 

de las declaraciones. Sumando a ello, tenemos a Ana Lucia Heredia344 y José 

Ramos345 quienes discuten la importancia de proteger la reputación frente a 

acusaciones y denuncias falsas, lo cual se relaciona con la necesidad de 

salvaguardar la reputación. 

 

De igual modo, Mónica Salame y Silvia Del Pilar346 proponen reformas 

legales que fortalezcan el derecho al honor y buen nombre, lo que se alinea con la 

perspectiva de Alicia Pretell Diaz347 quien aboga por la integración de estándares 

interamericanos en el ordenamiento jurídico para mejorar la protección de los 

derechos de las víctimas. Ambas propuestas buscan garantizar un proceso judicial 

justo y efectivo, reflejando la necesidad de un marco legal que apoye a las víctimas 

y proteja su reputación. 

 

Además, se tiene que Benjamin Zipursky348, Laura Victoria García-

Matamoros y Walter Arévalo-Ramírez349 destacan la necesidad de un mayor 

 
341 Véase referencia 270. 
342 Véase referencia 265. 
343 Véase referencia 266. 
344 Véase referencia 265. 
345 Véase referencia 266.  
346 Véase referencia 5. 
347 Véase referencia 13. 
348 Véase referencia 262. 
349 Véase referencia 270. 
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escrutinio en la aplicación de los daños punitivos, señalando que deben usarse no 

solo para compensar a las víctimas, sino también para sancionar conductas 

maliciosas, lo que subraya su doble función de reparación y disuasión. De manera 

similar, Olga Alejandra Alcántara Francia350 señala que los daños punitivos pueden 

reforzar el principio de reparación integral, sugiriendo que su inclusión en el marco 

legal podría fomentar comportamientos responsables y prevenir futuras 

transgresiones. 

 

En cuanto, al análisis de la legislación internacional tenemos que los 

Sistemas Regionales de Derechos Humanos351 permiten: (i) otorgar "satisfacción 

equitativa" a víctimas de violación de derechos humanos -Convenio Europeo de 

Derechos Humanos-, (ii) ordenar una justa indemnización a la parte lesionada, así 

como medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición -La Convención Americana sobre Derechos Humanos faculta a la Corte 

Interamericana a dichas medidas-; y, (iii) recibir adecuada compensación en caso 

de despojo, así como medidas específicas para rehabilitación y satisfacción de 

víctimas -Carta Africana de Derechos Humanos y Protocolo de Maputo-. 

 

Con relación a la legislación comparada352 se establecen en sus 

constituciones y códigos la responsabilidad del Estado por daños causados por sus 

funcionarios, permitiendo la indemnización por lesiones a derechos fundamentales. 

Aunado a ello, del análisis de la legislación latinoamericana Ernesto Villanueva353 

considera la despenalización de los delitos que afectan el honor y la reputación, 

siendo la vía adecuada el ámbito civil.  

 

 
350 Véase referencia 271. 
351 Véase referencia 274 al 277. 
352 Véase referencia 278 al 294. 
353 Véase referencia 273. 
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Igualmente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos354 señala seis 

tipos de medidas para reparar integralmente atentados contra derechos humanos 

como es el derecho a la reputación, siendo estos los siguientes: medidas de 

restitución, medidas de rehabilitación, medidas de compensación, medidas de 

satisfacción, medidas de garantías de no repetición y la obligación de investigar la 

violación de derechos humanos. Medidas reparatorias que consideramos necesarias 

deben implementarse en el contexto de los presuntos agresores en los procesos de 

violencia contra la mujer, teniendo en cuenta la igualdad de género. 

 

En adición a esto, tenemos los resultados de la jurisprudencia comparada 

que muestran enfoques variados en diferentes países. España355 destaca la 

desindexación de nombres completos para garantizar el derecho al olvido, junto con 

la indemnización por daño moral. En Italia356, se permite medidas inhibitorias para 

prevenir intromisiones en la reputación y establece criterios para la cuantificación 

de daños morales. Mientras en Estados Unidos357 se diferencia entre daños 

punitivos y compensatorios, estableciendo límites razonables a los primeros, 

siguiendo ese mismo criterio Colombia358 introduce el concepto de "daño agravado" 

en la reparación integral de víctimas como una nueva dimensión de compensación 

distinta a la indemnización, por su parte Perú359 prohíbe indemnizaciones punitivas 

y enfatiza la protección del honor y la buena reputación, reflejando un enfoque más 

restrictivo. A pesar de las diferencias, todos los países reconocen la importancia de 

proteger derechos fundamentales relacionados con la intimidad, el honor y la 

reputación.  

 

En otro orden de cosas, de las entrevistas practicadas a los participantes 

tenemos respecto a cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena 

 
354 Véase referencia 297 al 321. 
355 Véase referencia 324 a 325. 
356 Véase referencia 326 a 330. 
357 Véase referencia 331. 
358 Véase referencia 332. 
359 Véase referencia 333 a 335. 
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reputación de los presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales 

de los delitos de violencia psicológica contra las mujeres, tenemos los siguientes 

aportes: que la disposición de archivo quede consentida genera la obligación de 

reparación (Participante 1 y 5), el archivo del caso ante una falsa denuncia genera 

daños punitivos (Participante 2 y 5), implementar mecanismo de seguimiento de la 

compensación económica (Participante 3), y que el Fiscal a cargo suprima o elimina 

registro del sistema fiscal (Participante 4). 

 

En cuanto a los desafíos legales y éticos que podrían surgir al utilizar la 

compensación económica como mecanismo para proteger la reputación de los 

presuntos agresores en casos de delitos de violencia psicológica contra la mujeres 

los participantes refieren lo siguiente: se modifique el Código Procesal Penal 

respecto al proceso de acción privada (Participante 1 y 2); se modifique el Código 

Penal y legislación de otorgamiento de medidas de protección, concientización ante 

denuncias falsas, implementar políticas públicas para el respeto de derechos de 

presuntos agresores (Participante 2);  comprender íntegramente la reparación 

mediante la compensación económica (Participante 3); se modifique la Ley 30364 

y su Reglamento a fin de reparar la buena reputación del agresor ante un archivo 

por inexistencia del delito (Participante 4); y, compensación económica ante 

denuncias falsas negligentemente extremas (Participante 5). 

 

Por último, y no menos importante tenemos la comparación de denuncias y 

casos archivados360, en la que podemos resaltar si bien existen informes del CEM 

indica afectación psicológica o cuadro ansioso asociado, estos Informes no cumple 

con los estándares técnicos (clínico-forense), no se ha podido corroborar con una 

pericia psicológica adecuada debido a la falta de participación de la agraviada, no 

se especifica el tipo de afectación establecida en el artículo 122-B del Código Penal. 

Además, existen otros informes que concluyen que no hay indicadores de 

afectación psicológica, como las Pericias Psicológicas realizadas por Medicina 

 
360 Véase Tabla 17. 
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Legal, en algunos casos la agraviada no concurre a la evaluación psicológica, no 

concurre a declarar a sede fiscal, la agraviada manifiesta su deseo de no continuar 

con la investigación. Por lo tanto, las denuncias por violencia psicológica, no hay 

persistencia ni corroboración en la incriminación, no existe una imputación fáctica 

coherente, espontánea y detallada de la agraviada, se vulnera la imputación 

necesaria del denunciado. 
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CONCLUSIONES 

 

PRIMERO: Se concluye que las disposiciones fiscales de archivo, 

comúnmente referidas como “disposición de no formalizar investigación 

preparatoria”, relacionados a los delitos de daño psíquico, tienen un impacto 

significativo en la protección del derecho constitucional a la buena reputación. 

Estas disposiciones pueden reafirmar la inocencia de los presuntos agresores, 

siempre que se realice una investigación diligente, aplicando los criterios que señala 

el Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116, los parámetros de la Guía de evaluación del 

Instituto de Medicina Legal y que los hechos denunciados sean atípicos. 

 

Además, estas disposiciones pueden afectar negativamente a los 

denunciados cuando adquieren la calidad de cosa decidida consentida, ya que 

pueden mantenerse registros que los identifiquen como agresores en bases de datos 

policiales, fiscales y judiciales. Este aspecto es crucial, dado que el derecho a la 

reputación está interrelacionado con otros derechos fundamentales, como el 

derecho al olvido, la dignidad humana y el prestigio de la persona.  

 

Por último, es importante señalar que las denuncias que involucran 

conductas graves o maliciosas, tales como las denuncias falsas que utilizan 

mecanismos de enfoque de género, pueden tener un efecto perjudicial considerable 

sobre este derecho en la esfera pública, comercial y profesional de los denunciados. 

 

SEGUNDO: Concluimos que es fundamental reconocer la importancia de 

proteger el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en el contexto 

de denuncias por los delitos de afectación psicológica, cognitiva o conductual. Esta 

protección previene investigaciones arbitrarias, registro arbitrario en base de datos 

del Estado como el Registro Único de Victimas y Agresores, que puede llevar a la 

estigmatización social y a una presión mediática desproporcionada.  
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Al respecto, es crucial que las medidas de protección ante denuncias por 

delitos de afectación psicológica, cognitiva o conductual no se emitan de manera 

mecánica. Consideramos que debe existir una investigación previa, siguiendo 

parámetros establecidos en la Guía de Actuación del Instituto de Medicina Legal, y 

que se justifique en datos criminológicos del agresor y victimológicos de la víctima.  

 

Solo así se podrá garantizar el respeto de derechos fundamentales, como el 

derecho de defensa, presunción de inocencia y el derecho a la buena reputación. 

Evitando en todo momento estereotipo que justifiquen limitaciones a derechos 

fundamentales, ya que la administración de justicia es imparcial y se basa en hechos 

y no en prejuicios. 

 

En cuanto, al Registro Único de Victimas y Personas Agresoras, plantea un 

desafío significativo en la protección del derecho a la buena reputación, al realizarse 

sin contar con un pronunciamiento judicial previo sobre el fondo, puede causar un 

daño irreparable a la dignidad y reputación de los denunciados. Ser etiquetado como 

agresor por violencia psicológica puede tener consecuencias devastadoras en la 

esfera privada y pública, incluso si las denuncias son finalmente archivadas por ser 

atípicas.  

 

TERCERO: Finalmente, se concluye que, ante el archivo de denuncias que 

devengan de denuncias falsas que afecten el derecho fundamental de la reputación 

son insuficientes. Aunque es posible recurrir al proceso penal por acción particular 

y, en ciertos casos, a la vía civil por daño extrapatrimonial, estas acciones dependen 

de la voluntad de la persona afectada. No existe, en la actualidad, una protección 

estatal robusta que garantice una reparación integral conforme a lo estipulado por 

el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, que incluye la 

rehabilitación, compensación, garantías de no repetición y la obligación de 

investigar. 
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Por lo tanto, se propone medidas reparatorias ante la vulneración de la buena 

reputación, en casos de denuncias archivadas ante hechos temerariamente falsos por 

delitos de violencia psicológica. Estas medidas deben reforzar el principio de 

reparación integral, promoviendo comportamientos más responsables ante daños 

punitivos. 

 

Es esencial que esta medida se incorpore en la codificación civil como una 

forma de responsabilidad por agresión a los derechos fundamentales, similar al 

daño moral, pero con un enfoque sancionador, como ha sido abordado por la Corte 

Constitucional de Colombia, en la Sentencia C-344/17, 24 de mayo de 2017. En el 

derecho anglosajón, esta responsabilidad se conoce como daños punitivos, que 

buscan castigar conductas reprochables y disuadir futuros comportamientos 

similares, diferenciándose de los daños compensatorios que solo buscan resarcir al 

demandante por pérdidas reales. 

 

En este contexto, es crucial que se permita el inicio de demandas por daños 

punitivos donde participe el Estado, en aquellos casos donde se evidencien 

denuncias con conductas maliciosas o escandalosamente indeseables que vulneran 

la reputación, imagen y buen nombre de la persona. Esto es especialmente relevante 

cuando la conducta denunciada excede la negligencia ordinaria y requiere un nivel 

de evidencia más alto, haciendo un uso indebido de los enfoques de violencia de 

género para fines personales. 
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RECOMENDACIONES 

 

PRIMERO: Se sugiere que, ante el archivo de denuncias falsas en el 

contexto de violencia psicológica, que adquiera la calidad de cosa decidida 

consentida, el Fiscal a cargo, disponga la eliminación de registros del sistema de 

gestión fiscal y del registro único de personas agresoras. Esto incluye remitir copia 

de la disposición fiscal a la Policía Nacional para la eliminación de antecedentes 

policiales, buscando restituir el derecho a la buena reputación de la persona 

denunciada y evitar su estigmatización.  

 

Igualmente, se recomienda que el Ministerio Público agote todas las 

diligencias en las investigaciones, evitando enfoques de género arbitrarios, para 

determinar si los hechos denunciados están relacionados con la violencia de género 

o tienen otros fines. 

 

SEGUNDO: Se sugiere que el Ministerio Publico realice una investigación 

previa la misma que forma parte de las Diligencias Preliminares, antes de que se 

emita medidas de protección, las cuales deben estar fundamentadas en datos 

criminológicos del agresor y datos victimológicos de la víctima. Esto es crucial para 

evitar que personas inocentes sean afectadas. Las medidas de protección deben ser 

evaluadas ipso facto (de inmediato) por el Ministerio Público, tal como establece el 

artículo 248 del Código Procesal Penal, y confirmadas en casos excepcionales por 

el Juez de Familia cuando existe una riesgo y peligro en la demora, por lo que la 

Ley 30364 debe modificarse en ese extremo.   

 

Además, se recomienda la modificación del Registro Único de Victimas y 

Agresores para limitar el registro e inclusión de personas sin sentencia firme, 

garantizando que la simple denuncia no conlleve estigmatización. Aunado a ello, 

se sugiere crear un registro de personas denunciadas falsamente o con denuncias 

archivadas por denuncias falsas.  
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TERCERO: Por último, se propone modificar el Código Civil para 

incorporar la responsabilidad por agresión a los derechos fundamentales, similar a 

los “daños punitivos” en el derecho anglosajón, como medida de reparación integral 

al derecho a la reputación de los presuntos agresores. Esto busca sancionar 

conductas maliciosas en denuncias falsas y prevenir la repetición de estos 

comportamientos. 

 

En esa misma línea, se recomienda modificar la Ley del Servicio de Defensa 

Pública, para que los defensores públicos representen a personas afectadas por 

denuncias falsas en procesos civiles de compensación económica por daños 

punitivos, así como la rectificación de sus datos personales. 
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APÉNDICE 1 

Matriz de consistencia del Proyecto de Investigación 

PROBLEMA PREGUNTAS DE 

INVESTIGACIÓN 

OBJETIVOS DE 

INVESTIGACIÓN 

CATEGORÍAS METODOLOGÍA RECOMENDACIONES 

Según la Adjuntía para los 

Derechos de la Mujer de la 

Defensoría del Pueblo, señala 

que el delito de daño psíquico 

y afectación psicológica 

cognitiva conductual (artículo 

124-B del Código Penal) 

representa el 25% de casos 

archivados de los 108 

despachos fiscales 

especializados de violencia 

contra la mujer materia de 

supervisión, siendo las 

razones de su archivo, las 

siguientes: (i) refirieron que 

no existía afectación 

psicológica, (ii) inasistencia 

de la víctima al Instituto de 

Medicina Legal; y, (iii) falta 

de elementos de convicción. 

 

Sin embargo, ante el archivo 

de una denuncia cuando no 

exista afectación psicológica o 

la víctima no asista al Instituto 

de Medicina Legal, estaríamos 

ante una lesión al derecho a la 

buena reputación del presunto 

agresor, al atribuir vías de 

hecho que no se puedan 

Pregunta General:  

 

P.G.: ¿Cómo afecta el archivo 

de denuncias a la buena 

reputación de los 

presuntos agresores en 

casos de violencia 

psicológica? 

 

 

Preguntas Específicas:  

 

P.E.1. ¿Cómo influyen las 

disposiciones de archivo 

en los delitos de daño 

psíquico en la garantía a la 

buena reputación de los 

presuntos agresores? 

 

 

P.E.2. ¿De qué manera se 

protege la buena 

reputación de los 

presuntos agresores frente 

a la denuncia falsas por 

los delitos de afectación 

psicológica, cognitiva o 

conductual? 

 

Objetivo General:     

 

O.G.: Analizar cómo afecta el 

archivo de denuncias a la 

buena reputación de los 

presuntos agresores en 

casos de violencia 

psicológica. 

 

 

Objetivos Específicos: 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen 

las disposiciones de 

archivo en los delitos de 

daño psíquico en la 

garantía a la buena 

reputación de los 

presuntos agresores.  

 

O.E.2.  Determinar de qué manera 

se protege la buena 

reputación de los 

presuntos agresores frente 

a denuncias por los 

delitos de afectación 

psicológica, cognitiva o 

conductual. 

Archivo de 

denuncias. 

 

Derecho a la buena 

reputación. 

 

 

 

Tipo de Investigación:  

 

Básica. 

 

Diseño de Investigación: 

 

Cualitativa. 

 

Técnicas e Instrumentos de 

Investigación: 

 

Observación – Guías de 

observación.  

 

Revisión documental – 

Fichaje 

 

Análisis documental – Fichas 

de análisis documental. 

 

Entrevistas – Guías de 

entrevistas. 

El análisis sugiere: 

- Se sugiere que, ante el archivo de 

denuncias falsas en el contexto de 

violencia psicológica, que 

adquiera la calidad de cosa 

decidida consentida, el Fiscal a 

cargo, disponga la eliminación de 

registros del sistema de gestión 

fiscal y del registro único de 

personas agresoras. 

- Se recomienda que el Ministerio 

Público agote todas las diligencias 

en las investigaciones, evitando 

enfoques de género arbitrarios, 

para determinar si los hechos 

denunciados están relacionados 

con la violencia de género o 

tienen otros fines. 

- Se sugiere que el Ministerio 

Publico realice una investigación 

previa la misma que forma parte 

de las Diligencias Preliminares, 

antes de que se emita medidas de 

protección, las cuales deben estar 

fundamentadas en datos 

criminológicos del agresor y datos 

victimológicos de la víctima. Esto 

es crucial para evitar que personas 

inocentes sean afectadas. 
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comprobar, como es el delito 

tipificado en el artículo 124-B 

del Código Penal, ya que 

generará que el agresor 

absuelto, tenga antecedentes 

policiales y fiscales por el 

delito de violencia contra la 

mujer, así como las medidas 

de protección dictadas en su 

contra, vulneran el derecho a 

su buena reputación. 

- Se recomienda la modificación 

del Registro Único de Victimas y 

Agresores para limitar el registro 

e inclusión de personas sin 

sentencia firme, garantizando que 

la simple denuncia no conlleve 

estigmatización. Aunado a ello, se 

sugiere crear un registro de 

personas denunciadas falsamente 

o con denuncias archivadas por 

denuncias falsas.  

- Por último, se propone modificar 

el Código Civil para incorporar la 

responsabilidad por agresión a los 

derechos fundamentales, similar a 

los “daños punitivos” en el 

derecho anglosajón, como medida 

de reparación integral al derecho a 

la reputación de los presuntos 

agresores. En esa misma línea, se 

recomienda modificar la Ley del 

Servicio de Defensa Pública, para 

que los defensores públicos 

representen a personas afectadas 

por denuncias falsas en procesos 

civiles de compensación 

económica por daños punitivos, 

así como la rectificación de sus 

datos personales. 

Relevancia de la investigación: Está basado en comprender la finalidad de las políticas de prevención, erradicación y sanción de violencia contra la mujer y la protección de la buena reputación como 

derecho fundamental. Asimismo, se analizará cómo estos derechos colisionan ante la necesidad de proteger a las víctimas de violencia psicológica. 

CONTRIBUCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN AL LOGRO DE LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE (ODS): Objetivo 3: Salud y bienestar, Objetivo 10: Reducción de las 

desigualdades, y Objetivo 16: Paz, justicia e instituciones sólidas. 
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APÉNDICE 2 

Instrumentos cualitativos utilizados 
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Formulario de Consentimiento Informado 

 

Usted ha sido invitado a participar en la presente investigación titulada “Análisis de la 

vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de presuntos agresores en 

casos de violencia psicológica”, que tiene como objetivo general “Analizar cómo afecta el 

archivo de denuncias a la buena reputación de los presuntos agresores en casos de 

violencia psicológica”, lo cual para ello requerimos de su participación voluntaria como 

experto en la materia, el mismo que es desarrollado por Marlan Jonas Landio Apaza 

egresado de la Maestría en Derecho Constitucional de la Universidad Privada de Tacna. 

Dicha participación considera en desarrollar el instrumento de recolección de datos (Guía 

de entrevista) de tal manera que se anexará la valiosa información en el ámbito jurídico. Si 

usted decide participar es importante que considere los siguientes aspectos: 

● Su participación se realizará consignando sus datos personales: Apellidos, 

Nombres Especialización empleándose en el informe de investigación. 

● La entrevista se realizará de manera virtual, mediante videollamada o ya sea de 

manera presencial de acuerdo a su disposición. 

 

Si usted está de acuerdo y autoriza que la información de los resultados de su entrevista sea 

utilizada en la presente investigación, sírvase a dar su consentimiento a través de su firma. 

 

En Lima el ……….. de ……………de 2024 

 

 

…………….…………………………    

Entrevistador:      

DNI:  

 

 

 

    

 

 

 

 

 

…………….…………………………………….. 

Entrevistado:  

DNI:  

Especialidad: 

 



185 

 
 

 

 

 
 

 

Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  :  

Profesión  :  

Cargo : 

Institución  :  

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

2. ¿Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 

de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 
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O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho a la buena reputación de los presuntos 

agresores? Explique. 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de delitos que involucran afectaciones 

psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia psicológica)? Explique. 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 
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APÉNDICE 3 

Transcripciones de las entrevistas 
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Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  :  Ada Paola Mejía Rodríguez  

Profesión  : Abogada 

Cargo : Abogada de Víctimas 

Institución  : MIMP - AURORA 

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿ Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

Respuesta: Una vez quede consentida la disposición de archivo genera la 

obligación de reparación al denunciado. 

 

2. ¿ Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 

de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 
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Respuesta: Modificación al Código Procesal Penal respecto al proceso por 

acción privada. 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores? Explique. 

 

Respuesta: No afectan sino ratifican su inocencia. 

 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 

 

Respuesta: Levantamiento de SIDPOL y Sistema Fiscal de casos archivados. 

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva el derecho constitucional a la 

buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 
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involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia 

psicológica)? Explique. 

 

Respuesta: Reparación económica de denunciados que se archivó su 

denuncia y terapia obligatoria a denunciante como sanción por su mal 

proceder. 

 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 

 

Respuesta: Podemos recurrir al habeas data (Rectificación de información 

que perjudicó al denunciado, así como la denuncia calumniosa (querella). 
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Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  : Gretta Del Rosario Felipa Quispe 

Profesión  : Abogada Ministerio Público 

Cargo : Ex Fiscal Provincial Mixta 

Institución  : Ministerio Público  

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

Respuesta: Se puede garantizar cuando el archivo del caso se dé ante una 

falsa denuncia previamente acreditada. 

 

2. ¿ Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 

de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 
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Respuesta: Los desafíos legales sería la modificación del Código Penal y 

Procesal Penal, respecto a los delitos contra el honor, los delitos de violencia 

psicológica, así como el proceso de acción privada y las medidas que se 

dictan ante las denuncias por violencia contra la mujer, en cuanto a los 

desafíos éticos sería generar una cultura de concientización ante denuncias 

falsas e implementar políticas públicas para garantizar los derechos de 

presuntos agresores.  

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores? Explique. 

 

Respuesta: No afectan, determinan si los hechos son típicos o atípicos 

entorno a los delitos de violencia psicológica; sin embargo, las medidas de 

protección se mantienen vigentes, hasta que el Juez de Familia declare el 

archivo de medidas de protección. 

 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 

 

Respuesta: La anulación de antecedentes policiales, fiscales y el 

levantamiento de medidas de protección, respecto al hecho materia de 

archivo. 
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O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva el derecho constitucional a la 

buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia 

psicológica)? Explique. 

 

Respuesta: Podría darse mediante la reparación económica ya que ante los 

procedimientos legales iniciados existirá un menoscabo de su derecho al 

honor. 

 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 

 

Respuesta: En el Perú actualmente existe el inicio de una querella por acción 

privada por delitos contra el honor. 
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Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  : Ángel Gaspar Chirinos 

Profesión  : Abogado 

Cargo : Docente Universitario 

Institución  :  

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿ Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

Respuesta: La compensación económica debería estar pauteada por un 

calendario que haya sido adecuadamente respetado por el presunto agresor. 

A efectos de evitar inconformidades por parte de la víctima que puedan 

afectar la buena reputación del presunto agresor, se sugiere que haya un 

mecanismo de seguimiento del proceso de reparación que se va consiguiendo 

a través de la compensación económica. 
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2. ¿ Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 

de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 

 

Respuesta: Un desafío sería aquel derivado de la posibilidad de comprender 

íntegramente la reparación sólo a través de compensaciones económicas. 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores? Explique. 

 

Respuesta: Concretamente lo que afectaría la buena reputación de los 

presuntos agresores serían aquellas resoluciones y disposiciones que 

restringen derechos conexos al proceso de fondo, por ejemplo, la afectación 

de la presunción de inocencia (y consecuentemente la buena reputación) se 

da cuando se aplican mecánicamente medidas protectoras o cuando se hace 

uso de registros de agresores aun cuando el proceso está en curso. 

 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 
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Respuesta: Se sugiere promover que el uso de registros de agresores solo sea 

activado en casos de resoluciones consentidas o ejecutoriadas a efectos de no 

vulnerar el derecho a la presunción de inocencia. 

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva el derecho constitucional a la 

buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia 

psicológica)? Explique. 

 

Respuesta: Se sugiere promover que el uso de registros de agresores solo sea 

activado en casos de resoluciones consentidas o ejecutoriadas a efectos de no 

vulnerar el derecho a la presunción de inocencia. 

 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 

 

Respuesta: El mecanismo va a depender de qué tipo de norma o acto es el 

que viene afectando el derecho al honor y la buena reputación. De ser una 

norma legal o infralegal, procederá una acción de inconstitucionalidad o una 

acción popular.  
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Jurisprudencialmente se podría pensar en reforzar la presunción de inocencia 

desarrollando técnicamente que la imposición de mecanismos de protección 

a las víctimas no sea desplegado mecánicamente sin justificarse en datos 

criminológicos (agresor) y victimológicos (víctima) la necesidad de los 

mecanismos en mención. 
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Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  : Betsabé Liliana Silva Regalado 

Profesión  : Abogada 

Cargo : Fiscal Provincial de Familia 

Institución  : Ministerio Público – Distrito Fiscal de Cañete 

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

Respuesta: Se regule en forma expresa que el Fiscal a cargo de la 

investigación suprima, borre o elimine cualquier registro del sistema fiscal 

respecto de la investigación seguida contra el agresor por delitos de daño 

psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual; bajo 

responsabilidad. 

 

2. ¿Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 
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de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 

 

Respuesta: Que, conforme a la legislación actual está orientada a castigar la 

violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar, y no se ha 

considerado una forma de reparar la buena reputación del agresor luego de 

un archivo del delito de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva 

o conductual, sea por inexistencia del delito o cuando no existen suficientes 

de elementos de convicción; en ese sentido, se tendría que realizar 

modificatorias en la Ley 30364 y su Reglamento. 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores? Explique. 

 

Respuesta: En los supuestos que no se elimine los registros del agresor del 

sistema fiscal va a afectarse su buena reputación, por cuanto, hay veces que 

estos registros se mantienen, y en adelante las autoridades públicas o 

privadas le puedan dar un mal uso, y afectar los derechos del investigado. 

 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 
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Respuesta: Realizar una modificatoria en el Código Civil, en el libro de 

personas, para que se considere en forma expresa la reparación económica 

cuando se daña la buena reputación del agresor con el archivo de las 

investigaciones por delitos de daño psíquico. 

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 

 

1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva el derecho constitucional a la 

buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia 

psicológica)? Explique. 

 

Respuesta: Sería ideal que se cree un registro paralelo de personas agresoras 

cuyos casos de violencia psicológica, cognitiva o conductual han sido 

archivados y tienen disposición de consentida; y, a la vez que sea de acceso 

inmediato por parte de las autoridades estatales e incluso de las instituciones 

privadas. 

 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 

 

Respuesta: Actualmente se cuenta con las acciones privadas de querella por 

los delitos contra el honor: injuria, calumnia y difamación, asimismo el 

perjudicado puede denunciar el delito de denuncia calumniosa. Considero 
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que se podría implementar el derecho a la rectificación vía carta notarial en 

estos casos de archivos de denuncias por violencia psicológica, cognitiva o 

conductual, así como está regulado cuando en los medios de comunicación 

se realiza conductas en desmedro del honor de un ciudadano. 
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Guía de Entrevista 

Análisis de la vulneración de la buena reputación y el archivo de denuncias de 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica. 

Entrevistado(a)  : Fausto Vidal Pumarimay Alejo 

Profesión  : Abogado 

Cargo : Fiscal Adjunto Provincial Penal 

Institución  : Ministerio Público  

La presente entrevista tiene como finalidad la recolección de información de suma 

importancia para nuestro trabajo de investigación. Desde ya agradecemos su valiosa 

participación. 

 

O.G.  Analizar cómo afecta el archivo de denuncias a la buena reputación de los 

presuntos agresores en casos de violencia psicológica 

 

1. ¿ Cómo se puede garantizar de manera efectiva la buena reputación de los 

presuntos agresores ante el archivo de las disposiciones fiscales de los delitos 

de daño psíquico y la afectación psicológica, cognitiva o conductual? 

Explique.  

 

Respuesta: Una de las formas de garantizar el derecho a la buena reputación 

de los presuntos agresores y considerar una compensación económica como 

medida reparadora siempre que se disponga el archivo mediante 

disposiciones fiscales en los delitos de daño psíquico y la afectación 

psicológica, cognitiva o conductual. Sería que este tasado en una norma ya 

sea civil, constitucional o penal. 
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2. ¿ Cuáles son los desafíos legales y éticos que podrían surgir al implementarse 

mecanismo de garantía de la reputación de los presuntos agresores en casos 

de delitos que involucran daño psíquico y afectaciones psicológicas, 

cognitivas o conductuales? Explique. 

 

Respuesta: El reto o desafío legal, podría ser que la compensación económica 

sea tasada en la norma. Éticamente, sería una utopía; pues considero que 

muchas de las denuncias se realizan por ante la Comisaría, CEM o Fiscalía; 

sin embargo, muchas de las personas denunciantes y presuntas agraviadas no 

conocen de derecho y en muchos casos, dan la noticia, que configura delitos 

o no, pero ponen en conocimiento un hecho que presuntamente le agravia, y 

será la autoridad quien va a calificar si este hecho denunciado, constituye 

delito, o podría constituir delito o falta; entonces, determinar solo en la norma 

una compensación económica por denunciar, sería limitar su derecho a la 

denuncia; claro que, en otros casos podría constituir incluso una falsa 

denuncia, entonces en este supuesto último podría incluirse el supuesto de 

compensación; pero no debe dejarse de precisar que este supuesto, ya 

configura delito, y obviamente se debe requerir también una reparación civil 

(compensación económica). 

 

O.E.1. Determinar cómo influyen las disposiciones de archivo en los delitos de daño 

psíquico en la garantía del derecho constitucional a la buena reputación. 

 

1. ¿Cómo las disposiciones de archivo en los delitos de daño psíquico pueden 

afectar o vulnerar el derecho constitucional a la buena reputación de los 

presuntos agresores? Explique. 

 

Respuesta: Para poder responder es necesario determinar que significa buena 

reputación, entonces podemos decir que es el prestigio o estima en que son 
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tenidos alguien o algo, fama, prestigio, reconocimiento, renombre, 

notoriedad, popularidad, celebridad. Ahora bien, realizada la denuncia y 

emitida la Disposición de Archivo si bien es cierto, ya con la sola denuncia 

se podría dañar la reputación de dicha persona; sin embargo, considero que 

debe aplicarse la compensación, sólo en los casos donde se evidencia 

falsedad; porque recuérdese que la gente común no conoce de derecho, 

entonces también tendría que acreditarse ello; sin embargo, al ser el derecho 

penal una especialidad, incluso abogados tiene otras especialidades y podrían 

denunciar violencia psicológica; acaso podríamos decir que si este o esta 

denuncia, esta debe progresar o mínimamente aseverar que el hecho típico 

ha ocurrido; es por ello que existe la investigación, y en ella se verifica o no 

en cada caso concreto, si el hecho constituye delito o no. A más 

abundamiento, a la fecha existe el derecho a solicitar la anulación de los 

antecedentes en el Sistema de Gestión Fiscal, incluso está prescrito su 

anulación de oficio. Considero que debe compensarse sólo cuando la 

denuncia es dolosa y el hecho no ha ocurrido, excluyendo los demás casos. 

 

2. ¿Qué mecanismos o salvaguardas legales podrían implementarse para 

garantizar el derecho a la buena reputación de los presuntos agresores en 

casos de delitos de daño psíquico que terminan en archivo? Explique. 

 

Respuesta: Respecto a este tema, considero que previo a ello se debe 

verificar, el tipo de denuncia, a saber, de las calumnias o no. Quizá pensando 

solo en violencia familiar, podría implementarse la compensación, a saber, 

de la Ley de Violencia Familiar. 

 

O.E.2. Determinar de qué manera se protege el derecho a la buena reputación 

frente a la afectación psicológica, cognitiva o conductual en el contexto de 

los delitos contemplados (violencia psicológica). 
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1. ¿Cómo se puede garantizar de manera efectiva el derecho constitucional a la 

buena reputación de los presuntos agresores en casos de delitos que 

involucran afectaciones psicológicas, cognitivas o conductuales (violencia 

psicológica)? Explique. 

 

Respuesta: Sencillo, si lo que se quiere es garantizar de manera efectiva el 

derecho constitucional a la buena reputación de los presuntos agresores, se 

debe tasar o prescribir en una norma (civil o especial: violencia familiar); sin 

dejar de precisar, que existe la responsabilidad civil extracontractual, que 

podría ser un camino, o en determinados casos el delito de falsa denuncia o 

denuncia calumniosa, que también prevé la reparación civil (artículo 92 y 93 

del Código Penal). 

 

2. ¿Qué mecanismos legales y jurisprudenciales existen para proteger el 

derecho al honor y la buena reputación de los presuntos agresores cuando se 

ven afectados por delitos de violencia psicológica que pueden derivar en daño 

psíquico? Explique. 

 

Respuesta: En el Código Penal se prevé los delitos que protegen el honor en 

específico el artículo 131 Calumnia y 132 Difamación, incluso se tiene el 

Acuerdo Plenario Nro. 03-2006/CJ-116. Ahora bien, por el delito en 

específico denunciado violencia psicológica que pueda derivar de daño 

psíquico. Podríamos decir que en específico se debe valorar la forma, modo 

y circunstancias como y porque se realiza la denuncia por estos supuestos. 

Deviniendo en algunos casos ya en el artículo 402 del Código Penal 

(denuncia calumniosa). 
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APÉNDICE 4 

Formato de consentimiento informado 
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